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Como miembros activos de las Fuerzas Militares, hemos podido percibir el escaso desarrollo 
legal y jurisprudencial que tiene el derecho fundamental a la Libertad de Conciencia  consagrado 
en el artículo 18 de la Constitución Política dentro del ámbito del derecho penal castrense, puesto 
que a pesar de los escasos pronunciamientos al respecto, proferidos en especial  por la Corte 
Constitucional atinentes a la prestación del servicio militar, el tema dentro de la orbita del 
derecho penal militar no ha sido abordado,  haciéndose necesario llamar la atención frente a la 
importancia del derecho a la Libertad de Conciencia no como un derecho de segunda categoría, 
pues ostenta el carácter de fundamental, así como su alcance al ser planteado como causal de 
ausencia de responsabilidad  en el ordenamiento jurídico punitivo castrense. 
 
Muchas veces se ha considerado a los objetores de conciencia como transgresores del régimen 
social existente, siendo pertinente advertir que tal figura, más haya de un simple reconocimiento 
legal, hace parte del núcleo esencial del principio fundamental a la dignidad humana sobre el que 
descansa el Estado Social de Derecho, puesto que la capacidad de razonar y cuestionar lo que se 
esta o no por la ley obligado a cumplir, permite diferenciar al ser humano de otras especies; la 
capacidad de conciencia y de actuar bajo convicciones personales, intimas y particulares es lo que 
distingue realmente a los seres humanos. 
 
Este trabajo va dirigido específicamente a analizar los lineamientos teóricos del derecho a la 
libertad de conciencia  y su desarrollo legal y jurisprudencial en el ámbito jurídico interno, así 
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mismo, planteara la necesidad de que sea reconocido como  causal de ausencia de 
responsabilidad dentro del ordenamiento penal militar, para lo cual, se analizarán aspectos tale, 
como: su carácter de derecho fundamental, sus particularidades,  sus finales y los requisitos que 
se deben cumplir para que pueda ser reconocido como tal, atendiendo criterios de 
proporcionalidad y razonabilidad.  
 
El tópico que maneja este trabajo esta exclusivamente limitado al ámbito constitucional de la 
Carta de 1991 en sus artículos 1, 2, 3, 4,18, 86, 89, 91, 93, 95, 216 y 218, que consagran entre 
otros aspectos; la libertad de consciencia como derecho fundamental, los deberes de los 
nacionales  y  la obligación de todos los ciudadanos colombianos de tomar las armas cuando las 
necesidades públicas lo exijan, así mismo, se analizaran algunas conductas estrictamente 
militares que a la fecha se encuentran tipificadas como delitos,  a efectos de determinar si la 
figura de la objeción de conciencia es viable en  su aplicación como causal de ausencia de 
responsabilidad o, si por el contrario, su reconocimiento implicaría afectación a los bienes 
jurídicos de la disciplina, el servicio y el honor consagrados en la ley  1407 de 2010. 
 
Infundadamente se ha partido del criterio que el  militar es una persona con  falta de conciencia, 
que ejecuta las ordenes sin cuestionamientos de ninguna naturaleza, olvidando que la profesión 
del militar no aniquila al ser humano que lo representa,  puesto que si bien el artículo 91 de la 
Carta Constitucional, señala: que ante la infracción manifiesta a un precepto Constitucional en 
detrimento de alguna persona efectuado por un militar en actividad, la responsabilidad 
únicamente recaerá en el superior que la ordena y no en el agente que lo ejecuta, mandato 
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desarrollado legalmente  como causal de justificación del hecho punible, la Honorable Corte 
Constitucional mediante sentencia C-431 del 6 de mayo de 2004, con ponencia del Dr. MARCO 
GERARDO MONROY CABRA, determinó al respecto, que si el subalterno al recibir la orden 
advierte que de su ejecución puede derivarse manifiestamente la comisión de una conducta 
punible, infracción disciplinaria o fiscal, no está en la obligación de obedecerla, exponiendo al 
superior las razones para ello, puesto que de ejecutarla, responderá igualmente por las 
consecuencias antijurídicas que ocasione. 
 
Pero sin perjuicio de aceptar la validez general del principio de jerarquía y de estricta obediencia 
en el campo militar, ese deber no puede ser entendido como absoluto o ciego, puesto que como lo 
estableció la Corte Constitucional, a pesar que el artículo 91 de la Constitución Política1, instituye 
al parecer una eximente total de responsabilidad al militar como excepción a la regla general,  
para el Tribunal Constitucional  ésta no puede ser comprendida en su sentido objetivo y general, 
sino subjetivo y particular, limitando su aplicación a la conducta que ante el simple análisis 
inmediato de quien ejecuta la orden, este no pueda comprender o establecer su ilicitud.  Sin que la 
causal pueda extenderse a órdenes de las cuales se desprenda una manifiesta antijuridicidad, 
comprensible aún para quien no goza de todos los elementos de juicio que le permitan evaluar de 
forma completa la orden impartida por el superior. 
 
                                                            
1 El artículo 91 de la CP. Establece: “en caso de infracción manifiesta de un precepto constitucional en detrimento de 
alguna persona, el mandato superior no exime de responsabilidad al agente que lo ejecuta.  
Los militares en servicio quedan exceptuados de esta disposición. Respecto de ellos, la responsabilidad recaerá 
únicamente en el superior que da la orden”   
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La investigación emprendida establecerá que el derecho a la objeción de conciencia tiene su 
génesis y desarrollo en el Estado Social de Derecho, de la misma forma, determinará como para 
él logró de los fines del Estado se requiere la existencia, organización, cohesión y disciplina de la 
organización militar, para posteriormente analizar el concepto y alcance del derecho a la objeción 
de conciencia, examinando su evolución legal y jurisprudencia en Colombia, determinando el 
cambio jurisprudencia producido en este sentido mediante la sentencia hitó  C-728 de 2009. 
 
Durante el estudio de la objeción de conciencia como causal excluyente de responsabilidad penal, 
se hará un breve análisis de la naturaleza y características de la institución militar, el servicio 
militar obligatorio y el derecho penal militar, para posteriormente considerar su importancia 
frente a figuras propias del derecho militar como las relaciones de sujeción especial y la 
obediencia debida, concluyendo en señalar a la objeción de conciencia como causal de 
justificación frente a determinados delitos de función dentro del código penal militar, 
estableciendo la ubicación legal que puede dársele dentro de las causales de ausencia de 
responsabilidad establecidas en la Ley 1407 de 2010, los requisitos para que pueda ser 
considerada como causal de ausencia de responsabilidad  y los elementos probatorios que deben 
surtirse para el efecto.  
 
Dentro del estudio se analizará la importancia dentro de la fuerza pública de  que se reconozca la 
posibilidad  de acudir a la objeción de conciencia, sin que ello implique, ser señalado 
injustamente de subvertir el orden jurídico imperante y excluido de ser reconocido como un 
individuo y no como parte de un grupo. Reconocer la libertad de conciencia como causal  de 
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responsabilidad penal permitirá que invocar dicho derecho no sea motivo de cuestionamiento y 
facilitara la materialización de un autentico estado social y democrático de derecho que proclamo 
Colombia a partir de la constitución de 1991. 
 
Por último, se expondrá nuestra  percepción frente al tema conforme a la calidad de integrantes 
de la Fuerza Pública y ciudadanos Colombianos, indicando las razones por las cuales en nuestro 
criterio la Libertad de Conciencia debe aceptarse como causal de ausencia de responsabilidad en 
el ordenamiento penal militar, en procura de reconocer la existencia de minorías que atendiendo 
profundas, legítimas y autenticas convicciones políticas éticas, filosóficas, culturales, religiosas, o 
humanitarias pueden ser exonerados de responsabilidad penal, sin que ello, implique amenaza a 
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1. EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO 
 
 
1.1 ALCANCE Y DEFINICIÓN DEL ESTADO SOCIAL DE DERECHO 
 
 
El titulo primero  de la Constitución política Colombiana de 1991 que trata sobre los principios 
fundamentales, indica en su artículo primero referente a la forma y los caracteres del estado, que 
Colombia es un estado social  de derecho, organizada en forma de república unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y 
pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general; frente a esto la Corte 
Constitucional expreso: 
 
“…El estado social de derecho hace relación a la  forma  de organización política que 
tiene  como uno de sus objetivos combatir penurias económicas o sociales y las 
desventajas  de diversos sectores, grupos o personas de la población prestándole 
asistencia y protección. Exige esforzarse  en la construcción  de las condiciones  
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indispensables para asegurar a todos los habitantes del país una vida digna dentro de 
las posibilidades económicas que estén a su alcance. El  fin de potenciar las 
capacidades de la persona  requiere de las autoridades  actuar efectivamente para 
mantener o mejorar el nivel de vida, el cual incluye la alimentación, la vivienda, la 
seguridad social y los escasos medios dinerarios para desenvolverse en la 
sociedad…” (CORTE CONSTITUCIONAL, 1992) 
 
 
1.2. ANTECEDENTES Y DESARROLLO 
 
 
El contexto de lo “social” introducido en la forma del estado adoptado por la constitución de 
1991  tiene sus antecedentes  en las corrientes políticas y jurídicas que rodearon la Europa del 
siglo XX.  Antes del estado social de derecho, existió el denominado  estado de derecho  que 
surgió  como una reacción al modelo absolutista del estado en donde existía concentración 
absoluta de poderes, y se desconocían los derechos fundamentales de la persona  humana ya que  
el individuo era concebido como  un medio para la consecución de los fines del estado; El estado 
de derecho creado en sus principios  buscaba garantizar el reconocimiento de los derechos 
naturales de los individuos, tales como la vida, la libertad, la igualdad y la propiedad privada; 
pero para esto fue necesario fijar limites al poder absoluto del monarca  y esto solo se podía hacer 
a través de la norma jurídica;  después de grandes luchas populares  se logró concretar  la 
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limitación a los poderes del gobernante a través del imperio de la ley que reflejaba la voluntad 
popular, a partir de allí empezaron a surgir movimientos constitucionalistas que propugnaban la 
existencia de una serie de normas  que iban en defensa y garantía de los derechos humanos y las 
libertades públicas, no pudiendo ser limitados ni siquiera aún por la misma ley, ya que existía un 
presupuesto que los garantizaba en toda su dimensión y esta era la constitución. 
 
Los principios que se establecieron con la consolidación del constitucionalismo, que imponía 
limites al poder del gobernante, fueron los de legalidad, la división tripartita del poder  y la 
realización efectiva y garantía jurídico – formal de los derechos  y libertades fundamentales; 
frente al principio de legalidad se indicaba que el estado de derecho se caracterizaba por el 
imperio de la ley que era la expresión de la voluntad del pueblo, por ende el actuar del gobernante 
al dejar de ser ilimitado lo convirtió en  un ejecutor de la voluntad del pueblo y limito su poder, 
en el sentido de que empezó a adquirir responsabilidades frente al conglomerado social, de igual 
forma,  el principio de legalidad implico la concepción de que la actuación de todas las 
autoridades del estado estaba sometida a la existencia previa de la norma, y esto mismo permitió 
que el pueblo ejerciera un mayor control que lograra evitar las arbitrariedades y los abusos de 
poder. 
 
En lo que se refiere a la división tripartita del poder, a diferencia de lo que sucedía en el estado 
absolutista en donde tanto el poder legislativo, ejecutivo y judicial se encontraban en cabeza 
exclusiva del gobernante, la consolidación del estado de derecho permitió que esa concentración 
de poderes desapareciera y fueran asumidas por diferentes órganos y autoridades ya que esto 
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sería lo único que permitiría garantizar el respeto por los derechos y las libertades del individuo. 
La doctrina de la división y separación de poderes que Montesquieu  construyó a partir de su 
estudio sobre el régimen británico  al mediar el siglo XVII, parte de la idea básica de que el 
hombre esta inclinado a abusar del poder que ejerce, por tanto la única manera de evitar la 
arbitrariedad  es que   exista una pluralidad  de poderes y que cada uno tenga competencias 
propias y separadas de modo que se hagan  interdependientes  y solamente puedan obrar 
contando con los otros. (DEFENSORÍA DEL PUEBLO, 2004. p.20) 
 
En lo que respecta al reconocimiento y garantía efectiva de los derechos y libertades 
fundamentales reconocidos por el estado de derecho, es preciso advertir  que el estado en este 
modelo comenzó a ser el medio, mientras que el individuo paso a ser un fin en si mismo, en el 
sentido que el  estado debía procurar realizar lo pertinente   para garantizar el respeto a los 
derechos del individuo que en un principio fueron la vida, la libertad, la igualdad y la propiedad 
privada. 
 
Doctrinariamente se reconoce a HERMANN HELLER  la consolidación de la idea del estado 
social de derecho  que hoy nos rige; a comienzos del siglo XX Heller como estudioso del 
régimen político existente observo que se presentaba una problemática social sustentada en la 
prevalencia del manejo de la política por los sectores dominantes de la economía capitalista  que 
genero un nuevo feudalismo económico encubierto por el estado, fue así que planteo la idea  de 
que la solución para evitar este tipo de prerrogativas a favor de unos pocos implicaba  darle al 
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estado de derecho una connotación social , marcado por una nueva forma de distribución de la 
economía. (DEFENSORÍA DEL PUEBLO, 2004. p.20) 
 
La principal razón que condujo a que muchos estados propendieran por un estado social de 
derecho, se debió  a que en la práctica se observó que el estado de derecho dio primacía a 
aspectos territoriales y de poder y consagro la protección de una serie de derechos que solo se 
hacían efectivos para un sector privilegiado de la población que contaba con la propiedad y la 
riqueza; esta desigualdad origino el levantamiento de movimientos populares que se opusieron a 
la desigualdad imperante,  lo que origino una crisis económica y social de grandes magnitudes a 
mitad del siglo XIX.    
 
La terminación de la  segunda guerra mundial, implico para los gobiernos Europeos hacer un 
replanteamiento de sus modelos de estado y la afectación que lo mismo implicaba para los 
derechos de los individuos, siendo Alemania el primer país en adoptar  constitucionalmente  la 
denominación estado social de derecho, cuando se proclamo la ley fundamental de Bonn en 1949 
que en su artículo 20 prescribió: “La república  federal de Alemania es un estado federal, 
democrático y social”. 
 
Con base en este pronunciamiento y vista la connotación social que debía caracterizar la gestión 
de los estados, conllevo al reconocimiento de un amplio catalogo de derechos indispensables para 
garantizar la dignidad humana, para ello se crearon además  una serie de mecanismos jurídicos y 
nuevas organizaciones y entidades  que propendían exclusivamente en hacer efectivos los 
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derechos reconocidos, garantizando la igualdad de oportunidades para los grupos más vulnerables 
de la población en el sentido de procurarles un orden económico y social que les asegurara los 
estándares  mínimos de vida digna, frente a la  alimentación, la salud, la vivienda y la educación 
entre otros derechos. 
 
 
1.3 FUNDAMENTOS Y PRINCIPIOS DEL ESTADO DE DERECHO EN COLOMBIA. 
 
 
En Colombia los fundamentos del estado social y democrático de derecho propenden por el 
respeto a la dignidad humana constituyéndolo un valor supremo e inviolable que fundamenta al 
estado mismo, puesto que no se concibe la existencia de un ser humano sin el, por ende, 
corresponde al estado y a las autoridades  proteger a las personas en su vida, integridad física, 
psíquica y espiritual, aportándo el mínimo de condiciones que le permitan desarrollar su esencia 
como ser humano.  
 
Por esa misma razón se consagro constitucionalmente también el principio de solidaridad, 
entendido como “ayuda mutua” el cual se traduce en el hecho de que todos los  ciudadanos somos 
garantes de la efectividad de los derechos con nuestros congéneres,  por esto nuestros derechos 
van hasta donde comienzan los de los demás y el reconocimiento que hacemos frente a las otras 
personas como seres dignos de respeto sin darle prevalencia a las diferencias sociales, culturales 
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o raciales constituyen el pilar de la actuación del estado, en el sentido de que todos somos 
responsables de lo que nos suceda, ya que ante la indiferencia es imposible exigir resultados. 
 
De otra parte es importante referirnos al principio de la prevalencia del interés general 
consagrado en el artículo 1 de la Constitución Nacional,  el cual sirve de límite para el ejercicio 
de los derechos fundamentales  y aunque  no puede ser usado como pretexto para vulnerar los 
derechos fundamentales  de las personas (CORTE CONSTITUCIONAL, 1995), es claro que 
existen situaciones en donde la convivencia y eventual desarrollo de las condiciones mínimas 
vitales, implican el sacrificio no total pero si mermado de algunos derechos que, aunque 
fundamentales, deben ceder ante el interés general, ya que si en concordancia al principio de 
solidaridad nos limitamos a exigir solo nuestros derechos, dejando de lado las circunstancias que 
rodean a otra parte de la población, conllevaran a que él tan deseado estado social de derecho sea 
una ficción o un deseo lejano que solo adorna el papel del documento constitucional. 
 
Colombia es un estado  social y democrático de derecho  que se sustenta  en el imperio de la ley, 
la división de poderes, la legalidad de la administración, la real garantía de los  derechos y 
libertades fundamentales del individuo basado en el principio de la dignidad humana, en el 
sentido de  que el ciudadano como persona que es,  ya no es un medio si no un fin en si mismo y 
por ende no puede ser objeto de  acciones que violenten su condición de ser humano digno de 
respeto y protección.  
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De otra parte, las actividades desarrolladas por la Fuerzas Militares como reflejo  de las funciones  
constitucionales consagradas en la carta de  1991 están encaminadas a garantizar y asegurar  que 
en la práctica  todos los derechos y principios consagrados  en la misma sean una realidad  
absoluta y no una mera expectativa; por tanto es aquí donde se debe tener en cuenta  que como el 
estado cuenta con poder coercitivo para el cumplimiento de las leyes con el fin de proteger a la 
comunidad de sus  miembros dañinos y de los abusos de las mismas autoridades, no deben 
excederse las permisiones existentes so pretexto de protección y seguridad del ordenamiento. 
 
Según esto y a nuestro criterio es preciso que en Colombia se revalúen las condiciones que 
muchos Colombianos se ven compelidos a asumir cuando se les impone el uso de las armas, o 
cuando haciendo parte de las fuerzas militares no por voluntad, en el sentido estricto de la 
palabra, o vinculados  de manera voluntaria, deben actuar contrariamente a las convicciones que 
le dictaminan su conciencia;  no podemos seguir ajenos a un tema que atañe a la misma 
naturaleza humana, desconociendo los presupuestos fundamentales que contiene el principio de  
dignidad, el cual constituye el núcleo fundamental de las instituciones que desarrollo la nueva 
constitución de 1991. 
  
Lo deseable en un ordenamiento jurídico es que los ciudadanos cumplan las normas establecidas, 
sin embargo, debe predominar la prevención antes que la sanción y lamentablemente en 
Colombia se ha creado la cultura de legislar para sancionar, no para prevenir; por lo tanto el 
desarrollo legal de mecanismos para asegurar el respeto al derecho fundamental a libertad de 
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conciencia, permitirá que la legislación privilegie el servicio a los seres humanos que a los fines 
sancionatorios del estado. 
 
Colombia a establecido constitucionalmente el carácter obligatorio del servicio militar, el cual en 
su generalidad es cumplido por jóvenes situados en la línea de pobreza, que por condiciones 
educativas, económicas o sociales son compelidos a actuar en ocasiones en contra de su propia 
conciencia para evitar las consecuencias penales y/o disciplinarias que transgredir al estamento 
les puede generar; es por ello que se quiere llamar la atención respecto de la comisión de delitos 
de función que tienen origen en conflictos de conciencia,    en el sentido de que le corresponde al 
estado garantizar el ejercicio y goce de  todos los derechos y no solo de algunos, por esta razón,  
se debe examinar si la objeción de consciencia puede ser tenida como causal de ausencia de 
responsabilidad en el ordenamiento penal militar y en qué medida riñe con postulados como la 
disciplina, el servicio y  la jerarquía que constituyen pilares fundamentales del estamento 
castrense, manteniendo la naturaleza institucional armada pero sin desconocer derechos 
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2. LOS FINES DEL ESTADO 
 
 
En el artículo  segundo de la Constitución Política de 1991 se indica que son fines del estado; 
servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos 
en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la 
Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 
 
La anterior manifestación implica por si misma la obligación del estado y de sus autoridades de 
darles estricto cumplimiento, pero permitiendo a la comunidad su participación en el logro de 
dichos objetivos consolidando los principios de la democracia participativa y directa, en donde 
cada quien es consciente de su función dentro de la sociedad y puede intervenir en la consecución 
de los fines planteados, siendo igualmente parte del control ante las autoridades en el ejercicio del 
LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA COMO CAUSAL DE AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD EN LA 
JURISDICCIÓN PENAL MILITAR.                    16 
 
poder para el cual fueron constituidas; Conforme a esto resulta claro que el objetivo primordial 
del Estado Colombiano es lograr una convivencia pacifica, con igualdad de oportunidades para 
todos  fundamentando su actuar en el respeto y garantía  de los derechos humanos.    
 
A continuación haremos referencia a algunos de los fines más importantes y que interesan 
abordar para el estudio de la objeción de conciencia como derecho fundamental y su importancia 
respecto de los fines del Estado. 
 
 
2.1 SERVIR A LA COMUNIDAD, PROMOVER LA PROSPERIDAD GENERAL  Y 
GARANTIZAR  LA EFECTIVIDAD  DE LOS PRINCIPIOS, DERECHOS Y DEBERES 
CONSAGRADOS EN LA CONSTITUCIÓN. 
 
 
Para estos efectos es preciso indicar que aquí el individuo es la razón de ser del estado, pero que 
su existencia no se concibe sin la existencia de la sociedad, por esta razón es que se habla de 
comunidad y  de prosperidad general, ya que la acción debe ir dirigida a todos los miembros de la 
sociedad y no a grupos específicos de individuos; para hacer efectiva esta disposición el 
articulado de la Constitución se preocupa por ser coherente con dicho principio creando 
obligaciones especificas en cabeza de algunas autoridades, tales como la Fuerza Pública, y 
concreta su deseo con la creación de nuevas  entidades condicionadas en su función para estos 
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estrictos objetivos, entre ellas la procuraduría general de la nación, la corte constitucional,  y el 
defensor  del pueblo entre otros.  
 
 
2.2 DEFENDER LA  INDEPENDENCIA NACIONAL, MANTENER LA INTEGRIDAD  




La defensa  de la independencia territorial y asegurar la convivencia pacifica, así como garantizar 
la vigencia de un orden justo, es un fin específicamente orientado hacia la Fuerza Pública quien 
debe encargarse mediante el uso de las armas de garantizar que no exista intromisión de otros 
estados  en los asuntos internos, así como velar porque el territorio que hoy hace parte de 
Colombia, no sea objeto de posesión de otros estados, así como que tampoco se convierta en 
propiedad privada e independiente de unos pocos atendiendo a  la distancia o  lejanía que se 
encuentre frente al gobierno central. 
 
Asegurar la convivencia pacifica  implica que debe propender por mantener el orden en donde se 
vea mermado, procurando respaldar con su presencia la tranquilidad de los habitantes de un 
determinado territorio debiendo actuar contra aquellos ciudadanos que se rehúsan a cumplir las 
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leyes o a desconocer el derecho de sus demás congéneres o simplemente a aplicar justicia por su 
propia mano. 
2.3. PROTEGER A TODAS LAS PERSONAS RESIDENTES EN COLOMBIA, EN SU VIDA, 
HONRA, BIENES, CREENCIAS Y DEMAS DERECHOS Y LIBERTADES, Y ASEGURAR 




Este fin en si mismo implica ejercer todo lo necesario para evitar la vulneración  de los derechos 
más importantes para un ser humano, por ende es importante hacer ver que dicha función solo 
puede limitarse por el respeto a los derechos humanos y el derecho internacional humanitario; no 
debiendo existir obstáculos procedimentales o de forma  que impliquen para la autoridad 
abstenerse de actuar cuando una situación lo amerita.  
 
Consideramos importante hacer énfasis en este punto, en el hecho de que el estado debe ser más 
preventivo que coercitivo y represivo, ya que la protección exige que no se afecten los derechos, 
mientras que cuando ya existe afectación, la connotación de prevención desaparece y lo único 
que puede hacer el estado es imponer medidas para evitar mayores consecuencias que lleven al 
desconocimiento total del derecho afectado. 
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Por ende si es una obligación de las autoridades proteger a todas las personas en sus derechos, la 
ley debe garantizar los medios para que esto se haga efectivo colocando como limite exclusivo al 
ejercicio del poder lo atinente a que no se puede entrar en la esfera de afectación de los derechos 
humanos, sin embargo es importante referir que a veces para hacer efectivo un derecho se deben 
afectar otros derechos fundamentales que deben ceder y esto no siempre puede catalogarse como 
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3. LA OBJECIÒN DE CONCIENCIA COMO DERECHO FUNDAMENTAL 
 
 
3.1. LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA  DENTRO DEL MARCO DEL DERECHO A LA 
LIBERTAD DE CONCIENCIA 
 
 
El derecho a  objetar por razones de conciencia en nuestro país ha adolecido de plenas garantías 
para hacerse efectivo, y aunque es reconocido  en la Carta Política como un derecho fundamental, 
y organizaciones como la ONU consideran que este derecho refleja la máxima expresión de la 
dignidad humana que fundamenta los estados democráticos y sociales de derecho, no ha tenido el 
despliegue legal que amerita, más en las circunstancias que atraviesa nuestro país bajo el estrecho 
marco de un conflicto interno de grandes magnitudes. 
 
La Constitución Política Colombiana en su artículo 18, establece: “…Se garantiza la libertad de 
conciencia, nadie será molestado por razón de sus convicciones o creencias, ni compelido a 
revelarlas, ni obligado a actuar contra su conciencia…” 
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Como puede observarse la libertad de conciencia y por ende el derecho a objetar,  está 
consignado en la lista de los derechos que se consideran  fundamentales y de cumplimiento 
inmediato, de otra parte,  constituye en sí mismo la máxima expresión de la dignidad humana, y 
se habla de este principio ya que solo cuando un individuo actúa de acuerdo a sus convicciones 
más profundas es que es realmente libre y humano, diferente a otras especies que no gozan del 
don de poder manifestar sus profundas creencias y actuar conforme a las mismas. 
  
Antes de adentrarnos en la situación actual del derecho a objetar de conciencia en el derecho 
penal militar Colombiano, consideramos importante aclarar cual es el alcance del mismo, muchos 
nos preguntamos,  cuál es la connotación de la libertad de conciencia que pretende proteger la 
constitución cuando lo cataloga como un derecho fundamental; ¿Será la objeción la  simple 
resistencia   a  cumplir lo impuesto  en una ley?,  ¿es desobedecer cualquier orden?, o es 
simplemente, ¿la oposición a un criterio mayoritario y predominante?. 
 
Aquí resulta importante analizar el espíritu del legislador cuando  consagro la libertad de 
conciencia como un derecho fundamental; normalmente la conciencia se identifica con la ética y 
la religión y frente a estos existen muchos aspectos que no son relevantes para el derecho y por lo 
tanto no logran exculpar a quien se opone a cumplir una orden impuesta por la ley;  por esta 
razón se hace necesario identificar cuando un precepto personal  que lleva al objetor a no cumplir 
los dispuesto por la norma, constituye un justificación  y no una mera excusa para abstenerse de 
hacer lo allí contenido. 
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De otra parte hay que tener en cuenta que la objeción de conciencia es a la vez  expresión de la 
libertad, libertad de juzgar los preceptos legales impuestos en un estado, libertad de decidir 
cumplirlos o no, libertad para ser autónomos y diferentes  frente el resto de la sociedad; por lo 
tanto se hace indispensable  que los gobiernos lo reconozcan y lo garanticen no actuando en 
contra de quienes se oponen, como traidores al sistema, sino como seres humanos autónomos y 
libres. 
 
La objeción de conciencia tal y como se concibe  en nuestra constitución y en el artículo 18 de la 
declaración universal de los derechos humanos que habla de convicciones y creencias, nos obliga 
a ubicarnos en el plano más interno del individuo, es decir, en “su moral”, la voz interna que 
dirige su comportamiento en todos los aspectos  de su vida tanto individual como socialmente. 
 
Esta voz interna que llamamos conciencia hace referencia a la capacidad que tienen los seres 
humanos de racionar frente a si algo es bueno o malo y si conforme a la norma que impone hacer 
o dejar de hacer algo, esto resulta justo o injusto, pudiendo decidir de acuerdo a ese 
discernimiento si la misma se opone a sus  creencias y debe cumplirlas o no. 
 
Para nadie es ajeno  que los principios de la moral que rigen a cada uno de los seres humanos  
esta ampliamente influenciada por preceptos religiosos inculcados desde niños por la familia, por 
la escuela y la sociedad en que crecimos, supeditado al grado de independencia del cual hayamos 
gozado  en nuestro desarrollo. Los estudios científicos advierten que un niño de siete años es 
plenamente capaz de discernir entre lo bueno y lo malo, lo que le gusta y no, diferente es que 
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tenga la capacidad para imponer su posición con argumentos porque obviamente  carece de los 
conocimientos, la experiencia, la madurez y la autoridad para expresarlos; sin embargo ya en su 
más intimo ser,  sabe cuando esta actuando contrario a lo que su voz interna le indica. 
 
Sobre lo que se considera conciencia la Corte Constitucional Colombiana ha advertido: “…la 
formación que la persona recibe  y asimila, va integrando su sistema de valores para llevarla a 
considerar las distintas opciones que la vida en comunidad le ofrece, lo que desde su particular 
perspectiva es bueno, justo, equitativo, oportuno(…), arrojando unos resultados exteriores que 
son producto de un análisis interno, cuyo ámbito es el dominio inalienable de la persona; este 
sistema de valores constituye, en lo más intimo de cada ser humano, su propia conciencia, en 
cuyas profundidades no puede penetrar la acción del estado ni forma alguna de coacción 
(CORTE CONSTITUCIONAL, 1992). 
 
Conforme a lo anterior huelga concluir, que la objeción de conciencia solo puede ser derecho 
frente a la norma y aunque hace parte inseparable del ser humano, es claro que no toda objeción 
trasciende al ámbito del derecho; por eso es importante aclarar el alcance de la objeción y cuales 
objeciones tienen relevancia en el sistema jurídico. 
 
El comportamiento humano en el ámbito del derecho, adquiere connotación cuando se actúa u 
omite; también hacen alusión al  término abstenerse, sin embargo, en nuestro criterio la 
abstinencia no es nada diferente a dejar de hacer algo, por lo que desde el punto de vista 
conceptual, que importa al derecho, solo puede ser analizada como omisión;  si dejar de hacer 
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algo a lo que la norma no impone actuar, es una simple abstención;  pero si  la norma me impone 
el deber de actuar y me abstengo de realizar lo que se me impone, mi abstención adquiere 
trascendencia para el derecho convirtiéndose en una omisión propiamente dicha. 
 
Por tanto, el abstenerse de hacer algo frente a lo que no se tiene la obligación jurídica de actuar, 
constituye una conducta que puede ser relevante en cualquier ámbito ético o moral pero no 
jurídico, como corresponde al derecho penal. 
  
Conforme a esto consideramos que objetar es oponerse a algo bajo un racionamiento o 
argumento, que es de carácter interno y psicológico, consistiendo específicamente  en el 
discernimiento que se tiene  sobre lo bueno y lo malo de un determinado comportamiento; por 
tanto “ese algo” al que se opone el objetor de conciencia  debe ser un imperativo jurídico que lo 
obliga a actuar  de cierta forma, ya que de otra forma no tendría importancia alguna para el 
derecho. 
 
Frente a la anterior definición podríamos indicar que la objeción de conciencia presenta las 
siguientes características: 
 
1. Es un acto de la persona humana, sin embargo  frente a este tema  hay autores como el S.J. 
Alfonso Llano escobar2, que indican que las personas jurídicas pueden ser objetores de 
                                                            
2 La consciencia moral de la persona nos sirve de comparación y guía para entender el carácter de conciencia de las 
instituciones. Se trata de personas jurídicas, dotadas de principios, valores y bienes espirituales y morales, 
expresados con frecuencia en códigos escritos que se dan a conocer a quienes se van a vincular laboral y 
establemente en la institución. El carácter de conciencia debe ser recogido por la ley lo mismo que el derecho a la 
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conciencia. Aspecto que la Corte Constitucional ha desaprobado, entre otras, mediante 
sentencia T-388 de 1999. 
 
2. Es una forma de expresión individual  que se opone a  las exigencias del derecho. 
 
3. Es una acto demostrativo del ejercicio pleno de la dignidad humana que le permite al 
individuo ser quien es y ser diferente a los demás,  sin ser discriminado o cuestionado  por 
esto. 
 
4. Es un acto que aunque personalísimo, debe ser manifestado públicamente para considerarse 
causal de justificación frente al quebrantamiento de la norma,  no expresar los motivos 
impediría su reconocimiento. Al respecto consideramos que cuando no se hacen públicos los 
motivos que llevaron a una persona a incumplir  la norma, su comportamiento debería ser 
categorizado como mero desacato, por eso no compartimos la opinión del maestro 
MADRID-MALO  cuando indica que: “…La objeción de conciencia es una acto privado; y 
que el objetor no tiene la obligación de divulgar los motivos por los cuales le repugna el 
cumplimiento de la norma o de la orden…” 3, La objeción de la que  trata esta investigación 
                                                                                                                                                                                                
objeción de conciencia cuando dichos valores son puestos en peligro. Toda institución, máxime si es confesional, 
debe poder defender sus principios y valores en forma legal y constitucional..” 
3 No compartimos su criterio porque aun cuando consideramos cierto que la constitución en su artículo 18, indica que 
nadie esta obligado a revelar sus convicciones o creencias; la objeción como tal  es un acto de exteriorización de lo 
interno y siempre debe ser argumentado; una cosa es la libertad de conciencia y otra muy distinta la objeción, la 
objeción es la máxima de expresión de este derecho y solo a través de esta se hace tangible y nace a la vida jurídica; 
además el ejercicio a  la libertad de conciencia puede llevar implícito el incumplimiento  del deber y afectar con ellos 
intereses ajenos, por esa razón es que es posible legalmente hacer una ponderación entre lo que mi conciencia me 
dicta “el bien jurídico de la libertad de expresión” y el bien jurídico que se afecta y conforme a esto decidir cual debe 
primar sobre el otro; de otra parte  si no se manifiestan los motivos por los cuales no cumplo el deber legal impuesto, 
¿Cómo puedo diferenciar esto, de un simple deseo de mi parte  de incumplir la norma porque simplemente estoy en 
desacuerdo, no me gusta o me parece mala?. 
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es aquella que interesa al ordenamiento jurídico, y que por tanto se expresa y motiva, no 
aquella que permanece en el interior del individuo. 
 
5. Debe expresarse de forma pacifica. 
 
6. El fin último del objetor  no va dirigido a la eliminación o modificación de la ley, pues la 
solicitud de su inaplicación no se hace extensiva a los demás ciudadanos, si no 
exclusivamente para si mismo. 
 
7. Su fundamento  se basa en aspectos morales, religiosos, políticos o de otro tipo, sin embargo 
sus fines no son políticos ya que no es una expresión de desacuerdo con el sistema legal 
impuesto o contra el gobierno. 
 
8. Es personalísima, por eso es imposible que se pueda invocar a nombre de terceros. 
 
9. Solo debe afectar a quien invoca el derecho, no puede afectar o poner en peligro los derechos  
de terceras personas, sin embargo en caso  de que se llegasen a ver  involucrados intereses de 
otras personas, deberá realizarse una ponderación  entre los bienes jurídicos que pretende 
hacer valer el objetor y los bienes jurídicos que podrían verse afectados por la conducta del 
objetor. 
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10. Como en nuestra legislación nacional la libertad de conciencia  y por ende la objeción es un 
derecho fundamental, por esta razón cuando una persona alega motivos de conciencia para 
no cumplir un precepto legal determinado, no le es dable al juez partir de la ilegalidad de su 




3.2 ELEMENTOS Y LÍMITES DEL DERECHO A OBJETAR DE CONCIENCIA. 
 
 
Primero para  que podamos hablar del derecho a objetar de conciencia consideramos se deben dar 
los siguientes elementos, primero que exista una norma jurídica que imponga una obligación de 
hacer o no hacer al individuo, segundo que exista un precepto moral en el individuo que le 
imponga actuar conforme a la ley porque va en contradicción entre lo que la norma dicta y lo que 
la conciencia del individuo le impone. 
 
Segundo es preciso indicar que como todos los derechos, este aunque sea de estirpe fundamental 
es de carácter relativo, no absoluto, puede ser limitado en su ejercicio, sin embargo estos limites 
que se le imponen deben ser lo suficientemente claros para hacer efectivo su ejercicio, ya que por 
ser un derecho tan débil y susceptible de limitaciones y oposiciones, así como desprovisto de una 
normatividad  que lo ampare podría hacerlo  inexistente. 
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A la luz de la constitución nacional  de 1991 y la declaración universal de los derechos humanos, 
podemos observar que a la mayoría de los derechos fundamentales en su ejercicio se le imponen 
los siguientes limites: 
 
En la constitución nacional: 
 
1. El interés general del que habla el artículo 1. 
2. Los derechos de los demás contenido en el artículo 16. 
3. El artículo 95 en su numeral 1, que impone a todo ciudadano Colombiano respetar los 
derechos ajenos y no abusar de los propios. 
 
En la Declaración  Universal  de los derechos humanos, en su artículo 29, numeral 2, se indica:  
 
“…En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute  de sus libertades, toda persona 
estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de 
asegurar  el reconocimiento y el respeto  de los derechos de los demás y de satisfacer 
las justas exigencias de la moral , el orden público y del bienestar  general en una 
sociedad democrática…” 
 
Según este artículo de la declaración universal de los derechos humanos, los derechos  
fundamentales, entre ellos  la objeción de conciencia  se verían limitados por: 
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1. El interés general  
2. Los derechos y libertades de los demás  
3. El orden publico  
 
Como se puede observar nuestra constitución se encuentra acorde con la declaración universal de 
los derechos humanos, por tanto solo sería posible limitar el derecho a la objeción de conciencia   
cuando su ejercicio efectivo pueda afectar o poner en peligro los bienes jurídicos de otras 
personas o de  la sociedad en general. 
 
Ahora bien, nadie cuestiona que los limites que se imponen a los derechos son justificados, ya 
que mantener el orden público y la convivencia pacifica obliga al estado a fijar normas, y dado 
que el estado es producto del  consenso de las mayorías y es el reflejo de los deseos de las 
mismas, el estado tiene legitimado el poder para exigir el cumplimiento estricto de la norma y por 
tanto para limitar los derechos de los individuos, actuar de otra forma lo llevaría a desaparecer; 
así mismo acceder a la individualidad dándole  prioridad  sobre la generalidad  afectaría de 
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4. LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA EN COLOMBIA 
 
 
4.1 DESARROLLO HISTÓRICO DE LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA EN EL MARCO 
CONSTITUCIONAL Y LEGAL COLOMBIANO. 
 
 
Pese a que la objeción de conciencia pareciera tema de cercana discusión dentro del ámbito 
jurídico nacional, entendida como aquella figura que permite al individuo negar o rehusarse a 
cumplir una obligación jurídica cuando la actividad correspondiente signifique la realización de 
conductas que pugnan con sus convicciones íntimas, la Constitución Política de 1886 establecía 
ya dentro del Capítulo III, correspondiente a los Derechos y Garantías Sociales, la estructura 
normativa que amparaba el derecho fundamental, señalando en su artículo 39, que nadie sería 
molestado por razón de sus opiniones religiosas, ni compelido por las autoridades a profesar 
creencias ni a observar prácticas contrarias a su conciencia. 
 
Situación que si bien parecía proteger al “objetor de conciencia”, entendido como la persona que 
rehusar el cumplimiento de las leyes o de los deberes impuestos por el orden jurídico por razones 
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de conciencia, la realidad distaba de el enunciado constitucional; en primer término, porque el 
enfoque de la norma superior se encontraba dirigido a garantizar la libertad religiosa, siempre y 
cuando no fueran contraria a la moral cristiana4 y no ha reconocer formas o maneras de pensar 
distintas de naturaleza secular, en segundo lugar, porque la propia constitución privilegiaba a la 
moral y ética católica como la del Estado, al punto que señalaba en el artículo 38, que los poderes 
públicos la protegerían y harían respetarla como esencial elemento del orden social, por lo que a 
su dirección se encontraba no solo la formación espiritual de la inmensa población, sino además, 
la educación en general5, resultando excepcional y hasta subversivo que existieran voces que 
disintieran frente al poder que la Iglesia Católica Romana ostentaba de manera casi ilimitada6.  
 
Finalmente como ocurría con la generalidad de los derechos fundamentales consagrados en la 
Constitución de 1886, eran simples enunciados que carecían  de herramientas que los hicieran 
efectivos, reales y exigibles por parte del común de los ciudadanos, por lo que simplemente la 
persona que por razones de conciencia disentía frente al cumplimiento de deberes legales, debía 
someter su voluntad a la decisión de las autoridades, sin poder acudir a instrumentos jurídicos 
                                                            
4 El artículo 40 de la Carta Política Colombiana de 1886, señalaba: es permitido el ejercicio de todos los cultos que no 
sean contrarios a la moral cristiana. 
Los actos contrarios a la moral cristiana o subversivos del orden público, que se ejecuten con ocasión o pretexto del 
ejercicio de un culto, quedan sometidos al derecho común”. 
5 La Constitución política de 1886, establecía en su artículo 41, lo siguiente: “la educación pública será organizada y 
dirigida en concordancia con la religión católica”. 
6 En Colombia se sucedieron eventos en que se reclamó el ejercicio de la objeción de conciencia, el primero de los 
cuales se remonta al año de 1924, cuando durante el Primer Congreso Obrero, una dirigente del sindicato obrero de 
La Dorada, Carlota Rúa, reclamó un pronunciamiento frente al hecho de que el servicio militar fuera obligatorio para 
los jóvenes obreros y campesinos. Años más tarde, durante la guerra con Perú, un grupo de mujeres objetó 
públicamente que sus esposos e hijos fueran reclutados para combatir con un pueblo hermano. 
A finales de la década de los ochenta y principios de los noventa, el tema de la Objeción de Conciencia al Servicio 
Militar Obligatorio adquiere madurez cuando se organiza un comité impulsor compuesto por personas e instituciones 
que desde la filosofía de la “No violencia” fomenta el reconocimiento de la Objeción de Conciencia como un derecho 
según lo establecido por el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas. En esta misma época toma auge en 
varias regiones del país el Movimiento Juvenil por la Objeción de Conciencia, que realiza marchas, ruedas de prensa, 
movilizaciones en los colegios y centro universitarios y un plebiscito de 6.000 firmas que fue entregado a la 
Secretaría de la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, para que el tema fuera incluido en las mesas de trabajo. 
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que les permitiera garantizar la integridad de sus convicciones personales, aspecto que modificó 
dramáticamente la Carta Constitucional de 1991, al introducir la acción de tutela como 
mecanismo  para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 
preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 
cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública (Art. 86). Lo que permitió el desarrollo y protección efectiva de 
derechos fundamentales, entre ellos, la objeción de conciencia, permitiendo avances antes 
insospechados en este campo, que sin ninguna duda lograron desarrollar conceptos jurídicos y 
elementos normativos en procura de su seguro amparo. 
 
Fue así como la Constitución Política de 1991, garantizó en su  artículo 18: que ninguna persona 
podría ser molestada por razón de sus convicciones o creencias, ni obligada a  revelarlas o actuar 
en contra de ellas, estableciendo los fundamentos jurídicos para predicar la existencia de la 
objeción de conciencia como derecho fundamental, enunciado normativo superior que sirve de 
base para señalar la existencia dentro del marco constitucional Colombiano del derecho a  la 
objeción de conciencia.     
 
Del mismo modo, diferentes instrumentos internacionales ratificados por Colombia, reconocen a 
la objeción de conciencia como derecho fundamental, haciendo parte del bloque de 
constitucionalidad, conforme el artículo 93 de la Carta Política, por lo que su aplicación 
prevalece sobre las normas el orden interno, así por ejemplo encontramos, los siguientes: 
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 La Declaración universal de derechos humanos, Aprobada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidad en Resolución 217 (III) A, del 10 de diciembre de 1948, señala en el 
artículo 18, que: “Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y 
de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o su creencia, individual y 
colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la 
observancia”.  
 
 El Pacto internacional de derechos civiles y políticos, Adoptado por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas en Resolución 2200 A (XXI), del 16 de diciembre de 1966 y aprobado 
por Colombia mediante Ley 74 de 1968, señala en su artículo 18, lo siguiente: “1. Toda 
persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho 
incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección, así como la 
libertad de manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en 
público como en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la 
enseñanza”. 
 
 El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en Resolución 2200 A (XXI), del 16 de diciembre 
de 1966, aprobado mediante Ley 74 de 1968, establece en el artículo 13: “1. Los Estados 
Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la educación. Convienen 
en que la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y 
del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las 
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libertades fundamentales. Convienen así mismo que la educación debe capacitar a todas las 
personas para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la 
tolerancia y la amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o 
religiosos, y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la 
paz”. 
 
 La Convención Americana sobre derechos humanos, adoptada en San José de Costa Rica el 
22 de noviembre de 1969 y en el ordenamiento interno Colombiano mediante Ley 16 de 
1972, señala en el artículo 12: “1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de 
religión. Este derecho implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de 
cambiar de religión o de creencias, así como la libertad de profesar y divulgar su religión o 
sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado” (OFICINA 
EN COLOMBIA DEL ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA 
LOS DERECHOS HUMANOS. p. 17, 33, 49, 72.). 
 
Por otra parte, los informes presentados por la Comisión de Derechos Humanos de la ONU, 
respecto del Estado Colombiano, han señalado  que pese a que en el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos no se menciona explícitamente el derecho a la objeción de 
conciencia,  en criterio del Comité ese derecho se deriva del artículo 18, en la medida en que la 
obligación de utilizar la fuerza mortífera puede entrar en grave conflicto con la libertad de 
conciencia y el derecho a manifestar y expresar tanto creencias religiosas como de otro tipo. Por 
lo que recomendó al Estado Colombiano en sus observaciones de 2004, la necesidad de legislar 
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en esta materia frente al servicio militar, para garantizar que puedan optar por un servicio 
alternativo cuya duración no tenga efectos punitivos. 
 
Los tribunales internacionales de justicia en materia de derechos humanos, han reconocido en 
caso particulares la objeción de conciencia frente al cumplimiento del deber militar, es así como 
en el año 2007 el comité de los derechos humanos aprobó una decisión en este sentido, sobre las 
quejas individuales de dos objetores de conciencia coreanos, Yeo-Bum Yoon y Myung-Jin Choi, 
ordenando a la República de Corea disponer de recursos efectivos que amparen el derecho 
fundamental. Lo que se tradujo en el reconocimiento del derecho a la objeción de conciencia por 
parte de Corea del Sur, para evitar hacia el  futuro nuevas violaciones del párrafo 1, Artículo 18 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos7. La decisión sobre los dos casos de 
                                                            
7 El Comité de los Derechos Humanos concluyó, en la 88ª sesión realizada en octubre-noviembre de 2006 (publicado 
en enero de 2007), que la República de Corea violó el derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión, según lo garantizado por el Artículo 18 del ICCPR, al negar a los dos aspirantes su derecho a la objeción de 
conciencia. Muy similar como Colombia, Corea del Sur no reconoce el derecho a la objeción de conciencia. Los dos 
casos que se han llevado delante del Comité de los Derechos Humanos eran el de dos objetores testigos de Jehová. 
Ambos habían sido condenados a 18 meses de encarcelamiento por rechazar el servicio militar, y ambas condenas 
habían sido mantenidas por el Tribunal Supremo en su decisión el 15 de julio de 2004. El Comité de los Derechos 
Humanos utiliza su decisión para clarificar una cierta confusión alrededor de la aplicación del derecho a la objeción 
de conciencia, al señalar: 
“El comité “también observa que el párrafo 3 del artículo 8 del Pacto excluye del ámbito del "trabajo forzoso u 
obligatorio", que está prohibido, "el servicio de carácter militar y, en los países donde se admite la exención por 
razones de conciencia, el servicio nacional que deben prestar conforme a la ley quienes se opongan al servicio militar 
por razones de conciencia". Así pues, el artículo 8 del propio Pacto ni reconoce ni excluye el derecho a la objeción de 
conciencia. Por consiguiente, la presente denuncia debe examinarse únicamente a tenor del artículo 18 del Pacto, 
cuya interpretación evoluciona con el tiempo, al igual que la de cualquier otra garantía del Pacto, a la luz de su texto 
y su objetivo." Esta clarificación fue necesaria porque exactamente este mismo argumento fue utilizado por la 
Comisión Inter-Americana para los Derechos Humanos en su sentencia de 10 de marzo de 2005 sobre casos de 
objetores de Chile (véase Informe OC número 13, septiembre de 2005).El Comité también recuerda su opinión 
general expresada en su Observación general Nº 22 (4) "en el sentido de que obligar a una persona a utilizar fuerza 
letal, aunque ello pueda entrar en grave conflicto con su conciencia o convicciones religiosas, queda comprendido en 
el ámbito del artículo 18. El Comité constata en este caso, que la negativa de los autores a alistarse en el servicio 
militar obligatorio es una expresión directa de sus convicciones religiosas incuestionablemente genuinas. Por 
consiguiente, la condena y la pena impuestas a los autores suponen una restricción de su capacidad de manifestar 
su religión o creencia. Esta restricción debe estar sujeta a los límites permisibles descritos en el párrafo 3 del artículo 
18, es decir, las limitaciones deben estar prescritas por la ley y ser necesarias para proteger la seguridad, el orden, la 
salud o la moral públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás. Sin embargo, esas limitaciones 
no deben menoscabar la esencia misma del derecho de que se trata”. El Comité observa que en la legislación del 
Estado Parte no se prevén procedimientos para reconocer las objeciones de conciencia al servicio militar. El Estado 
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Corea del Sur establece una jurisprudencia importante, que puede ser utilizada por parte de la 
Comisión Inter-Americana de Derechos Humanos, para adoptar en un futuro inmediato nuevas 
posturas frente al tema, puesto que actualmente se admite  el estatus de objetor de conciencia en 
aquellos países que garantizan esta figura en sus legislaciones nacionales, mientras que donde no 
se ha reconocido legalmente al objetor de conciencia, los cuerpos internacionales de derechos 
humanos encuentran que no ha habido violación del derecho a libre expresión, conciencia o 
religión, no obstante la Corte Constitucional ha reconocido que: “los dictámenes proferidos por 
los organismos internacionales deben ser analizados por las autoridades internas con el fin de 
adoptar las medidas orientadas a corregir las actuaciones que dan lugar a las recomendaciones”. 
(CORTE CONSTITUCIONAL, 1995) 
 
En Colombia pese a que Constitucionalmente se reconoce la objeción de conciencia como 
derecho fundamental, el mismo no ha sido objeto de desarrollo legislativo, puesto que iniciativas 
legislativas en este sentido han concluido sin éxito, como correspondió al proyecto de Ley 
presentado en el año 2003: “Por Medio Del Cual Se Expiden Normas Sobre El Servicio Militar 
                                                                                                                                                                                                
Parte alega que esta restricción es necesaria para la seguridad pública, con objeto de mantener su capacidad de 
defensa nacional y preservar la cohesión social. El Comité toma nota de los argumentos del Estado Parte en el 
contexto específico de su seguridad nacional, así como de su intención de tomar medidas en relación con su plan de 
acción nacional relativo a las objeciones de conciencia elaborado por la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
(párr. 6.5, supra). El Comité observa también, en relación con la práctica pertinente del Estado Parte, que un número 
cada vez mayor de los Estados Partes en el Pacto que han conservado el servicio militar obligatorio han introducido 
alternativas al servicio militar obligatorio y considera que el Estado Parte no ha demostrado qué desventaja 
específica tendría para él que se respetaran plenamente los derechos de los autores en virtud del párrafo 18. En 
cuanto a la cuestión de la cohesión social y la equidad, el Comité considera que el respeto por parte del Estado de 
las creencias genuinas y sus manifestaciones es en sí un factor importante para el logro de un pluralismo estable y 
cohesivo en la sociedad. Observa también, que es en principio posible y, en la práctica, común idear alternativas al 
servicio militar obligatorio que no vayan en desmedro del principio básico del reclutamiento universal, sino que 
ofrezcan un beneficio social equivalente e impongan exigencias equivalentes a las personas, eliminando así las 
desigualdades entre quienes cumplen el servicio militar obligatorio y quienes optan por un servicio alternativo. Por lo 
tanto, el Comité considera que el Estado Parte no ha demostrado que en el presente caso sea necesaria la limitación 
de que se trata, en el sentido del párrafo 3 del artículo 18 del Pacto."(CCPR/C/88/D/1321-1322/2004), 
http://www.unhchr.ch/tbs/doc.nsf/%28Symbol%29/4a3e4cb09ad3881fc12572890054f604?Opendocument. 
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Obligatorio y se Dictan Otras Disposiciones”, y al proyecto de Ley No. 171  de  2003 ¨Por Medio 
Del Cual Se Expiden Normas Sobre El Servicio Militar Obligatorio Y Se Dictan Otras 
Disposiciones”, no obstante a que la Corte Constitucional mediante Sentencia C-728 de 2009, 
Exhortara al Congreso de la República para que, a la luz de las consideraciones de esa 
providencia, regulara lo concerniente a la objeción de conciencia frente al servicio militar8. 
 
En la actualidad se tramita ante el Congreso de la República, una iniciativa legislativa presentada 
por parte de la Senadora GLORIA INES RAMIREZ RIOS, proyecto de Ley No. 066 de 2010, 
“por el cual se dictan normas sobre el ejercicio del derecho a la objeción de conciencia al servicio 
militar obligatorio, se crea el servicio social sustituto, se modifica parcialmente la ley 48 de 1993 
y se dictan otras disposiciones”, que solo ha surtido el primer debate en senado y que entre otras 
aspectos, introduce a las excepciones en todo tiempo para la prestación del servicio militar 
obligatorio, consagradas en el artículo 27 de la Ley 48 de 1993, a los objetores de conciencia que 
lo sean por razones éticas, filosóficas, culturales, religiosas o humanitarias, creando para el efecto 
un Consejo Nacional para la Objeción de Conciencia al Servicio Militar Obligatorio e 
introduciendo un servicio social sustituto9.  
                                                            
8 Señaló la Corte Constitucional, en aquella oportunidad frente a la omisión legislativa respecto de la objeción de 
conciencia: “Dado que la omisión legislativa pretendida por los demandantes no es predicable del artículo 27 de la 
Ley 48 de 1993, se declarará la exequibilidad de esa disposición. No obstante lo anterior, para la Corte es claro que, 
el reconocimiento del derecho de objeción de conciencia, sin un marco legal que defina las condiciones y los 
procedimientos para su ejercicio, genera ciertas dudas y vacíos en el sistema jurídico, y que la definición de tales 
reglas y condiciones corresponde al legislador como agente por excelencia de la democracia representativa. Por esta 
razón, se exhortará al Congreso a que regule el tema, definiendo, a la luz de la Constitución, las condiciones de 
procedencia del derecho, así como las alternativas que quepa ofrecer a los objetores para que tengan la opción de 
cumplir con su deber constitucional para con la patria sin tener que desconocer sus convicciones o creencias 
religiosas” 
9 Señala el Proyecto de Ley No. 066/2010, en su artículo 2, lo siguiente: “Son titulares del derecho de objeción de 
conciencia al servicio militar obligatorio todos los ciudadanos colombianos, hombres y mujeres entre los 18 y los 50 
años de edad, que por razones políticas éticas, filosóficas, culturales, religiosas, o humanitarias se rehúsen a prestar 
el servicio militar obligatorio o cualquier otra forma de servicio militar”. 
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4.2 EVOLUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL COLOMBIANA FRENTE 
A LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA. 
 
 
La objeción de conciencia como derecho fundamental ha sido objeto de reiteradas acciones de 
tutela y de constitucionalidad ante la Corte,   es así, como desde los primeros años de vigencia de 
la Carta Política de 1991, se impetraron acciones de tutela encaminadas a obtener el amparo 
constitucional que permitiera la protección de este derecho frente al cumplimiento de diferentes 
obligaciones, entre las cuales especialmente figuraba la contenida en el artículo 216 de la 
Constitución, relativa a la prestación del servicio militar obligatorio,   situación en donde el 
Tribunal Constitucional Colombiano inicialmente privilegió el cumplimiento del deber ciudadano 
a la protección del fuero interno de las personas, en ese sentido se emitieron diferentes sentencias 
de Tutela, entre las que se destacan la T-409 de 1992 y la T- 363 de 1995. 
 
La primera de ellas presentada por los señores OSCAR OCHOA y ANDRES OSPINA, 
miembros de la Iglesia Menonita, que pretendían ser eximidos de la prestación del servicio 
militar obligatorio, en consideración a las creencias religiosas que profesaban y que como 
doctrina predicaba el amor al enemigo, el respeto absoluto a la vida humana y el rechazo a 
cualquier forma de violencia. Luego del estudio de las obligaciones públicas de los ciudadanos, la 
función constitucional de la fuerza militar y el servicio militar como deber ciudadano, la Corte 
Constitucional concluyó en señalar que dicho derecho solo podía ser reconocido, cuando el 
ordenamiento legal lo establecía y regulaba, señalando que dentro del marco legal colombiano no 
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se había previsto la figura, por lo que no podía efectuarse un reconocimiento efectivo del mismo, 
señalando al respecto: “El objetor de conciencia, en los estados que consagran esa posibilidad, no 
incurre en violación de las prescripciones constitucionales y legales sobre servicio militar por el 
hecho de adoptar una posición negativa frente a la obligación que se le impone, sino que, dadas 
las condiciones que el respectivo régimen jurídico establezca, hace uso de un verdadero derecho, 
que debe ser reconocido por las autoridades. Estas, en un buen número de casos, canjean con el 
objetor las prestaciones que normalmente le corresponderían por otras de similares condiciones 
que no impliquen transgresión a los principios que alega derivados de su conciencia”, señalando 
posteriormente: “De allí que deba afirmarse la impracticabilidad de tal figura en cualquiera de sus 
modalidades en aquellos sistemas constitucionales que no la han consagrado, como acontece en 
el caso colombiano”10.(1992) 
 
Posición similar adopta el Tribunal Colombiano en el año 1995, al estudiar la acción impetrada 
por el padre del joven WILMER ANTONIO ESTRADA ZAPATA, quien luego de ser 
incorporado a prestar el servicio militar en la Policía Nacional, se reusaba a cumplir con 
actividades propias de la fuerza pública, como saludar a la bandera, cantar el Himno Nacional, 
portar armas o recibir entrenamiento militar, en consideración a que dichas prácticas iban en 
contra de sus convicciones religiosas, como miembro de la Iglesia de los Testigos de Jehová; en 
dicha oportunidad luego de distinguir entre las convicciones religiosas y los deberes cívicos, la 
Corte estableció que las causales que exoneraban la prestación del servicio militar eran 
                                                            
10 Corte Constitucional Colombiana, sentencia T-409 del 08 de junio de 1992, MP. JOSE GREGORIO HERNANDEZ 
GALINDO. 
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taxativas11, señalando nuevamente que la normatividad legal vigente no consagraba el derecho a 
la objeción de conciencia y que por lo tanto, este no podía ser reconocido, en este sentido señaló 
en aquella oportunidad: “En efecto, el servicio militar no es per se algo que implique violencia, 
daño a los demás, ejercicio ciego de la fuerza o vulneración de derechos fundamentales. Se trata 
de un deber en abstracto, cuyos contenidos concretos están sometidos a la Constitución y a la ley. 
(...) La Corte rechaza de manera enfática las pretensiones del accionante, por cuanto, de admitirse 
su viabilidad a la luz de la Constitución, se estaría entronizando la voluntad de cada uno como 
regla y medida del cumplimiento del deber, que por su misma naturaleza se impone 
independientemente del querer y los deseos de aquél a quien corresponde acatarlo. Y es que los 
deberes, que se establecen como contrapartida de los derechos, mientras sean razonables y no 
desatiendan el orden jurídico, son exigibles sin lugar a preferencias ni discriminaciones”.(1995) 
 
Tampoco tubo acogida en aquel momento para la Corte, la acción de inconstitucionalidad 
instaurada contra varios artículos de la Ley 48 de 1993, por la cual se reglamenta el servicio de 
reclutamiento y movilización, señalando respecto de la objeción de conciencia: “Tampoco resulta 
violatoria la normativa acusada por omisión a la libertad de conciencia consagrada en el artículo 
18 de la Carta. Esta Corporación ha tenido oportunidad de indicar, que no existe en nuestro 
régimen relacionado con el servicio militar la figura de la "objeción de conciencia", por cuanto 
no resulta del fuero propio de las exigencias del servicio militar el autorizar a los ciudadanos para 
no atender este deber esencial, cuyos basamentos se encuentran no sólo en lo dispuesto en la ley 
sino justamente en la conciencia del propio compromiso social”(1992).  
                                                            
11 La ley 48 de 1993, en sus artículos 27 y 28, regulan en forma taxativa las exenciones para la prestación del 
servicio militar, tanto en tiempo de paz como de guerra. 
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Criterio anterior del que se separaron cuatro magistrados, liderados por el doctor FABIO 
MORON DIAZ, que avalaba por una nueva postura de la corporación frente al tema, señalando 
en salvamento de voto: “En tales circunstancias, quienes suscribimos este salvamento estamos 
convencidos de que en los casos en los cuáles existen convicciones sinceras en una persona que 
lo llevan a rehusar la prestación del servicio militar, la Constitución colombiana hace predominar 
la libertad de conciencia sobre el deber de prestar el servicio militar, por lo cual la objeción de 
conciencia es un derecho de rango constitucional que hace parte del contenido esencial de la 
libertad de conciencia. Admitir otra interpretación lleva no sólo a vaciar de contenido la libertad 
de conciencia, sino también a desconocer la dignidad humana de quienes consideran contrario a 
sus convicciones más íntimas la prestación del servicio militar”. 
 
La objeción de conciencia no ha sido materia de estudio en forma exclusiva frente al servicio 
militar, sino que el tema ha sido objeto de debate por parte de la Corte Constitucional en materia 
educativa, laboral y frente a la práctica médica, es así, como las sentencias T-539 de 1993, T-075 
de 1995, T-588 de 1998, T-877 de 1999 y T-026 de 2005, corresponden a acciones impetradas en 
procura de que el sistema educativo en casos particulares y concretos, reconocieran la omisión en 
la práctica de algunas obligaciones curriculares, como consecuencia de que las mismas ofendían 
convicciones religiosas de los estudiantes, entre ellas, la ejecución de bailes de contenido erótico, 
los actos cívicos, el respeto al día sábado, que igualmente, fue objeto de amparo constitucional en 
materia laboral, con la sentencia T-327 de 2009. 
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En el campo médico la discusión mediática dada como consecuencia de la sentencia C-355 de 
2006, que despenalizó el aborto en tres casos específicos, determinó que sectores conservadores 
abordaran la discusión frente a la aplicación de la objeción de conciencia, por parte del personal 
sanitario para rehusarse a la práctica de este procedimiento médico y evitar acciones penales por 
desacato a lo ordenado por el Tribunal Constitucional, en ese sentido se profirieron, entre otras, 
las sentencias T-209 de 2008, y T-388 de 2009. 
  
Solo es hasta el año 1999 cuando la Corte Constitucional mediante sentencia C-728, al declarar 
exequible el artículo 27 de la Ley 48 de 1993, resuelve exhortar al Congreso de la República para 
que regule lo concerniente a la objeción de conciencia en la prestación del servicio militar, en 
virtud a la omisión legislativa, de la que hasta la fecha adolece el marco legal colombiano 
referente a las condiciones y procedimiento, que deben reglamentarse, para exonerar de la 
prestación del servicio militar al objetor de conciencia.  
 
La sentencia C-728 de 2009 cambió la postura de la jurisprudencia constitucional sobre la 
objeción de conciencia en el ámbito militar teniendo en cuenta, de una parte, que su protección se 
encuentra avalada en la libertad de conciencia, la libertad de religión y de cultos, y de otra, que su 
ejercicio no requiere un desarrollo legislativo específico, al respecto señaló el Tribunal 
Constitucional: “De este modo, la posibilidad de presentar una objeción de conciencia está 
supeditada a la valoración que, en cada caso concreto se realice en torno a, por una parte, los 
elementos que configuran la reserva de conciencia, frente a, por otro, la naturaleza del deber que 
da lugar al reparo. Si a la luz de ese análisis se concluye que hay lugar a la objeción de 
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conciencia, la falta de previsión legislativa sobre el particular, no puede tenerse como un 
obstáculo para la efectividad del derecho, el cual podría ejercerse con base directamente en la 
Constitución. En este sentido la Corte se aparta de la interpretación conforme con la cual, en el 
pasado, había llegado a la conclusión de que la Asamblea Nacional Constituyente, al rechazar la 
propuesta de incluir de manera expresa en el texto de la Constitución la garantía de la objeción de 
conciencia al servicio militar, había excluido del orden constitucional la posibilidad de dicha 
objeción. En efecto, una cosa es que las condiciones para el ejercicio del derecho deban ser 
definidas por el legislador, y otra que cuando se den los supuestos que, a la luz de la 
Constitución, le dan piso, el mismo puede ejercerse por sus titulares, aún sin que el legislador 
haya fijado las condiciones para ese ejercicio”, constituyéndose el pronunciamiento adoptado en 
sentencia hito frente al tema de la objeción de conciencia. 
 
Es en virtud de la nueva posición adoptada por la Corte Constitucional mediante sentencia C-728 
de 2009, que finalmente el Juez Constitucional reconoce la objeción de conciencia como causal 
para exonerar al ciudadano de la prestación del servicio militar obligatorio, como lo estableciera 
en resiente pronunciamiento de tutela emitido en sentencia T-018 del 20 de enero de 2012, en 
donde se ordenó la desincorporación del soldado WILDER DARIO GALLO ALCARAZ del 
Ejercito Nacional, en consideración a sus convicciones religiosas como miembro de la Iglesia 
Pentecostal Unidad de Colombia. 
 
Señalando como novedoso aspecto, el que ordenó al Ministerio de Defensa, adelantar una 
campaña de divulgación de la sentencia C-728 de 2009, dirigida a todos los integrantes de la 
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fuerza pública, en particular, a quienes tienen responsabilidades relacionadas con el reclutamiento 
para la prestación del servicio militar obligatorio, haciendo énfasis en: i) la existencia del derecho 
a la objeción de conciencia frente a la prestación del servicio militar obligatorio; ii) el respeto por 
las libertades de conciencia, cultos y religión; iii) el reconocimiento constitucional de los 
derechos del objetor de conciencia frente al servicio militar obligatorio aunque no exista una 
legislación que reglamente la objeción de conciencia en estos casos; y iv) el derecho que le asiste 
a los objetores de conciencia para que su petición sea tramitada de forma imparcial y neutral, de 








12 En esta oportunidad la Corte Constitucional estableció que las convicciones para ser propuestas, deben ser 
profundas, serias, sinceras y visibles en un espacio de tiempo, señalando al respecto: “15.2 Análogamente, sus 
convicciones y/o creencias pueden ser calificadas como profundas en tanto condicionan de manera integral su forma 
de actuar. Esto, porque como se evidenció permiten al accionante desempeñarse en el área de la evangelización 
dentro de su iglesia. 15.3 La pertenencia de Wilmar Dario Gallo Alcaraz a la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia, 
desde el catorce (14) de febrero de dos mil cuatro, y su posterior compromiso con la evangelización demuestran que 
se trata de unas creencias y/o convicciones fijas que lo han vinculado más seriamente con su credo. En efecto, en el 
presente caso la Corte advierte que el accionante es un miembro activo de su iglesia. 15.4 Es posible valorar como 
sinceras las creencias y convicciones del accionante ya que de forma coherente lo han acompañado durante años. 
De hecho, las mismas no aparecen de repente para justificar la negativa de ser reclutado como una estrategia de 
evadir el deber legal que representa el servicio militar obligatorio ni pueden evaluarse como acomodaticias frente a 
las circunstancias en que fue incorporado. De hecho, no se aprecian contradicciones entre su dicho y su forma de 
actuar, lo cual bajo el amparo de la presunción de buena fe reafirman la honestidad de sus convicciones. 16. En 
conclusión, el análisis de las creencias y/o convicciones que expone el señor Wilmar Dario Gallo Alcaraz para 
declararse como un objetor de conciencia frente a la prestación del servicio militar obligatorio cumplen con los 
requisitos exigidos por la jurisprudencia constitucional para relevarlo del cumplimiento de ese deber legal. En 
contraste, su permanencia en el Ejército Nacional está vulnerando sus derechos a la libertad de conciencia, cultos y 
religión”. 
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CAPITULO  V 
 
 
5. UNA APROXIMACIÓN CONCEPTUAL  A LA INSTITUCIÓN CASTRENSE 
 
 
Antes de adentrarnos al análisis del esquema del delito adoptado por la nueva ley penal militar, 
para posteriormente hacerlo respecto a la objeción de conciencia y su importancia como casual 
exonerante o no de responsabilidad penal;  es conveniente hacer precisión acerca de algunos 
conceptos básicos  que se manejan al interior de las fuerzas militares,  tales como:  la institución 
castrense como organización, el servicio militar y la carrera militar, los bienes jurídicos militares 
en relación a los delitos de función: la disciplina, el servicio y el honor; conceptos que a nuestro 
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5.1 LAS FUERZAS MILITARES EN COLOMBIA. 
 
 
Se pueden definir  como una organización creada constitucionalmente13 que cumple funciones de 
seguridad  y monopolio de la fuerza, que hace parte del engranaje del estado mismo, y cuyo fin 
primordial es garantizar que el sistema constitucional  como expresión de la voluntad de las 
mayorías, se cumpla; no obstante ser a su vez el  órgano coactivo por medio del cual actúa el 
estado  procura el logro de sus objetivos  y  ejerce su defensa tanto en el ámbito interno como 
externo. 
 
La fuerza pública y como parte de ella las fuerzas militares, al actuar como órgano coactivo del 
estado que propugna la eliminación de todos aquellos factores que le impiden al estado cumplir 
sus fines, es la única institución que goza del  monopolio legitimo de las armas, por ende y de 
acuerdo a tan delicada labor deben ostentar una estructura y una organización tal, que garanticen 
que las mismas serán utilizadas de manera adecuada y solo en los momentos en que sea 
realmente necesario;  para nadie con base en este simple presupuesto sería obvio aceptar unas 
fuerzas militares sin una organización basada en la disciplina, la subordinación, y  la obediencia; 
ya que como expresión máxima de autoridad debe tener una base que le permita responder dentro 
de los parámetros legales a la difícil tarea que hoy cumple. 
 
                                                            
13 El artículo 217 de la Carta Política Colombiana, señala que la Nación tendrá para su defensa unas Fuerzas 
Militares permanentes constituidas por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. 
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En el especifico caso de Colombia, ateniéndonos al hecho de que actualmente afronta un 
conflicto interno de grandes magnitudes,  delincuencia organizada  y  problemas de narcotráfico  
entre otros; las fuerzas militares (Ejercito, Armada Nacional y  Fuerza Aérea) constituyen el eje 
central  que propugna por el mantenimiento del orden público, la integridad territorial, la 
soberanía nacional y el mantenimiento del orden jurídico constitucional;  funciones consagradas 
en el artículo 217 de la Constitución Nacional, que establece: “ Las fuerzas militares, tendrán 
como finalidad primordial la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio 
nacional y el orden constitucional” 
 
 
5.2    EL SERVICIO MILITAR EN COLOMBIA. 
 
 
En Colombia el servicio militar es de carácter obligatorio, la Constitución Política indica en su 
artículo 216 que es obligación de todos los Colombianos tomar las armas cuando las necesidades 
públicas lo exijan14, y aunque en la practica se habla que hay ciudadanos que se presentan a 
prestar su servicio militar  de manera voluntaria, lo cierto es que  esa voluntad no hace referencia 
a si se quiere o no prestar el servicio militar, si no a que no fueron compelidos por la autoridad a 
presentarse a las zonas de reclutamiento; así las cosas como regla general,  todos los 
Colombianos tienen la obligación constitucional de prestan el servicio militar, no obstante lo 
                                                            
14  El artículo 216 de la Constitución, establece: “La fuerza pública estará integrada en forma exclusiva por las fuerzas 
militares y la policía nacional…. Todos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las necesidades 
públicas lo exijan para defender la independencia nacional y las instituciones públicas…” 
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anterior, la constitución misma permitió que al reglamentarse el servicio militar se tuvieran en 
cuenta algunas condiciones que de presentarse exoneran al individuo de la prestación de esta 
obligación legal; es así como  la ley que reglamenta el servicio de reclutamiento y movilización 
(LEY 48, 1996) y sus decretos complementarios (2048, 1993), establecieron dos causales de 
exoneración del servicio militar en todo tiempo, una por limitaciones psicofísicas y otras 
relacionadas con la protección a los grupos indígenas en procura de garantizar su integridad 
cultural, social y económica15, siempre y cuando el indígena resida en su territorio, aspecto que 
fue declarado condicionalmente exequible por la corte constitucional mediante sentencia C-058 
del 17 de febrero de 199416. 
 
Por otra parte, la Ley 48 de 1993 igualmente establece excepciones al deber de prestar el servicio 
militar para periodos de paz, por razones de diversa índole, como corresponde a los ministros de 
cultos reconocidos por el Estado; a quienes les fuera impuesta la interdicción de derechos como 
pena accesoria; al hijo único; al huérfano de padre o madre que vele por la subsistencia de sus 
hermanos o a quien no siendo huérfano vele por sus padres incapacitados; al casados que hagan 
vida conyugal y a los inhábiles relativos y permanentes, entre otros17, excepciones que valga 
                                                            
15 El artículo 27 de la ley 48 de 1993, señala: “Exención en todo tiempo. Están exentos de prestar el servicio militar 
en todo tiempo y no pagan cuota de compensación militar: 
a. Los limitados físicos y sensoriales permanentes.  
b. Los indígenas que residan en su territorio y conserven su integridad cultural, social y económica.” 
16 En aquella oportunidad y con ponencia de Alejandro Martínez Caballero, la corte concluyó que los indígenas que 
no habitaban en su territorio y se encontraban aptos psicofísicamente para prestar el servicio militar podían ser 
reclutados, haciendo claridad que le servicio militar no es un castigo o sanción, sino un deber que genera una carga 
para el hombre y la sociedad.  
17 El artículo 28 de la Ley 48 de 1992, establece: “ARTÍCULO 28. Exención en tiempo de paz. Están exentos del 
servicio militar en tiempo de paz, con la obligación de inscribirse y pagar cuota de compensación militar:  
a. Los clérigos y religiosos de acuerdo a los convenios concordatarios vigentes. Así mismo los similares jerárquicos 
de otras religiones o iglesias, dedicados permanentemente a su culto.  
b. Los que hubieren sido condenados a penas que tengan como accesorias la pérdida de los derechos políticos 
mientras no obtengan su rehabilitación.  
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decir no pueden aplicarse en el actual momento, por cuanto se ha reconocido la existencia de un 
conflicto de carácter no internacional, tanto por la Corte Constitucional mediante sentencia C-255 
del 18 de mayo de 1995 y auto 251 de 2008, como por el legislativo y ejecutivo.  
 
Como se puede observar ninguna de estas causales de exención, incluyo la objeción de 
conciencia como excepción para prestar el servicio militar; sin embargo, como antes se anotó  la 
sentencia C-728 de 2009, modificó de manera diametral la postura constitucional al respecto y 
privilegiando derechos como la libertad de conciencia y la libertad de religión y de cultos, señaló 
que el ejercicio a la objeción de conciencia no requería un desarrollo legislativo específico, 
reconociendo de manera jurisprudencial, como autentico interprete de la constitución, a la 
objeción de conciencia como causal para exonerar al ciudadano de la prestación del servicio 
militar obligatorio. 
 
Situación que condujo a un nuevo pronunciamiento emitido en sentencia T-018 del 20 de enero 
de 2012, en donde por razones de conciencia, se resolvió la desincorporación de un soldado 
perteneciente a la Iglesia Pentecostal Unidad de Colombia y ordenó al Ministerio de la Defensa 
                                                                                                                                                                                                
c. El hijo único, hombre o mujer, de matrimonio o de unión permanente, de mujer viuda, divorciada, separada o 
madre soltera.  
d. El huérfano de padre o madre que atienda con su trabajo a la subsistencia de sus hermanos incapaces de ganarse 
el sustento.  
e. El hijo de padres incapacitados para trabajar o mayores de 60 años, cuando éstos carezcan de renta, pensión o 
medios de subsistencia, siempre que dicho hijo vele por ellos.  
f. El hermano o hijo de quien haya muerto o adquirido una inhabilidad absoluta y permanente en combate, en actos 
del servicio o como consecuencia del mismo, durante la prestación del servicio militar obligatorio, a menos, que 
siendo apto, voluntariamente quiera prestarlo.  
g. Los casados que hagan vida conyugal.  
h. Los inhábiles relativos y permanentes.  
i. Los hijos de oficiales, suboficiales, agentes y civiles de la Fuerza Pública que hayan fallecido o adquirido una 
inhabilidad absoluta y permanente en combate o en actos del servicio y por causas inherentes al mismo, a menos, 
que siendo aptos, voluntariamente quieran prestarlo.”  
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Nacional, adelantar una campaña al interior de las filas para informar al personal militar acerca 
de la existencia del derecho a la objeción de conciencia frente a la prestación del servicio militar 
obligatorio; el respeto por las libertades de conciencia, cultos y religión; el reconocimiento 
constitucional de los derechos del objetor de conciencia frente al servicio militar obligatorio 
aunque no exista una legislación que reglamente la objeción de conciencia en estos casos; y el 
derecho que le asiste a los objetores de conciencia para que su petición sea tramitada de forma 
imparcial y neutral, de acuerdo con las reglas del debido proceso, por lo que sin lugar a dudas, se 
puede señalar que por desarrollo jurisprudencial, se introdujo dentro de las exenciones a la 
prestación del servicio militar razones de conciencia, siempre que estas sean profundas, serias, 
sinceras y visibles.  
 
Una vez se hayan verificado las exenciones de ley, el ciudadano que entra a prestar su servicio 
militar puede ser objeto de clasificaciones en el grado de soldado que empezara a detentar, he 
aquí que se hable de soldados regulares, bachilleres, campesinos y profesionales; los primeros se 
clasifican de esta forma porque no han culminado sus estudios obteniendo el grado de bachiller y 
conforme a lo mismo prestan más tiempo de servicio que los bachilleres18, Sin embargo unos y 
                                                            
18 Frente a estas modalidades de  prestación del servicio militar obligatorio, la Corte Constitucional, señaló: 
“…Ahora bien, el legislador, mediante la Ley 48 de 1993 “por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y 
Movilización”, junto con el Decreto 2048 de 1993, estableció el régimen legal pertinente. Así las cosas, por ejemplo, 
el artículo 3º de la mencionada disposición normativa, estableció que todos los colombianos están obligados a tomar 
las armas cuando las necesidades públicas lo exijan, para defender la independencia nacional y las instituciones con 
las prerrogativas y las exenciones que se prevean… 
 …Así mismo, el artículo 10 de dicho precepto consagró la obligación expresa de todo varón colombiano de “definir 
su situación militar a partir de la fecha en que cumpla su mayoría de edad, a excepción de los estudiantes de 
bachillerato, quienes definirán cuando obtengan su título de bachiller… 
 …Por otra parte, dicha disposición señala tanto las modalidades para atender la obligación relacionada con la 
prestación del servicio militar obligatorio, como las distintas etapas que deben surtirse a efectos de lograr la definición 
de la situación militar, procedimiento que inicia con la fase de inscripción y culmina con la clasificación.  
(…) 
…Con relación a los soldados bachilleres, se tiene que el artículo 13 de la Ley 48 de 1993, los reconoce como una 
modalidad de prestación del servicio militar, distinta y especial de las demás previstas para atender la obligación del 
LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA COMO CAUSAL DE AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD EN LA 
JURISDICCIÓN PENAL MILITAR.                    51 
 
otros se “limitan a cumplir” el deber constitucional que se les impone de prestar el servicio 
militar, con el fin de obtener una libreta militar, la cual una vez adquirida hace que pierdan 
vínculo inmediato con la institución castrense,  no obstante alcanzar la calidad de reservista, 
calidad  que lo obligara en un futuro a tomar las armas en caso de que presente un estado de 
guerra en el país, y no exista pie de fuerza suficiente para su defensa. 
 
Con todo lo anteriormente referenciado, queremos llamar la atención del lector en el hecho de 
que independiente de la denominación que el soldado reciba, estos en si no detentan como 
profesión la carrera militar, se limitan, por tanto  a cumplir un requisito que les exige la 
constitución como Colombianos que son y aunque en principio, por el lapso que prestan su 
servicio militar sea de 24, 18 o 12 meses  adquieren calidad de servidores públicos (CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA SALA DE CASACION PENAL, 2009), lo cierto es que esta relación 
es meramente temporal y no genera vínculos laborales con el estado. 
 
Diferente es a situación que  se presenta con los soldados profesionales,  ya que son personas que 
ejercen la profesión de soldados, es decir que se vinculan  a la institución castrense y continúan 
en calidad de soldados desarrollando su  profesión en todo  el sentido de la palabra, aspecto que 
genera vínculos laborales con el estado y por tanto los eleva a categoría de servidores del estado,  
bajo contrato a término indefinido hasta que de manera voluntaria o por decisión del estado sean 
                                                                                                                                                                                                
servicio militar obligatorio, tales como soldado regular, soldado campesino o auxiliar de policía bachiller. 
Adicionalmente, pone de relieve la necesidad de que sean instruidos y se dediquen a la realización de actividades de 
bienestar social a la comunidad y, en especial, a tareas dirigidas a la preservación del medio ambiente y 
conservación ecológica…”  
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retirados del servicio19, situación que reguló el Decreto Ley 1793 del 14 de diciembre de 2000, 
por medio del cual se estableció el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados 
Profesionales de las Fuerzas Militares.  
 
La carrera militar implica para quien decida ejercerla como profesión de vida compromiso, 
responsabilidad y sacrificio; además de la asunción de cargas funcionales que van en beneficio 
exclusivo de la sociedad a la cual sirven y a veces en perjuicio mismo de quien detenta esta difícil 
profesión. De otra parte implica el sometimiento legal a normas mucho más drásticas que las 
aplicables a cualquier otro ciudadano; ya que al detentar el poder y el monopolio de las armas se 
les exige mayor cuidado en el desempeño de sus labores.  
 
Por otro lado, la carrera militar genera una relación especial de sujeción del individuo con el 
estado y la sociedad, genera un vínculo laboral indefinido y la exigencia de un constante 
sacrificio del interés individual. Como complemento de lo anterior adherimos a la opinión del 
Teniente General de la Reserva del Ejercito Español JAVIER PARDO DE SANTAYANA 
cuando se refería la profesión militar como la más difícil de las carreras20. 
                                                            
19 Al respecto señala el decreto 1793 de 2000, señaló: 
“ARTÍCULO 1. SOLDADOS PROFESIONALES. Los soldados profesionales son los varones entrenados y 
capacitados con la finalidad principal de actuar en las unidades de combate y apoyo de combate de las Fuerzas 
Militares, en la ejecución de operaciones militares, para la conservación, restablecimiento del orden  público y demás 
misiones que le sean asignadas. 
ARTÍCULO 6. PERIODO DE PRUEBA. Los aspirantes que hayan sido seleccionados como soldados profesionales 
serán incorporados en periodo de prueba por un tiempo equivalente al término de la instrucción, que en ningún caso 
podrá ser superior a 6 meses, lapso durante el cual recibirán una bonificación mensual igual a una tercera parte del 
salario básico mensual. La instrucción comprenderá una fase de inducción y otra de capacitación, en las que serán 
conceptuados sobre la adaptación y condiciones para el servicio. Los soldados profesionales que superen el periodo 
de prueba y obtengan concepto favorable para continuar en las Fuerzas Militares, quedarán nombrados en propiedad 
y obligados a prestar sus servicios a la Entidad por un tiempo no menor de dos (2) años”. 
20 “Esencialmente, la profesión militar es la respuesta a una vocación de servicio. Se parte, por tanto, de una actitud 
antela vida que se centra más en los demás que en uno mismo, y esta vocación generosa se aplica a una escala de 
valores en la que la Patria destaca como algo a lo que vale la pena servir. Entendámonos: la Patria, no como una 
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6. EL DERECHO PENAL MILITAR EN COLOMBIA 
 
 
6.1. BREVE RESEÑA HISTÒRICA Y DEFINICIÒN DE LA INSTITUCIÒN DEL FUERO 
PENAL MILITAR. 
                                                                                                                                                                                                
palabra hueca y grandilocuente, sino como nuestro patrimonio, que incluye el país, o sea, la tierra; la nación, es 
decir, la gente; el estado, como la nación organizada para la convivencia; y también la cultura propia, la historia 
común, la aventura compartida y los objetivos en los que convergen nuestros sueños y nuestras ilusiones colectivas. 
La carrera militar es también una profesión, porque el vínculo se establece mediante un compromiso. Por eso 
imprime carácter. El compromiso del militar incluye el dar la vida, si ello fuera necesario, en el cumplimiento de la 
misión, y esto no es cosa baladí. Por eso andan bastante descaminados quienes consideran que la milicia es, o debe 
ser, una especie de funcionariado. La milicia es algo radicalmente distinto, y lo es precisamente porque existe este 
compromiso. 
Por tanto, la profesión militar implica, de entrada, una buena dosis de idealismo y la aceptación de una vida de 
austeridad, es decir, algo que es casi motivo de escándalo para la “Sociedad del Bienestar”. Pero el pragmatismo de 
la milicia hace acto de presencia con el hombre de acción, que se inserta en la Historia dando el paso al frente para 
resolver problemas aun a costa de sí mismo. Y de la misma forma que el médico se ocupa más bien de la salud que 
de la enfermedad, y por ello es el primero en meter sus manos en la enfermedad y la muerte, así el militar es el 
primero que se enfrenta a la dureza del peligro y de la muerte cuando la situación ha degenerado en el más radical y 
extremo de los conflictos. 
El compromiso del hombre de armas engendra exigencias éticas y morales evidentes. En el militar, la nación 
deposita una parte importante de la responsabilidad que asume el Estado en el monopolio de la fuerza, y esto 
reclama un código muy estricto de comportamiento, que ha de ser dictado por su propia conciencia y por el derecho 
de gentes. 
La exigencia ética del militar radica también en su condición de líder y en la responsabilidad inherente al ejercicio del 
mando. Precisamente en eso estriba una de las grandezas y servidumbres de su profesión: en la responsabilidad de 
mandar unos hombres que han adquirido el compromiso de servir. Un compromiso que les convoca, no a matar, sino 
a estar dispuestos a morir. 
Antes apunté que la institución militar es también muy exigente desde el punto de vista moral. Quizá por eso 
Calderón se refirió a la milicia como “una religión de hombres honrados”. Y esto es así porque los ejércitos se hallan 
vertebrados por unos valores. Así, por ejemplo, el honor, no inspirado por “el qué dirán”, sino por la propia dignidad 
del ser humano; la disciplina, no entendida como una torpe humillación, sino como la convergencia en el esfuerzo 
desde el puesto que en cada momento a uno le corresponde, que en esto último consiste precisamente la 
subordinación; el respeto a los demás, de abajo a arriba y de arriba abajo, como norma en el ejercicio del mando, sin 
olvidar el respeto debido el enemigo; la abnegación, como negación de uno mismo en beneficio de todos; el 
compañerismo, que reconoce que nos debemos los unos a los otros con una relación de confianza y afecto; la 
lealtad, entendida como un compromiso con la autenticidad y no con el halago; y, naturalmente, el valor, que no ha 
de ser ciego, sino controlado por la inteligencia.” (PARDO de Santayana, Javier; Ensayo: “La profesión militar y el 
pensamiento débil” publicado en http://www.cuentayrazon.org/revista/pdf/136/Num136_001.pdf). 
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La justicia penal militar ha sufrido una profunda transformación a partir de la promulgación de la 
Carta Política de 1991, lo que ha generado que una de sus principales instituciones jurídicas 
como lo es el Fuero Penal Militar, haya sido objeto de diversos pronunciamientos por las altas 
cortes del país, produciéndose una evolución respecto de su alcance, consecuencia de los 
conflictos positivos de competencia entablados entre la jurisdicción penal ordinaria y la castrense, 
la aplicación de los tratados internacionales sobre Derechos Humanos y Derecho Internacional 
Humanitario, así como la aplicación de la figura del garante de estirpe finalista consagrada en el 
Código Penal Ordinario o Ley 599 de 2000 y hoy en la Ley 836 de 2010. 
 
Si bien es cierto, la jurisprudencia a definido el Fuero Penal Militar, como el derecho o 
prerrogativa que tienen los integrantes de las fuerzas militares y de la Policía Nacional en servicio 
activo, a no ser procesados y juzgados por jueces ordinarios, sino por cortes marciales o 
tribunales militares cuando incurren en conductas delictivas derivadas de la ejecución y 
desarrollo de sus actividades castrenses (CORTE CONSTITUCIONAL, 1995 Y 2000), su 
evolución a partir especialmente de los pronunciamiento de la Corte Constitucional no ha sido 
pacífica y han producido profundos cambios al interior de esta jurisdicción penal especial, que 
hoy por hoy aun se vienen produciendo. Este capítulo tendrá por objeto presentar brevemente la 
evolución que a tenido el Fuero Penal Militar en Colombia especialmente en los últimos veinte 
años, identificando las causas y consecuencias jurídicas de la transformación producida. 
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La jurisdicción penal militar tiene como punto de partida el imperio Romano21, habiéndose 
producido una evolución a través del paso histórico por la edad media y especialmente para 
nuestro derecho,  por instituciones del Derecho Español, tales como las titulas, Ley de las siete 
partidas y las ordenanzas de reclutamiento y de la Armada (PEÑA, 2001. p. 10).  
 
En Colombia por primera vez se establecen penas para delitos de estricta naturaleza militar, como 
la deserción, en el Código Penal promulgado en el año de 1831, expidiéndole solo hasta el año de 
1859 el Código Penal Militar de los Estados Unidos de Colombia, consagrándose posteriormente 
en el artículo 170 de la Constitución Política de 1886, el fuero militar únicamente para los 
ejércitos de tierra y mar, excluyéndose a la Policía Nacional de dicha prerrogativa, la cual solo 
hasta el año de 1954, mediante el Decreto 1426 les cobijo dentro del fuero especial otorgado a la 
fuerza militar.  
 
Mediante el Decreto 2180 de 1944 se expide el Código Penal Militar, Creándose posteriormente 
por el general Gustavo Rojas Pinilla la Corte Militar de Casación y Revisión (Decreto 2311 del 4 
de septiembre de 1953), dada la necesidad de unificar la legislación en ese momento, mediante  
Decreto Legislativo 0250 de 1958, se expide el Nuevo Código de Justicia Penal Militar con el 
que desaparece la Corte Militar de Casación y Revisión y se crea el Tribunal Superior Militar 
como juez de segunda instancia. 
 
                                                            
21 Fue HONORIO junto con DIGESTO, los impulsores de figuras como el magistrado militar para conocer y juzgar 
conductas cometidas por miembros de la fuerza militar del imperio que contrariaban la disciplina, competencia que 
este último otorgó a los jefes militares. 
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Finalmente no es sino hasta el año de 1988, mediante el Decreto 2550, que se expide un nuevo 
Código Penal Militar, el cual durante la década de los noventa es producto de extensos 
pronunciamientos por parte de la recién creada Corte Constitucional,  mediante los cuales se 
declara inexequible varias de sus principales instituciones, tales como la prohibición de la 
defensa técnica en cabeza de oficiales de la fuerza pública (CORTE CONSTITUCIONAL, 1993),  
el reconocimiento del cubrimiento del  fuero penal militar al personal uniformado de la Policía 
Nacional (CORTE CONSTITUCIONAL, 1995) y la declaratoria de inexequibilidad de los 
vocales (CORTE CONSTITUCIONAL, 1998), entre otros aspectos, que obligan a la expedición 
de la Ley 522 de 1999 o Código Penal Militar, hecho que resulta importante señalar, puesto que 
por primera vez es el Congreso de la República el que expide dicha legislación y no el ejecutivo 
como tradicionalmente había ocurrido. 
 
Según lo han establecido la jurisprudencia y la doctrina especializada, la consagración 
constitucional del fuero penal militar encuentra un claro fundamento de principio en la necesidad 
institucional de dotar a los miembros de la Fuerza Pública de un régimen jurídico especial -tanto 
sustancial como procesal-, que se ajuste a la especificidad de las funciones que el ordenamiento 
jurídico le ha asignado a las Fuerzas Militares y a la Policía Nacional, y que resulte coherente y 
armónico con su particular sistema de organización y de formación castrense (CORTE 
CONSTITUCIONAL, 1995 Y 2000). 
 
A partir de su naturaleza jurídica especial, y con el propósito de preservar vigentes los principios 
que rigen la administración de justicia y que propugnan por el mantenimiento de un orden justo, 
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los artículos 221 y 250 de la Carta Política22 se han encargado de reconocerle al fuero militar un 
carácter excepcional y restrictivo, limitando el ámbito de competencia funcional de la justicia 
castrense al conocimiento y juzgamiento de aquellos delitos que hayan sido cometidos por 
miembros de la fuerza pública en servicio activo, siempre y cuando guarden relación con el 
mismo servicio.  
 
Es así, que se puede establecer que el Fuero Penal Militar, asienta especiales características que lo 
distinguen y caracterizan, las cuales corresponden a las siguientes:   
 
1. Tiene una doble naturaleza, puesto que de una parte es una garantía para que el militar sea 
juzgado por funcionarios especializados que entiendan a cabalidad la organización militar, su 
reglamentación, y los linderos jurídicos del servicio atribuido a la fuerza pública; y de otra, 
por voluntad del constituyente, es un factor de competencia especializado y excluyente, 
sobre los delitos cometidos por los militares en servicio activo y en relación con el mismo 
servicio. 
 
2. El fuero militar no es renunciable. Una vez se determina que un episodio delictivo debe ser 
investigado y juzgado por cortes marciales, el militar implicado no puede renunciar al fuero, 
                                                            
22 Los artículos 221 y 250 superiores, señalan expresamente: 
“Artículo 221. De los delitos cometidos por los miembros de la fuerza pública en servicio activo, y en relación con el 
mismo servicio, conocerán las cortes marciales o tribunales militares, con arreglo a las prescripciones del Código 
Penal Militar. Tales cortes o tribunales estarán integrados por miembros de la fuerza pública en servicio activo o en 
retiro” 
 “Artículo 250. Corresponde a la Fiscalía General de la Nación, de oficio o mediante denuncia o querella, investigar 
los delitos y acusar a los presuntos infractores ante los juzgados y tribunales competentes. Se exceptúan los delitos 
cometidos por miembros de la fuerza pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio.”  
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aún cuando se produzca el retiro del servicio, pues en tal evento prevalece la intención del 
Estado de preservar la función constitucional atribuida a la fuerza pública. 
 
3. La determinación del fuero militar en los casos concretos nunca es dejada al arbitrio del juez 
ni de los sujetos procesales, sino que las directrices para su establecimiento pertenecen a la 
reserva constitucional y legal, y se prevén para la salvaguarda de las funciones atribuidas a la 
fuerza pública, su independencia y autonomía dentro del marco de la Constitución Política. 
 
4. Por mandato del artículo 213 de la Constitución Política, que regula el estado de conmoción 
interior, "En ningún caso los civiles podrán ser investigados o juzgados por la justicia penal 
militar". Entonces, cuando en la comisión de un delito copartícipe militares y civiles, y sea 
predicable el fuero castrense, se impone la ruptura de la unidad procesal, con el fin de que los 
civiles sean procesados por los jueces comunes. 
 
En la actualidad hace transito en el Congreso de la República, un nuevo proyecto de acto 
legislativo que pretende ampliar el fuero penal militar, el cual ha superado la primera 
vuelta23,  y que busca crear un tribunal de garantías, la ampliación del fuero penal a las 
                                                            
23 El proyecto de Acto Legislativo No. 192/2012“Por el cual se reforman los artículos 116, 152 y 221 de la 
Constitución Política de Colombia”, establece:  
“Artículo 1º. Adiciónese el artículo 116 de la Constitución Política con los siguientes incisos:  
Una ley estatutaria creará un tribunal de garantías penales que tendrá competencia en todo el territorio nacional y en 
cualquier jurisdicción. El tribunal ejercerá de manera preferente las siguientes funciones:  
Servir de juez de control de garantías en cualquier investigación o proceso penal que se adelante contra miembros 
de la Fuerza Pública.  
Controlar la acusación penal, con el fin de garantizar que se cumplan los presupuestos materiales y formales para 
iniciar el juicio oral.  
Las demás funciones que le asigne la ley.  
El tribunal de garantías estará integrado por un número impar de magistrados, elegidos por los presidentes de la 
Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Corte Constitucional. Los magistrados deberán ser 
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infracciones contra el Derecho Internacional Humanitario y la creación de una defensa 








especialistas en derecho constitucional, derecho penal o derecho internacional humanitario y cumplir con los 
requisitos exigidos para ser magistrado de la Corte Suprema de Justicia. Los miembros de la Fuerza Pública en retiro 
podrán formar parte de este tribunal. La ley establecerá un mecanismo de postulación de candidatos que asegure la 
composición equilibrada del Tribunal.  
Los integrantes del tribunal tendrán el mismo periodo de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia y no 
podrán ejercer ningún cargo público durante los cinco años siguientes.  
Artículo 2º. Adiciónese al artículo 152 de la Constitución Política un literal g), así:  
g) Las materias atinentes al juzgamiento de los miembros de la Fuerza Pública en cualquier jurisdicción, señaladas 
en los artículos 116 y 221 de la Constitución.  
Artículo 3º. El artículo 221 de la Constitución Política quedará así:  
De los delitos cometidos por los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo, y en relación con el mismo 
servicio, conocerán las cortes marciales o tribunales militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal 
Militar. Tales cortes o tribunales estarán integrados por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro.  
En ningún caso la Justicia Penal Militar conocerá de los crímenes de lesa humanidad, ni de los delitos de genocidio, 
desaparición forzada, tortura, ejecución extrajudicial, desplazamiento forzado, violación y abusos sexuales, actos de 
terror contra la población civil y reclutamiento o uso de menores. Salvo los delitos anteriores, las infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario cometidas por miembros de la Fuerza Pública serán conocidas exclusivamente 
por las cortes marciales o tribunales militares.  
Cuando la conducta de los miembros de la Fuerza Pública en relación con un conflicto armado sea investigada y 
juzgada por las autoridades judiciales, se aplicará siempre el Derecho Internacional Humanitario. Una ley estatutaria 
especificará sus reglas de interpretación y aplicación, y determinará la forma de armonizar el derecho penal con el 
derecho internacional humanitario.  
Si en desarrollo de una acción, operación o procedimiento de la Fuerza Pública, ocurre algún hecho que pueda ser 
punible y existe duda sobre la jurisdicción competente, una comisión mixta integrada por representantes de las dos 
jurisdicciones, constatará inmediatamente lo sucedido y remitirá la actuación a la que corresponda. La ley estatutaria 
regulará la composición de la comisión y la forma en que será apoyada por los diferentes órganos de Policía Judicial 
de las jurisdicciones ordinaria y militar. También indicará las autoridades que pueden solicitar la intervención de la 
comisión, los plazos que deberá cumplir y la manera de solucionar sus desacuerdos.  
La ley ordinaria podrá crear juzgados y tribunales penales policiales y adoptar un Código Penal Policial.  
La ley estatutaria establecerá las garantías de autonomía e imparcialidad de la justicia penal militar y policial. 
Además, regulará una estructura y un sistema de carrera propio e independiente del mando institucional.  
La ley estatutaria creará un fondo destinado específicamente a financiar la defensa pública técnica y especializada 
de los miembros de la Fuerza Pública, en cualquiera de las dos jurisdicciones, bajo la orientación de la autoridad que 
determine la ley.” 
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6.2 EVOLUCIÒN JURISPRUDENCIAL Y LIMITACIÓN DEL FUERO PENAL MILITAR.  
 
 
La jurisprudencia a definido el Fuero Penal Militar, como el derecho o prerrogativa que tienen los 
integrantes de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional en servicio activo, a no ser 
procesados y juzgados por jueces ordinarios, sino por cortes marciales o tribunales militares 
cuando incurren en conductas delictivas derivadas de la ejecución y desarrollo de sus actividades 
castrenses(CORTE CONSTITUCIONAL, 1995 Y 2000), la Constitución Política de 1991 definió 
el concepto de fuero penal militar fijándole un alcance restringido, en lo que hace referencia a su 
marco de aplicación material, y concretamente al uso de la expresión “en relación con el mismo 
servicio”. 
 
Resulta especialmente relevante mencionar entre los pronunciamientos efectuados por la Corte 
Constitucional respecto del Decreto 2550 de 1988, la  sentencia de Constitucionalidad C-358 de 
agosto 5 de 1997, con ponencia del Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz, en la que se resolvió declarar 
inexequible la expresión que determinaba la aplicación del fuero militar en los delitos cometidos 
por miembros de la fuerza pública: “con ocasión del servicio o por causa de éste o de funciones 
inherentes a su cargo, o de sus deberes oficiales”, contenida por el Decreto 2550 de 1988 o 
Código Penal Militar vigente para ese momento24, restringiendo por primera vez la aplicación del 
                                                            
24 El numeral 7 de la Sentencia C-358 de 1997, estableció: “Declarar INEXEQUIBLES las expresiones “con ocasión 
del servicio o por causa de éste o de funciones inherentes a su cargo, o de sus deberes oficiales”, incluida en el 
artículo 190; “con ocasión del servicio o por causa de éste o de funciones inherentes a su cargo”, contenida en los 
artículos 261, 262, 263, 264 y 266; “con ocasión del servicio o por causa de éste”, comprendida en el artículo 278; y 
“u otros con ocasión del servicio”, incluida en el artículo 291 del Código Penal Militar. En todos estos artículos habrá 
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fuero penal militar a los delitos cometidos exclusivamente en  relación con el servicio militar o 
policial y bajo los presupuestos tales como el de ser miembro de la fuerza pública en servicio 
activo no lo exime del derecho penal común, el delito debe tener relación directa y próxima con la 
función militar o policiva, vínculo entre el delito y la actividad propia del servicio, rompimiento 
de nexo funcional por delito de lesa humanidad y  la justicia ordinaria conoce del proceso en caso 
de duda sobre la jurisdicción competente.  
 
Es precisamente con el pronunciamiento de la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-358 
de 1997, que el fuero penal militar adquiere dos características que lo limitan en su aplicación y 
que son motivo de especial análisis por que suponen en un futuro inmediato la permanencia o 
eliminación al interior de nuestra legislación del fuero penal militar, particularidades que 
corresponde la primera de ellas a  la aplicación de la jurisdicción ordinaria en caso de duda sobre 
la aplicación del fuero penal militar en un hecho concreto y la segunda a la limitación del fuero 
respecto de los delitos de lesa humanidad. 
 
La primera cortapisa establecida por el pronunciamiento de la Corte Constitucional tocante a la 
aplicación del fuero militar, señala que en caso de duda respecto del conocimiento de un hecho 
concreto entre la jurisdicción penal militar y la ordinaria, deberá conocer la segunda, por cuanto 
el fuero penal constituye una excepción al principio general y solo puede aplicarse la jurisdicción 
penal militar cuando aparezca en forma evidente la excepción al principio del juez natural 
                                                                                                                                                                                                
de entenderse que la justicia penal militar sólo se aplica a los delitos cometidos en relación con el servicio, en los 
términos señalados en esta sentencia. Con respecto al artículo 261 ha de aclararse que cuando en él se remite en 
materia de penas a lo establecido en los artículos 259 y 260, debe entenderse que, de acuerdo con lo establecido en 
esta sentencia,  las penas imponibles son las contenidas en las normas equivalentes del Código Penal ordinario.”  
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general. Posición reiterada por la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional al señalar 
que el fuero penal militar tiene carácter excepcional y restringido25, como resulta de la Sentencia 
SU-1184 de 2001, determinando que en materia penal la jurisdicción natural es la ordinaria.  
Requiriéndose para que la justicia penal militar conozca de un delito, la existencia de un vínculo 
claro de origen entre él y la actividad del servicio, esto es, el hecho punible debe surgir como una 
extralimitación o un abuso de poder ocurrido en el marco de una actividad ligada directamente a 
una función propia del cuerpo armado. 
 
Al respecto habrá de señalarse respetuosamente, que requerir como elemento previo para la 
aplicación del fuero penal militar y por consiguiente para el conocimiento de la jurisdicción 
castrense de un hecho delictivo, que aparezca “nítidamente” que la excepción al principio del 
juez natural general debe aplicarse, constituye una abierta contradicción al derecho fundamental 
al debido proceso y al artículo 221 de la Constitución Política de 1991, puesto que en la mayoría 
de los sucesos dichos elementos se presentan de manera confusa, en unos eventos por la 
complejidad de los mismos y en otros por la manipulación y contaminación que de las pruebas y 
hechos realiza el adversario como estrategia de lucha o por las argucias legales que se presentan 
en desarrollo de la guerra jurídica que no puede desconocerse,  lo que finalmente implica para el 
representante del Estado el desconocimiento del principio de favorabilidad, su marginación y la 
exclusión de la garantía constitucional de ser juzgado por sus pares, por los hechos que puedan 
                                                            
25 Al respecto ver, entre otras, las siguientes  providencias  de la Corte Suprema de Justicia: sentencia del 4 de 
octubre de 1971, M.P. Eustorgio Sarria, Gaceta Judicial CXXXVIII, p. 408; auto del 22 de septiembre de 1989, M.P. 
Edgar Saavedra, proceso 4065; sentencia del 14 de diciembre de 1992, M.P. Dídimo Páez, proceso 6750; sentencia 
del 7 de julio de 1993, M.P. Gustavo Gómez, proceso 7187; sentencia del 26 de marzo de 1996, M.P. Jorge Córdoba, 
proceso 8827. Entre la jurisprudencia de la Corte Constitucional ver el auto 012 de 1994, M.P. Jorge Arango, y las 
sentencias C-399 de 1995 y C-17 de 1996, M.P. Alejandro Martínez Caballero.  
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endilgársele como delictivos, cometidos en relación con la función militar o policial que en 
defensa del Estado y de la Sociedad le ha sido confiada.  Al respecto, vale remitirnos a lo dicho 
por la Honorable Corte Constitucional en sentencia de tutela T-1001 de 2001, que contrariamente 
advierte que solo podrá la jurisdicción ordinaria conocer de un hecho punible endilgado a 
personal uniformado, cuando aparezca una duda seria y de tal entidad que no permita determinar 
la competencia en cabeza de la jurisdicción castrense, por cuanto ello podría conllevar, “…a un 
abuso del derecho pues, en la gran mayoría de los casos, por no decir que en todos, el tribunal de 
conflictos se vería forzado a resolver la colisión de competencias en favor de la justicia penal 
ordinaria, perdiendo toda eficacia la institución jurídica del fuero penal militar y, en 
consecuencia, el derecho subjetivo que le asiste a los miembros de la fuerza pública en servicio 
activo de ser juzgados por tribunales castrenses” (CORTE CONSTITUCIONAL, 2001). 
 
En segundo lugar, en cuanto a la exclusión del fuero penal militar en la investigación y 
juzgamiento de delitos de lesa humanidad, habrá de acudirse a lo resuelto en sentencia C-358 de 
1997 por la Honorable Corte Constitucional, al señalar que los delitos de lesa humanidad son 
manifiestamente contrarias a la dignidad humana y a los derechos de la persona, por lo cual no 
guardan ninguna conexidad con la función constitucional de la Fuerza Pública, hasta el punto de 
que una orden de cometer un hecho de esa naturaleza no merece ninguna obediencia, puesto que 
el fuero penal militar parte del principio de excepcionalidad y limitación, habiéndose de entender 
el término “servicio” de que trata el artículo 221 de la Carta Política, a aquel que alude a las 
actividades concretas que se orienten a cumplir o realizar las finalidades propias de las fuerzas 
militares (defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del 
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orden constitucional) y de la Policía Nacional (mantenimiento de las condiciones necesarias para 
el ejercicio de los derechos y libertades públicas y la convivencia pacífica). 
 
Sin embargo, si bien es cierto que no puede ser competencia de la jurisdicción penal militar el 
juzgamiento de delitos de lesa humanidad, entre los que se cuentan la tortura, el genocidio y la 
desaparición forzada, sin que sean estos los únicos (CORTE CONSTITUCIONAL, 2000)26,  
primero por pronunciamiento jurisprudencial de la Corte Constitucional y luego por estricto 
mandato legal señalado en la ley 522 de 199927, en razón a que el vinculo directo que debe existir 
entre el hecho delictivo y la función militar o policial se rompe, habrá de establecerse que el 
fuero no se haya limitado por dicha disposición, sino por la indebida aplicación que de esta 
excepción legal se realiza, puesto que no se ha determinado mediante elementos de hecho y de 
derecho que se haya frente a un delito de lesa humanidad, cuando en forma previa la conducta es 
tipificado de esta forma, pasando por alto que estos hechos punibles solo pueden cometerse a 
titulo de dolo, por cuanto son delitos que se suscribe como tendenciosos y premeditados, es decir, 
con la intención manifiesta de querer su resultado por parte del agente, evaluación que no se 
                                                            
26 Señalo respecto de los delitos de lesa humanidad excluidos taxativamente por el Código Penal Militar, lo siguiente: 
"en el entendido que los delitos en él enunciados,  no son los únicos hechos punibles que han de considerarse 
excluidos del conocimiento de la jurisdicción penal militar, pues todas aquellas conductas que sean abiertamente 
contrarias a la función constitucional de la Fuerza Pública y que por  su sola comisión rompan el nexo funcional del 
agente con el servicio, han de entenderse excluidas del campo de competencia de esta  jurisdicción especial." 
27 El artículo 3o. de la Ley 522 de 1999, señala: “DELITOS NO RELACIONADOS CON EL SERVICIO. No obstante lo 
dispuesto en el artículo anterior, en ningún caso podrán considerarse como relacionados con el servicio los delitos de 
tortura, el genocidio y la desaparición forzada, entendidos en los términos definidos en convenios y tratados 
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realiza por parte de quien dirime el conflicto de competencia, lo que conlleva pronunciamientos 
discutibles respecto de la jurisdicción encargada de conocer los hechos. 
 
De tal suerte, que se tiene como fundamento para la asignación de la competencia la tipificación 
previa que del delito se hace como de lesa humanidad, asignando un criterio subjetivo 
relacionado con la “gravedad del hecho”, sin que en la mayoría de los casos se comporte un 
suficiente material probatorio que determine con razones fundadas de hecho y derecho que se 
haya frente a la comisión de conducta de este tipo, pues el elemento subjetivo, es decir el dolo, 
que requiere la tipificación de estos delitos solo puede ser descubierto con el devenir procesal,  lo 
que no permite desconocer el fuero asignado por el artículo 221 de la Carta Constitucional, en 
desmedro de derechos y garantías fundamentales como el debido proceso y la presunción de 
inocencia, puesto que en lugar de suponerse al militar no responsable penalmente hasta la 
emisión de una sentencia, se termina prejuzgando su actuar al imputársele previamente la 
comisión de un delito de lesa humanidad, sin tener los elementos probatorios suficientes para 
calificar los hechos como intencionales o dolosos, dando por sentado la existencia del elemento 
subjetivo finalistico, aspecto  esencial dentro de la adecuación típica de estas conductas.  Por esta 
razón  dichas circunstancias por no encontrarse clara, manifiesta y visiblemente presentes a la 
hora de definir la jurisdicción encargada de conocer el hecho, deben ser materia de la 
investigación penal realizada por la jurisdicción especializada, puesto que de otra forma se estaría 
actuando ante una presunción de responsabilidad, dando por sentado la ocurrencia del delito de 
mayor entidad y gravedad en perjuicio del uniformado encartado, en contravía a lo señalado por 
el articulo 29 de la Constitución, debiéndose tener en cuenta, que las infracciones al Derecho 
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Internacional Humanitario que hoy se encuentran proscritas del conocimiento de la jurisdicción 
especial por expreso mandato del artículo 3 de la Ley 1407 de 2010 o nuevo código penal 
militar28, tienden a retornar a la competencia de la jurisdicción castrense conforme la reforma 
constitucional que se encuentra en tramite mediante el acto legislativo No. 119 de 2012. 
 
Al efecto habrá de señalarse, que el Congreso de la República al realizar el análisis del artículo 3 
de la Ley 522 de 1999, que en un principio establecía refiriéndose al Fuero Penal Militar, que no 
podían ser considerados como relacionados con el servicio  la tortura, el genocidio, la 
desaparición forzada ni ningún otro delito que constituya una grave violación a los derechos 
humanos, la dignidad humana o la libertad sexual, consideró dentro del debate dado por las 
comisiones conjuntas, que la norma así redactada, podría desconocer la naturaleza misma del 
fuero militar, por cuanto en la determinación de lo que habría de considerarse como “grave 
violación a los derechos humanos, la dignidad humana y la libertad sexual” podría operar la 
subjetividad de los funcionarios encargados de aplicar la norma, al punto de hacer nugatorio el 
fuero militar en casos donde éste habría de operar, lo que llevó a suprimir la mencionada 
referencia y dejar reseñados como delitos excluidos del conocimiento de la justicia penal militar, 
solo a la tortura, a el genocidio y la desaparición forzada29, siendo necesario entender por quienes 
                                                            
28 El artículo 3 de la Ley 1407 de 2010, señala: “DELITOS NO RELACIONADOS CON EL SERVICIO. No obstante lo 
dispuesto en el artículo anterior, en ningún caso podrán relacionarse con el servicio los delitos de tortura, genocidio, 
desaparición forzada, de lesa humanidad o aquellos que atenten contra el Derecho Internacional Humanitario 
entendidos en los términos definidos en convenios y tratados internacionales ratificados por Colombia, ni las 
conductas que sean abiertamente contrarias a la función constitucional de la Fuerza Pública y que por su sola 
comisión rompan el nexo funcional del agente con el servicio” 
29 Señaló la Corporación Legislativa al respecto: “estamos identificados con la exclusión que se hace del fuero militar 
de los delitos de lesa humanidad como la tortura, el genocidio, la desaparición forzada, al igual que de los delitos 
contra la libertad sexual. Sin embargo, celosos como somos de la prevalecía de los derechos fundamentales que 
asisten al procesado y teniendo en consideración que el fuero militar es una expresión del principio del juez natural y 
que dentro de un Estado social de derecho como se define el colombiano, debe existir certeza jurídica sobre la cual 
es el juez preexistente al acto, nos parece que no es del caso incluir las expresiones “ningún delito que constituya 
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no ejercen dicha actividad, que en desarrollo de la operación militar siempre se producirán daños 
y que estos solo serán reprochables cuando no sean proporcionales con la ventaja militar obtenida 
o cuando se viole dolosamente el principio de distinción entre combatientes y no combatientes. 
 
Pero resulta aun mas exigente la función de la fuerza pública, cuando por mandato legal esta se 
haya cobijada por la figura de garante30  de procedencia finalista, que al igual que las dos 
limitantes al fuero penal militar antes enunciadas, restringir su aplicación, siendo necesario 
determinar que la posición de garante, con la evolución dogmática del derecho penal, cobra 
importancia en cuanto a la perdida paulatina del fuero por parte del personal militar. 
 
Al respecto la Honorable Corte Constitucional determinó que la omisión imputable al miembro 
de la fuerza pública es de competencia de la justicia ordinaria, porque cuando se tiene posición de 
garante, las omisiones que permitan, faciliten u ocasionen (sea a título de autoría o complicidad, 
delito tentado o consumado, doloso o culposo) la violación de derechos humanos o del derecho 
internacional humanitario, son comportamientos que no tiene relación con el servicio (CORTE 
CONSTITUCIONAL, 2001).  
 
                                                                                                                                                                                                
una grave violación a los derechos humanos”, porque tal consideración queda a juicio del operador jurídico y como 
todo delito ofende derechos humanos lo que para un interprete puede ser grave para otro puede no serlo, siendo el 
criterio subjetivo del funcionario el que finalmente va a determinar cual es el juez competente. Por ello consideramos 
que se debe excluir tal consideración para impedir que recurra a ella cualquier interprete celoso para acabar el fuero”.  
 
30 El artículo 25 del Código Penal o Ley 599 de 2000, establece: “ACCION Y OMISION. La conducta punible puede 
ser realizada por acción o por omisión. Quien tuviere el deber jurídico de impedir un resultado perteneciente a una 
descripción típica y no lo llevare a cabo, estando en posibilidad de hacerlo, quedará sujeto a la pena contemplada en 
la respectiva norma penal. A tal efecto, se requiere que el agente tenga a su cargo la protección en concreto del bien 
jurídico protegido, o que se le haya encomendado como garante la vigilancia de una determinada fuente de riesgo, 
conforme a la Constitución o a la ley…”  
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Para la Corte,  En virtud del principio de igualdad, cuando la acción y la omisión son estructural 
y axiológicamente idénticas, las consecuencias deben ser análogas: Si la conducta activa es ajena 
al servicio, también deberá serlo el comportamiento omisivo. Por ello un miembro de la Fuerza 
Pública puede ser garante cuando se presenten cualquiera de los dos fundamentos de la 
responsabilidad: creación de riesgos para bienes jurídicos o surgimiento de deberes por la 
vinculación a una institución estatal. La ocurrencia de un delito de lesa humanidad, sea porque 
activamente  se interviene en su realización o porque se omiten el deber estatal de proteger a los 
asociados en sus derechos, constituye una flagrante violación a la posición de garante de las 
condiciones mínimas y básicas de la organización social y, por lo mismo, no podrán considerarse 
como un acto relacionado con el servicio. Puesto que desde el punto de vista estrictamente 
constitucional, resulta claro que las Fuerzas Militares ocupan una posición de garante para el 
respeto de los derechos fundamentales de los colombianos. La existencia de esa posición de 
garante significa que el título de imputación se hace por el delito de lesa humanidad, o en general 
por las graves violaciones a los derechos humanos, sin importar la forma de intervención en el 
delito (autoría o participación), o el grado de ejecución del mismo (tentativa o consumación) o la 
atribución subjetiva (dolo o imprudencia).  
 
En conclusión aparece plenamente demostrado, como a través de la jurisprudencia constitucional 
desarrollada a partir de 1991,  el fuero penal militar ha venido siendo restringido o limitado, 
siendo necesario trascribir las conclusiones que sobre el tema fueron arrojadas por el Tribunal 
Constitucional Colombiano mediante sentencia C-533 de 2008, en donde se determinaron en 
forma clara las características de esta jurisdicción especializada: 
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1. La justicia penal militar nunca puede juzgar los delitos de tortura, genocidio y desaparición 
forzada, ni ninguno otro de lesa humanidad, o que signifiquen atentado contra el Derecho 
Internacional Humanitario y las conductas que sean abiertamente contrarias a la función 
constitucional de la Fuerza Pública y que por su sola comisión rompan el nexo funcional del 
agente con el servicio. 
  
2. El fuero militar cobija única y exclusivamente los delitos cometidos por los miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo, y en relación con el mismo servicio, es decir, cuando los 
mismos se deriven directamente de la función militar o policial que la Constitución, la ley y 
los reglamentos les han asignado. 
 
3. La sola circunstancia de que el delito sea cometido dentro del tiempo de servicio por un 
miembro de la fuerza pública, haciendo o no uso de prendas distintivas de la misma o 
utilizando instrumentos de dotación oficial, o aprovechándose de su investidura, no es 
suficiente para que el juzgamiento de tal conducta corresponda a la justicia penal militar, 
pues tal conducta debe tener relación directa con la función militar o policial que la 
Constitución, la ley o el reglamento les ha asignado. 
 
4. El objetivo del derecho penal militar es excluir comportamientos reprochables que, pese a 
tener relación con el servicio, denotan desviación respecto de sus objetivos o medios 
legítimos, que son repudiables y sancionables a la luz de la Constitución y la ley, pues en un 
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Estado de Derecho no es tolerable el uso de medios ilegítimos para la consecución de sus 
fines. 
 
5. En virtud de su potestad de configuración, el legislador puede crear tipos penales militares, o 
modificar o incorporar los tipos penales ordinarios siempre y cuando tome en cuenta 
elementos estructurales que genuinamente tengan relación directa con los actos propios de 
servicio militar y policial, es decir, puede adaptarlos al contexto de la función militar o 
policiva. 
 
6. La justicia penal militar constituye una excepción constitucional a la regla del juez natural 
general, y por ello su ámbito de acción debe ser interpretado de manera restrictiva. 
 
7. El Código Penal Militar puede tipificar conductas cuando considere conveniente extender su 
aplicación en todo momento, lugar y circunstancia, cuando son cometidas en escenarios 
diferentes al desarrollo de conflicto armado, siempre y cuando les incorpore elementos 
propios del servicio militar o policial, y éstas podrán ser juzgadas por la justicia penal 
militar única y exclusivamente si se demuestra el nexo directo y original con la misión propia 
del servicio militar o policial, pues de no ser así, les serían imputables a quienes las cometan, 
los delitos tipificados en la ley penal común que les sean aplicables y serán investigadas y 
juzgadas por la justicia penal ordinaria31. 
 
                                                            
31 Corte Constitucional Colombiana, Sentencia C-533 del 28 de mayo de 2008, MP. CLARA INES VARGAS 
HERNANDEZ. 
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7. LAS RELACION DE SUJECIÓN DEL MILITAR CON EL ESTADO 
 
 
7.1. EL MILITAR Y SU RELACIÓN GENERAL Y ESPECIAL DE SUJECIÓN CON EL 
ESTADO. 
 
En la constitución de 1991 el militar es un servidor público que cumple  funciones que ningún 
otro funcionario  al servicio del estado puede desarrollar  y conforme a estas, se encuentra 
respecto del estado en  una relación especial de sujeción. 
 
Toda relación genera un vínculo en el cual interactúan varias personas, ya sea a titulo personal o 
como parte de un grupo o una entidad, siempre que exista una relación existen compromisos 
recíprocos de cada  una de las partes, a veces en igualdad de condiciones, y en otras ocasiones, 
estas varían de acuerdo a la importancia que en mayor o menor grado revistan estas para  la 
subsistencia de la misma; por eso,  algunas personas  adquieren mayores compromisos y 
responsabilidades que otros, en el caso especifico del personal militar  que hace parte de la fuerza 
pública, hablamos que este detenta una relación especial de sujeción con el estado, no solo 
porque su condición de servidor público le exige unos parámetros de comportamiento y 
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responsabilidades con el estado y la sociedad, sino que además, la naturaleza de las funciones 
asignadas constitucionalmente le adicionan mayores deberes, responsabilidades y obligaciones; 
por esta razón, el estado ejerce sobre ellos una mayor vigilancia y control que respecto de 
cualquier otro servidor público o simple ciudadano. 
 
Cuando  hablamos  de una relación “especial de sujeción”, hacemos referencia a una relación en 
la cual una de las partes detenta mayor poder que la otra  y por eso le impone  deberes y 
responsabilidades que se encuentra obligado a cumplir so pena de recibir sanción por 
inobservancia del mismo. 
 
Respecto a la relación especial de sujeción la Corte Constitucional en sentencia C-417 de 1993, 
con ponencia de doctor Fabio Moron Díaz, señalo lo siguiente: “…Existe una relación de 
sujeción o supremacía especial debido a la situación particular en la cual se presenta el enlace 
entre la administración y la aludida persona….”. 
 
Así mismo y aunque el pronunciamiento incumbe al ámbito disciplinario, es importante traer a 
colación la sentencia C-244 de 1996, M.P. Carlos Gaviria Díaz, en donde se indico lo siguiente: 
“…La acción disciplinaria  se produce  dentro de la relación de subordinación que existe entre el 
funcionario y la administración en el ámbito de la función pública, y se origina  en el 
cumplimiento de un deber o de una prohibición, la omisión o extralimitación en el ejercicio de las 
funciones, la violación al régimen de inhabilidades e incompatibilidades, etc; y su finalidad es la 
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de garantizar el buen funcionamiento, moralidad y prestigio del organismo público respectivo…”, 
aspecto que en el mismo sentido preciso la sentencia C-280 de 199632.  
 
Para mayor claridad respecto de lo que es una relación especial de sujeción, debemos partir del 
hecho de  que si existe una relación “especial” es porque existe una relación “general” de 
sujeción, por lo que frente a los militares  consideramos que esta última categoría está dirigida a 
los mismos, en su calidad de ciudadanos; mientras que la primera es predicable respecto de ellos 
como servidores del estado y por las funciones especiales encomendadas constitucionalmente, lo 
que implica que están al servicio de la sociedad como gestores de los intereses generales y  
ejecutores de los objetivos constitucionales fijados por el estado al que pertenecen. 
 
Cuando DUGUIT (1921, p. 59 y 60) definió al estado como  una agrupación humana  fijada en 
un territorio, donde los más fuertes imponían su voluntad a los más débiles, dejo plasmados los 
lineamientos propios de lo que hoy se entiende por relación de sujeción; ya que resulta cierto que 
siempre  que exista alguien que detente poder sobre los demás impondrá sus preceptos;  ahora 
bien, dado que se trata de una imposición, puesto que no todos pueden estar de acuerdo con lo 
dictaminado,   ese alguien que se impone, y más cuando se trata de un grupo amplio de personas,   
siempre deberá tener agentes que se encarguen de  ejercer el control y cumplimiento  de esos 
preceptos en cabeza de las personas a quienes van dirigidos; por eso, cuando se habla de 
                                                            
32 En aquella oportunidad la Corte Constitucional Colombiana, señaló: “…En  aquellos casos en los cuales existe una 
relación laboral de subordinación entre el estado y una persona, se crea una relación de sujeción  o supremacía 
especial debido a la situación  particular en la cual se presenta el enlace entre la administración y la aludida persona, 
surgiendo una serie de obligaciones especiales, puesto que el incumplimiento de funciones públicas  implica la 
asunción de cargas especiales, no exigibles a los particulares y si al servidor público que tiene una especial sujeción 
al estado...” 
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relaciones especiales de sujeción debe existir un régimen a cumplir, un territorio donde se 
encuentre asentada la población a la cual dichos preceptos se dirigen y unos agentes que trabajen 
para quien detenta el poder, quienes se encargaran de hacer cumplir lo impuesto. 
  
Conforme ha evolucionado el concepto de estado y específicamente en nuestro caso “estado 
social de derecho”, es claro que ese tipo de régimen del que hablamos anteriormente y que se 
impone a la población, tiene que ser de carácter jurídico, el cual  por ser una manifestación 
generalizada de quienes detentan el poder en una democracia como la nuestra, se entiende que es 
de obligatorio en su cumplimiento para todos los habitantes,  de ahí que se hable de una relación 
de sujeción “general”, mientras que para los agentes que trabajan para el estado, además de este 
régimen jurídico “general”, les es exigible el cumplimiento de un régimen jurídico “especial” que 
complementa el “general”, el cual les exige actividades y esfuerzos adicionales  de los que se 
reclaman al común de la población. 
 
El término “especialidad” en las relaciones de sujeción, se refleja en el hecho de que para el 
ciudadano que trabaja para el estado, las funciones asignadas lo llevan a ser objeto de deberes y 
obligaciones que solo le son exigibles a él, en la medida de que solo a través del cumplimiento 
estricto de sus funciones, el estado puede tener certeza de la consecución de los objetivos que lo 
legitiman, en el caso de Colombia como un estado social y democrático de derecho. 
 
Conforme lo anterior, resulta claro que en cualquier estado siempre existirá un orden jurídico 
general,   respecto del cual también coexistirán concordantemente  otros de carácter especial, 
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dirigidos y aplicables no a la totalidad de la población sino  a una parte de ella, a la cual  se le 
imponen deberes especialísimos. 
 
La relación especial de sujeción es paralela para los funcionarios del estado con la relación 
general de sujeción, ya que el funcionario del estado no deja de ser ciudadano por ser 
funcionario, si no que adquiere una “categoría” de ciudadano especial en el sentido que es 
ejecutor de las disposiciones  del estado  y por ende se le exige más que al ciudadano común,  ya 
que adquiere “poderes” sobre estos. 
 
Ahora bien, cuando hablamos de relaciones especiales de sujeción necesariamente tenemos que 
referirnos al concepto de autoridad; en un primer sentido, entendida  como aquella dotada de los 
poderes necesarios para hacer cumplir los designios del estado y en un segundo sentido, como 
aquella en quien recae toda la exigencia de hacer lo que le esta ordenado, o abstenerse de hacerlo  
sin extralimitarse en el ejercicio de las funciones que le han sido asignadas. 
 
Conforme a lo anterior, obsérvese como los militares, están sujetos a relaciones “generales” de 
sujeción en su calidad de ciudadanos Colombianos y como a su vez se encuentran igualmente 
sometidos a una relación de sujeción “especial” por su condición de militares al servicio del 
estado. 
 
Como ciudadanos frente al estado y la sociedad, los artículo 4 y 95 de la Carta Constitución de 
1991, imponen deberes generales al personal uniformado, relacionados con la obediencia a la 
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Constitución, la Ley y las autoridades, el respeto por los derechos  ajenos, el principio de 
solidaridad, la defensa de los derechos humanos, el propender por la paz, la colaboración debida 
a la administración de justicia, la protección de los recursos culturales y naturales del país, la 
conservación  de un ambiente sano y el financiamiento de los gastos e inversiones del estado 
dentro de los conceptos de justicia y equidad33. 
 
Ahora  observemos los  deberes y responsabilidades  que generan una relación especial de 
sujeción del personal militar con el estado y la sociedad,  según las funciones constitucionales a 
ellos asignadas: 
 
A. Constitución Nacional. 
 
Artículo 2.- Fines del estado: Son fines del estado, servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados 
en la constitución, facilitar la participación de todos en las decisiones que los afecten y en la vida 
                                                            
33 La Constitución Política, señala textualmente respecto de los deberes generales los siguientes: 
Artículo 4: “Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar 
y obedecer a las autoridades”. 
Artículo 95: “Son deberes de la persona y del ciudadano:  
1. Respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios;  
2. Obrar conforme al principio de solidaridad social, respondiendo con acciones humanitarias ante situaciones que 
pongan en peligro la vida o la salud de las personas; 
3. Respetar y apoyar a las autoridades democráticas legítimamente constituidas para mantener la independencia y la 
integridad nacionales; 
4. Defender y difundir los derechos humanos como fundamento de la convivencia pacífica;  
5. Participar en la vida política, cívica y comunitaria del país;  
6. Propender al logro y mantenimiento de la paz;  
7. Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de la justicia;  
8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano;  
9. Contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de justicia y equidad.”  
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económica, política, administrativa y cultural de la nación, defender la independencia nacional, 
mantener la convivencia pacifica y la vigencia del orden justo. 
 
Las autoridades de la república están  instituidas para proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del estado y de los particulares. 
 
Artículo 6. Los servidores públicos son responsables ante las autoridades por infringir la 
constitución y las leyes y por omisión y o  extralimitación en el ejercicio de sus funciones 
 
Artículo 123. Los servidores públicos están al servicio del estado y de la comunidad, ejercerán 
sus funciones en la forma prevista por la constitución la ley y el reglamento. 
 
Artículo 217. Las fuerzas militares tendrán como finalidad primordial la defensa de la soberanía, 
la independencia, la integridad del territorio nacional y el orden constitucional. 
 
B. Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano. 
 
Artículo 12. La garantía de los derechos del hombre y del ciudadano necesita una fuerza pública, 
esta fuerza, pues,  se instituye para la ventaja de todos y no para la utilidad particular de a 
aquellos a quienes se confía… 
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Como hemos visto en los apartes antes transcritos de la constitución y el estatuto de los derechos 
del hombre y el ciudadano, a los miembros de las fuerzas militares se les exige el cumplimiento 
de una serie de deberes que son aplicables  en común a estos y al resto de los ciudadanos, sin 
embargo, existen otros deberes especialísimos que solo se pueden exigir de los mismos en su 
calidad de servidores del estado, de acuerdo a la función constitucional que desempeñan en la 
sociedad. 
 
Aquí resulta  importante llamar la atención, en el hecho de que los militares  además de estar 
sujetos a una relación de sujeción  general y especial consolidada constitucionalmente, también 
se encuentran sometidos a unos regímenes especialísimos que desarrollan los preceptos 
constitucionales en los cuales se describen las sanciones a las cuales se harán merecedores si no 
cumplen los fines para los cuales el estado permitió su existencia; entre ellos encontramos  el 
Régimen disciplinario para las fuerzas militares o ley 836 de 2003, la ley 522 de 1999 y ley 1407 
de 2010 ( código penal militar);  además no se debe dejar pasar por alto, que al interior de la 
institución castrense la misma estructura implica el acatamiento de órdenes y preceptos que se 
imponen producto de la organización jerárquica,  la cual  establece grados de exigencia y 
responsabilidad que intensifican en menor o mayor medida la relación de sujeción con el estado. 
 
Conforme a lo anterior no nos queda la menor duda que en el caso de los militares existe una 
relación especialísima de sujeción más o menos intensificada  con el estado y que respecto de 
estos el estado esta dotado de poderes jurídicos, administrativos y fiscales que le garantizan un 
control total sobre los mismos; tanto así que en muchas ocasiones se ha caído en el error de que el 
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mismo estado ha olvidado que los militares más que agentes ejecutores de sus disposiciones, 
también son seres humanos que tienen derechos como cualquier otro ciudadano,  y no en pocas 
ocasiones por su “condición” de militares, se justifican limitaciones y restricciones a sus derechos 
fundamentales;  hecho que se puede observar fácilmente cuando se les acusa de la comisión de un 
delito, primero se les separa de la institución castrense y se les estigmatiza como culpables sin 
que hayan sido objeto de un debido proceso, vencidos y condenados en juicio, igual sucede con la 
imposibilidad de ejercer su derecho al voto o a retirarse de la institución cuando a bien lo tengan 
previo aviso, o cuando negándose a obedecer una orden son retirados de su cargo sin motivación 
alguna, más que la de “por razones del servicio”, por no mencionar otras. 
  
Lo anterior se justifica tal y como lo menciona el  doctor MARIO ROBERTO MOLANO  
LOPEZ,  en su obra las relaciones especiales de sujeción (GOMEZ, 2007), en  que la 
administración pública siempre ha gozado de potestades de sujeción especial o general que le han 
permito imponer sus decisiones sin acuerdo previo con los  destinatarios de las mismas. Así 
mismo, ateniéndonos a la teoría de la personalidad jurídica del estado,  resulta claro que éste 
desde sus orígenes ha actuado como “una persona” dotada de poderes coercitivos, por tanto en 
una relación “especial” de sujeción,  invariablemente será autoridad y superior del funcionario, 
mientras que aquel siempre ostentara la categoría de subordinado y debido a su obligación de 
obediencia nunca estará ajeno  a la limitación de sus garantías como “ciudadano” común que 
también es; ya que dado que su función es que se logren los fines del estado,  lo convierten en un 
instrumento y no un fin en si mismo. 
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Ya hemos referido en el capitulo referente al estado de derecho, que esta forma de estado busca 
garantizar el bienestar general  y la justicia social a través de una efectiva realización no solo de 
los derechos fundamentales, si no también, de los derechos culturales y económicos, garantía que 
no solo se  refleja en el hecho de estar reconocidos  en el papel, si no que deben ser eficaces; por 
esta razón se hacen mucho más estrechas y exigentes las relaciones especiales de sujeción entre el 
estado y sus servidores porque el funcionario del estado esta al servicio del interés general. 
  
 
7.2 LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL PERSONAL MILITAR FRENTE A LA 
RELACIÓN ESPECIAL DE SUJECION CON EL ESTADO. 
 
  
Ya  hemos visto que las relaciones especiales de sujeción  generan en las personas que laboran 
para el estado un estrecho vínculo que en últimas los somete a un régimen de obediencia estricta 
verificable solo a través  de la consecución de los fines estatales. De aquí que se haya planteado 
el hecho que esa subordinación o “sometimiento” haya conllevado a que  a los funcionarios 
estatales, en especial a los militares  se les vean mermados algunos de sus derechos 
fundamentales ya que en muchos casos para estos escasean los mecanismos que garanticen su 
protección y efectivo ejercicio o porque aun existiendo no pueden hacer uso de estos por miedo a 
las represalias que otros agentes del estado pueda tener contra ellos. 
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El propio estado para evitar que sus servidores, en especial los militares, exijan la efectividad de 
sus derechos,  consolido las relaciones especiales  de sujeción en la constitución como norma de 
normas y  aquí mismo, amparándose en la supremacía de la constitución estableció restricciones 
y limitaciones a los derechos, justificandolo en el hecho de que los funcionarios del estado están 
al servicio de la sociedad, son ejecutores de las disposiciones del estado y por ende  en todo 
momento deben sobreponer el interés general, al bien particular. 
 
Nuestra Constitución frente a los militares en especial, restringe o limita el ejercicio de algunos 
de sus derechos fundamentales, al respecto y como simple ejemplo podemos traer a colación el 
artículo 39  de la Constitución, que limita de manera absoluta a los miembros de la fuerza pública 
el participar en vida política del país escogiendo a sus representantes; textualmente este artículo 
estipula que los miembros de la fuerza pública no gozan del derecho de asociación sindical. 
 
En otras ocasiones,  y no solo para los militares, se observa que la misma constitución  para el 
ejercicio de algunos derechos impone limitaciones,  indicando textualmente  la forma en que 
pueden  ejercerlo; por ejemplo: en el artículo 16 de la Constitución Politica que consagra el 
derecho al libre desarrollo de la personalidad34, de la misma forma, frente a otros derechos más 
complejos supedita su existencia a la implantación de una ley que reglamente su aplicación para 
                                                            
34 El artículo 16 de la Carta Política Colombiana, señala:” “…Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de 
su personalidad, sin más limitaciones que las que le imponen los  derechos de los demás y el orden jurídico…” 
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hacerlos efectivos en su ejercicio y protección; por ejemplo el artículo 56 de la Constitución 
Política que habla sobre el derecho a la  huelga, indica que la ley reglamentara este derecho35. 
 
Por esta razón algunos estudiosos del sistema entre ellos el Doctor PAREJO, define las relaciones 
especiales de sujeción como: “…. aquellas en las cuales se fijan  restricciones o limitaciones  a 
los derechos fundamentales de los servidores, con el propósito de permitir que la administración 
ejerza potestades unilaterales en cumplimiento de las finalidades  que le son propias,  y que  
corresponden al servicio de los intereses generales, Dicha  restricción  es prevista expresamente 
en la constitución y debe suponer, una vez cumplida la reserva legal, el ejercicio de potestades 
administrativas para que pueda configurarse…”(PAREJO, 1983). 
 
Conforme a lo anterior resulta claro, que la administración creando relaciones especiales de 
sujeción con las personas que están a su servicio, impone de manera unilateral sobre los mismos 
un deber de obediencia que se ve reflejado en el poder de mando y el disciplinario, que obligan al 
funcionario  a actuar de una determinada manera, encausando su conducta siempre a la 
realización de los fines de la administración; para que este deber de obediencia impuesto no sea 
confundido con arbitrariedad, lo contempla en el ordenamiento jurídico, estableciendo normas de 
conducta y deberes funcionales, que conocidos por el funcionario lo vinculan “voluntariamente” 
a asumirlos y aceptarlos como condición para ser agentes del estado. 
                                                            
35 “Se garantiza el derecho de huelga, salvo en los servicios públicos esenciales definidos por el legislador. La ley 
reglamentará este derecho.  
Una comisión permanente integrada por el Gobierno, por representantes de los empleadores y de los trabajadores, 
fomentará las buenas relaciones laborales, contribuirá a la solución de los conflictos colectivos de trabajo y 
concertará las políticas salariales y laborales. La ley reglamentará su composición y funcionamiento.” Artículo 56 
Constitución Política. 
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En el caso especifico de los militares, estos forman parte del engranaje fundamental del aparato 
estatal, por tanto el régimen jurídico aplicable se impone aún en contra de la voluntad del militar, 
y se llama la atención en este aspecto puesto que la función que cumplen los militares  
corresponde de manera exclusiva al estado, es decir, a quien detenta el poder, no al común de los 
ciudadanos; en este caso la  seguridad, la soberanía, la defensa del territorio y el mantenimiento 
del orden público,  son actividades que solo le interesan al estado, por tanto, no se pueden 
adjudicar como función o responsabilidad a personas diferentes de los militares. 
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8. LA OBEDIENCIA DEBIDA Y LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA 
 
 
8.1 EVOLUCIÓN CONSTITUCIONAL Y LEGAL DEL CONCEPTO DE OBEDIENCIA 
DEBIDA EN COLOMBIA: 
 
El artículo 91 de la Carta Constitucional de 1991, señala que en caso de infracción manifiesta a 
un precepto constitucional en detrimento de alguna persona, el mandato superior no exime de 
responsabilidad al agente que lo ejecuta, exceptuando de dicha disposición a los militares en 
actividad, puesto que tratándose de ellos, la responsabilidad recaerá únicamente en el superior 
que la ordena36, en este orden de ideas, el artículo 34 del Código Penal Militar establece como 
causal de justificación del hecho punible el obrar en cumplimiento de una orden legítima de 
autoridad competente emitida con las formalidades legales, determinándose por parte del 
Reglamento de Régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares que toda orden militar debe ser 
legítima, lógica, oportuna, clara, precisa y concisa y que la responsabilidad de toda orden militar 
                                                            
36 La Constitución Política Colombiana, señala en su artículo 91: “En caso de infracción manifiesta de un precepto 
constitucional en detrimento de alguna persona, el mandato superior no exime de responsabilidad al agente que lo 
ejecuta. Los militares en servicio quedan exceptuados de esta disposición. Respecto de ellos, la responsabilidad 
recaerá únicamente en el superior que da la orden”. 
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recae en quien la emite y no en quien la ejecuta, señalando que si quien la recibe advierte que de 
su ejecución puede derivarse manifiestamente la comisión de una conducta punible, infracción 
disciplinaria o fiscal, el subalterno no está en la obligación de obedecerla y deberá exponer a su 
superior las razones de su negativa (LEY 836, 2003). 
 
La Corte Constitucional en sentencia C-431 del 6 de mayo de 2004, con ponencia del Dr. 
MARCO GERARDO MONROY CABRA, al analizar el artículo 15 del Decreto Ley 085 de 
1989 o Reglamento de régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares, que establecía: 
“La responsabilidad de toda orden militar recae en quien la emite y no en quien la 
ejecuta.  Cuando el subalterno que la recibe advierta que de su ejecución puede 
derivarse manifiestamente la comisión de un delito, acto contra el honor militar o 
falta constitutiva de causal de mala conducta, debe exponerlo así al superior. Si este 
insiste, el subalterno está obligado a cumplirla previa confirmación por escrito" 
 
Preciso, que si bien la disciplina es una condición esencial para la existencia de la fuerza militar, 
que el deber de obediencia es elemento imprescindible dentro de la estructura jerárquica de la 
institución castrense y que ella comporta para el subordinado la obligación de obedecer las 
órdenes que le imparta el superior jerárquico en el  tiempo y del modo indicado con exactitud y 
sin vacilación (DECRETO-LEY 085, 1988), so pena de incurrir en un delito de desobediencia; la 
validez general del principio de jerarquía y de estricta obediencia en el campo militar no debe ser 
entendido como absoluto o ciego, puesto a pesar que el artículo 91 de la Constitución Política, 
instituye al parecer una eximente total de responsabilidad al militar como excepción a la regla 
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general,  este no puede ser comprendida en su sentido objetivo y general, sino subjetivo y 
particular, limitando su aplicación al subalterno que ante el análisis inmediato de la orden no 
pueda comprender o establecer su ilicitud.  Sin que la causal pueda extenderse a órdenes de las 
cuales se desprenda una manifiesta antijuridicidad, comprensible aún para quien no goza de todos 
los elementos de juicio que le permitan evaluar de forma completa la orden impartida por el 
superior. 
 
Para la Corte, la obediencia debida debe ser entendida dentro del marco de los tratados 
internacionales suscritos por Colombia en el campo del Derecho Internacional Humanitario y que 
hacen parte del Bloque de Constitucionalidad, en especial de los cuatro convenios y los dos 
protocolos de Ginebra;  Puesto que la  limitación del principio de obediencia debida, es 
consecuencia de las prohibiciones del Derecho Internacional Humanitario.  
 
Al respecto, la Corte estableció que conductas prohibidas por el Derecho Internacional 
Humanitario,  como las de ordenar que no haya supervivientes, los atentados contra la vida, la 
salud y la integridad física o mental de las personas, en particular el homicidio y los tratos crueles 
tales como la tortura y las mutilaciones o toda forma de pena corporal, los castigos colectivos, la 
toma de rehenes, los actos de terrorismo, el pillaje,  la esclavitud y la trata de esclavos en todas 
sus formas, los atentados contra la dignidad personal, en especial los tratos humillantes y 
degradantes, la violación, la prostitución forzada y cualquier forma de atentado al pudor y 
finalmente la amenaza de realizar cualquiera de estos actos mencionados, encuentran perfecto 
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sustento constitucional, pues no sólo armonizan con los principios y valores de la Carta, sino que 
incluso prácticamente reproducen disposiciones constitucionales específicas. 
 
Estas prohibiciones del Derecho Internacional Humanitario, por su vínculo evidente y directo con 
la protección a la vida, la dignidad y la integridad de las personas, tienen como consecuencia que 
la práctica de las mismas, implica una “relativización”  del principio militar de obediencia debida 
consagrado por el inciso segundo del artículo 91 de la Carta; por lo que se hace necesario 
distinguir entre la obediencia militar “que se debe observar por el inferior para que no se quiebre 
la disciplina y la que, desbordando las barreras del orden razonable, implica un seguimiento ciego 
de las instrucciones impartidas por el superior”(1995). En igual sentido, la Corte precisó en 
anterior pronunciamiento: 
“…los anteriores conceptos no deben entenderse como la posibilidad constitucional 
de que toda orden militar pueda ser discutida por quienes la reciben, ya que eso 
representaría una ruptura del concepto de autoridad, cuyo fundamento reside en la 
normatividad en que se apoya este fallo para sostener la obligatoriedad del servicio y 
la indispensable disciplina que exigen los altos fines señalados por la Constitución a 
las Fuerzas Armadas…”(CORTE CONSTITUCIONAL, 1992).  
 
 Agrega el máximo Tribunal Constitucional en la sentencia C-578 de 1995, que existen diferentes 
concepciones frente a la obediencia debida;  para algunos juristas esta es una causal excluyente 
de antijuridicidad, mientras que otros la ubican como causal de inculpabilidad,  no obstante las 
posiciones contrapuestas sobre la naturaleza jurídica de la eximente que se analiza, la doctrina es 
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unánime en señalar que en el campo penal y, especialmente, en el ámbito penal militar, la orden 
manifiestamente antijurídica constituye un límite al deber de obediencia y, en este caso, no es 
apta como causal de justificación del hecho, ni como causa de inculpabilidad del sujeto activo, 
que no obstante su carácter de ejecutor del mandato ha de responder junto a su emisor. 
Resulta importante destacar frente al tema, que pese  a que el artículo 34 del Código Penal Militar 
establece como causal de justificación del hecho punible el obrar en cumplimiento de una orden 
legítima de autoridad competente emitida con las formalidades legales, y que la Ley 836 de 2003 
o nuevo  Reglamento de Régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares, señala en su artículo 
31 que toda orden militar debe ser legítima, lógica, oportuna, clara, precisa y concisa y que la 
responsabilidad de toda orden militar recae en quien la emite y no en quien la ejecuta, señalando 
que si quien la recibe advierte que de su ejecución puede derivarse manifiestamente la comisión 
de una conducta punible, infracción disciplinaria o fiscal, el subalterno no está en la obligación de 
obedecerla y deberá exponer a su superior las razones de su negativa37, aspecto mediante,  
determinó que no se requiere por parte del subalterno exponer ante el superior jerárquico las 
razones para incumplirla, por cuanto impone una carga excesiva a quien se abstiene de cumplir 
una orden inconstitucional o ilegal38. 
                                                            
37 El artículo 33 de la Ley  836 de 2003, señala: “La responsabilidad de toda orden militar recae en quien la emite y 
no en quien la ejecuta. Cuando el subalterno que la recibe advierta que de su ejecución puede derivarse 
manifiestamente la comisión de una conducta punible, infracción disciplinaria o fiscal, el subalterno no está obligado 
a obedecerla y deberá exponer al superior las razones de su negativa”. 
38 “…Dicho deber de advertencia, que debiera cumplirse después de que la orden ha sido emitida pero antes de su 
desacatamiento, al parecer de la Corte impone una carga desproporcionada al subalterno; tal desproporcionalidad se 
deriva principalmente de las circunstancias fácticas en que usualmente se cumple la función militar; en efecto, las 
situaciones de hecho en que normalmente se imparten las órdenes militares, tales como operativos, campañas, 
misiones o acciones defensivas, presumiblemente hacen difícil la exposición de las aludidas razones de la negativa a 
acatar la orden manifiestamente ilegal o inconstitucional; además, en un plano psicológico, de la posición de 
inferioridad jerárquica del subalterno, educado dentro del principio de obediencia irrestricta a su superior, se deriva 
otra dificultad en cuanto al cumplimiento del mencionado deber de advertencia”.   
Así las cosas, el deber de advertencia a que hace referencia la norma demandada, que debe cumplirse para justificar 
la negativa a obedecer órdenes inconstitucionales o ilegales, significa la imposición de una carga excesiva a fin de 
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8.2 LA OBEDIENCIA DEBIDA FRENTE A LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA. 
 
 
Los límites propuestos por la Corte Constitucional frente al tema de la obediencia debida, tienen 
relación directa con la objeción de conciencia, en ese sentido ha de distinguirse, en el campo de la 
obediencia militar, entre aquella que se debe observar por el inferior para que no se quiebre la 
disciplina y la que, desbordando las barreras del orden razonable, implica un seguimiento ciego 
de las instrucciones impartidas por el superior. 
 
En concepto de la Corte,  la obediencia debida es el principio general al que deben acogerse las 
relaciones entre superiores y subalternos militares y que solamente en casos de palmaria, evidente 
e indudable transgresión de los límites constitucionales, mediante órdenes que afecten de modo 
directo los derechos humanos, es permisible al inferior acogerse a los dictados de su conciencia 
para hacer que en el caso concreto prevalezcan la Constitución y el respeto a la dignidad humana 
(CORTE CONSTITUCIONAL, 1995). 
 
La oposición existente entre los conceptos de obediencia debida y objeción de conciencia es 
conciliada por la corte, favoreciendo la libertad de conciencia del subordinado frente al deber de 
obediencia, puesto que el derecho a objetar en conciencia se constituye en límite a la 
discrecionalidad de quien manda, la cual no es absoluta ni total, puesto que las ordenes al ser 
                                                                                                                                                                                                
poder incumplir esa categoría de órdenes. Dado que de tal cumplimiento se derivan consecuencias antijurídicas, la 
Corte estima desproporcionada tal exigencia, por lo cual retirará del ordenamiento jurídico la expresión “y deberá 
exponer al superior las razones de su negativa”, contenida en el artículo 33 acusado…”. 
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recibidas deben someterse a criterios de legitimidad, lógica, oportunidad, claridad y precisión tal 
y como lo establece la Ley 836 de 200339, aclarando que si bien,  el inferior no está obligado a la 
obediencia ciega, tampoco le es posible cobijar, bajo el amparo de razones puramente subjetivas, 
la oposición a mandatos que no pugnen con el orden constitucional.  
         
Lo establecido anteriormente no deben entenderse como la posibilidad constitucional de que toda 
orden militar pueda ser discutida por quienes la reciben, ya que eso representaría una ruptura del 
concepto de autoridad y disciplina que constituye la condición esencial para la existencia de la 
fuerza militar40, cuyo fundamento reside en la normatividad en que se apoya para sostener la 
obligatoriedad del servicio y la indispensable disciplina que exigen los altos fines señalados por 










39 El Reglamento de Régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares o Ley 836 de 2003, señala en su artículo 31, lo 
siguiente: “Toda orden militar debe ser legítima, lógica, oportuna, clara, precisa y concisa”. 
40 Conforme el artículo 17 de la Ley 836 de 2003, la disciplina es la condición esencial para la existencia de toda 
fuerza militar, consiste en mandar y obedecer dentro de las atribuciones del superior y las obligaciones y deberes del 
subalterno; contrarresta los efectos disolventes de la lucha, crea íntima cohesión y permite al superior exigir y 
obtener del subalterno que las órdenes sean ejecutadas con exactitud y sin vacilación. Implica la observancia de las 
normas y órdenes que consagra el deber profesional. 
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9. El DERECHO PENAL MILITAR Y LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA. 
 
 
9.1. EL OBJETOR DE CONCIENCIA COMO SUJETO DEL DERECHO PENAL MILITAR. 
 
 
El derecho penal es un derecho inminentemente castigador, por esto es que se considera la última 
alternativa a la que debe recurrir el estado para orientar o reprender las conductas desviadas de 
sus ciudadanos, no obstante en nuestro país es ampliamente omitido dicho principio  de “la 
ultima ratio”, con solo observar el código penal ordinario y el militar, nos podemos dar cuenta 
como se pretende dar solución a todos los problemas a través de la norma penal. 
  
Si el principio de “ultima ratio” fuera aplicable en Colombia desde el punto de vista practico, 
tendríamos que decir que un objetor de conciencia no debería ser tratado como delincuente, 
puesto que en principio, el que objeta de conciencia más que cometer un delito, ejerce un derecho 
de estirpe constitucional que el mismo estado le garantiza, de otra parte y ateniéndonos a la forma 
de estado adoptada por Colombia en donde se propugna la efectividad de los derechos 
reconocidos por el estado,  es importante referir que frente al ejercicio de la acción penal, el 
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Estado antes de imputarle al individuo la comisión de un hecho típico, antijurídico y culpable,  es 
necesario que cumpla los presupuestos constitucionales que lo fundamentan, creando  alternativas  
a los ciudadanos para que en el ejercicio de sus derechos tengan una opción diferente a la de 
vulnerar o poner en peligro bienes jurídicos tutelados; por ejemplo: si  se impone al médico la 
obligación de realizar un aborto y este se niega por razones de conciencia, el estado debe dar 
alternativas para  que tanto este derecho, el del médico, así  como el de la vida de la madre que se 
encuentra en peligro, se haga efectivo de manera armoniosa; de no existir alternativas para hacer 
efectivos los derechos fundamentales, sería vano hablar de estado social, siendo responsabilidad 
del estado Colombiano presentar opciones que permitan la efectividad de los derechos de los 
asociados.  
 
De otra parte, es preciso también  referirnos al hecho de que cuando el estado decide hacer uso 
del derecho penal para castigar al infractor, además de haberle dado alternativas de actuar de una 
u otra forma, garantizándole de manera efectiva sus derechos, como en este caso sería el de 
objetar de conciencia, también debe haber realizado  lo pertinente para que con antelación al 
ejercicio de la acción penal,  el ciudadano haya conocido a cabalidad  los limites que tenía en el  
ejercicio de ese derecho, pues si el estado guarda silencio sobre lo mismo, el ciudadano podrá 
alegar que su conducta no se encuentra prohibida y por lo tanto le era permitido realizarla. Y es 
en este último aspecto  en donde el  estado debe ser extremadamente cuidadoso, ya que no fijar 
limites a los derechos fundamentales implicaría que tendría que estar cediendo de manera 
permanente ante los intereses individuales, y lo mismo lo conllevaría a un caos social que 
impedirían un orden público aceptable y una convivencia pacifica. 
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Para el derecho penal, la objeción de conciencia adquiere importante relevancia  cuando supone 
la comisión  de una conducta que se encuentra descrita como delito en la ley penal ordinaria o 
militar respecto a la responsabilidad  y  a la pena a imponerle al sujeto agente  cuando se trata de 
un imputable, pues resulta claro que un inimputable  es objeto de medidas de aseguramiento y el 
hecho de que haya cometido un delito motivado por asuntos de conciencia o no, será un aspecto 
que se vera anulado y/o subsumido por el trastorno, inmadurez o desadaptación cultural que se le 
diagnostique. 
 
Conforme a lo anterior  y en  cuanto a la política criminal militar  Colombiana y los fines de la 
pena consagrados en el artículo 12 de la ley 1407 de 2010 (Código Penal Militar) que son de 
prevención general y especial, protectora y de reinserción, consideramos que no es lógico hablar 
de delincuentes de conciencia. 
 
Un delincuente es una persona que se aparta de los valores generales aceptados por la sociedad a 
la que pertenece, en muchos casos es una persona que obra por motivos que a la luz de la mayoría 
no son aceptados, unos optan por violar los bienes de otros individuos porque consideran que la 
justicia debe ser tomada por sus propias manos, porque cada quien debe recibir lo mismo que 
hace a los demás, otros porque consideran que no tienen oportunidades y delinquir es la manera 
más fácil de conseguirlas o por lo menos una forma de subsistir, otros delinquen simplemente por 
el gusto que les implica ver el sufrimiento ajeno y otros por satisfacer el gusto de aprovecharse de 
aquellos que por ignorancia o inocencia permiten el abuso de sus derechos; frente a las 
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motivaciones que alguna persona tiene, podríamos relacionar  una lista interminable; sin embargo 
y partiendo solo de estos pequeños ejemplos nos preguntamos, ¿es el objetor de conciencia en si 
un delincuente?, debe ser responsabilizado penalmente y merecer una pena tan drástica como la 
privación de la libertad?. 
 
Antes de dar un respuesta a estos planteamientos, es preciso  indicar que el objetor de conciencia 
en principio cuando actúa lo hace en ejercicio de un derecho de carácter fundamental amparado 
por la constitución nacional y la convención de derechos civiles y políticos del ciudadano, entre 
otras; así mismo, y en esto se diferencia de la llamada desobediencia civil, el objetor es un caso 
aislado dentro de la sociedad, por ende se presenta con poca frecuencia, además se trata de una 
persona por lo general pacifica que se sobrepone a realizar lo que la norma le impone 
absteniéndose de hacerlo sin propugnar un levantamiento cívico que ampare su causa, es una 
persona que demuestra una interiorización de valores tal que prefiere un castigo antes que 
sacrificar su más intimas convicciones; entonces aquí nos preguntaríamos nuevamente, si un 
sujeto que actúa como tal, ¿es peligroso para la sociedad, para si mismo, o para el estado?; que 
fin cumpliría la pena frente a un individuo que obra bajo estos presupuestos, será 
resocializadora?, será preventiva? O será acaso protectora?, y en este último evento protectora de 
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Por política criminal se entiende el estudio de los factores generadores de las conductas delictivas 
de los individuos en una sociedad determinada, y conforme a lo mismo el planteamiento de las 
posibles soluciones  que permitirán a largo plazo que dichos  factores generadores desaparezcan, 
se logre reorientar al individuo infractor frente a los valores que se hacen necesarios conservar  y 
proteger para vivir en sociedad de una forma pacifica, permitirle al individuo reconciliarse 
consigo mismo y con la sociedad y generar en la sociedad la confianza de que  todos podemos 
contar con que cada uno de nosotros respetara las normas y los derechos ajenos y que cuando 
alguno no lo haga será reprendido por ello.  
 
No obstante la anterior denominación, consideramos que en Colombia no existe una política 
criminal apropiada a la realidad y necesidades de nuestro país; ya hemos dicho que observamos 
con desasosiego como todos los problemas entre ciudadanos y estado pretenden solucionarse a 
través del derecho penal, se han tipificado tantas conductas como delitos que resulta difícil tanto 
actuar como sancionar porque todo esta penalizado, se imponen privaciones de libertad a la carta, 
sin ofrecer salidas eficaces a los problemas estructurales, ya que la pena privativa por si sola no 
garantiza que una persona no vuelva a delinquir, de otra parte, no se ha generado una política 
criminal preventiva  que advierta los problemas sociales que afrontamos y que incidirían en que 
las personas opten por realizar una conducta diferente al delito. 
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A lo anterior debemos agregar, que tampoco a nuestro juicio existe una formación en valores para 
nuestros menores, los cuales carecen de una cátedra educativa y pedagógica  que le enseñe a los 
individuos  desde sus primeros años, los derechos y deberes que como ciudadanos detentan en 
este estado que dice llamarse democrático de derecho; la mayoría de los Colombianos no solo 
desconocen los derechos que les son reconocidos constitucionalmente y  la forma en que pueden 
hacerlos efectivos, sino además en mayor grado, los deberes de los que son titulares frente a sus 
congéneres, la sociedad y el estado; resulta    faltan leyes que los reglamenten y a veces estando 
reglamentados se presentan hechos tan lamentables  como son, que las mismas autoridades del 
estado  se niegan a reconocerlos, o se encargan de colocar la mayor traba posible para que puedan 
hacerse efectivos, aspecto que ha obligado a los ciudadanos  casi que por exclusividad recurrir a 
la acción de tutela para su reconocimiento inmediato. 
 
Ahora, si lo anterior hace referencia a lo que sucede con la generalidad de los ciudadanos, que 
decir, respecto a la política criminal desde el ámbito militar; aquí es necesario tener en cuenta que 
aunque contamos con un código militar propio y un régimen disciplinario especial, la política 
criminal castrense va orientada en la mayoría de los casos a que el militar siempre sea 
responsable penalmente no solo por su condición de militar y  de servidor público, pues responde 
no solo por acción, si no también por omisión y por extralimitación en el ejercicio de sus 
funciones; además  en muchos casos se les desconoce  su condición de ciudadanos y las difíciles 
circunstancias en que deben actuar para garantizar el ejercicio de los derechos de los demás 
miembros del estado y el mantenimiento del  orden público y social. 
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 Consideramos bastante reprochable que a los objetores militares  de conciencia se les considere 
“delincuentes” y se les imponga una pena, especialmente privativa de la libertad, toda vez que en 
nuestro sentir cuando una persona actúa motivada por estos aspectos, sea el ciudadano común o 
el militar, lo que esta haciendo es ejercer un derecho legítimamente reconocido, de estirpe 
fundamental que además de esto y de su reconocimiento, hace parte inmanente de su vida misma 
y de  la dignidad  que le permite diferenciarse de otros especies, en el sentido de que puede 
expresarla y hacerla efectiva. 
 
Por último  consideramos que como los problemas de conciencia no son asuntos generalizados, si 
no que son aspectos inminentemente individuales y autónomos, en un principio el objetor a 
nuestro criterio no constituye un problema para la sociedad o el estado mismo. No obstante lo 
anterior, es preciso advertir que el análisis jurídico  de los “delitos de conciencia” no son 
solucionables de manera tan pacifica, y menos cuando el implicado es un servidor del estado con 
la envestidura de militar. 
 
El militar además de ser un ciudadano del estado, tiene una relación especial de sujeción con el 
mismo, es decir, hace parte esencial  del engranaje del aparato estatal y actúa como representante 
de este, tornándose en un hacedor  directo  a través del cual el estado logra sus fines, y es aquí 
donde tenemos que reconocer que  “un objetor militar”  podría representar un gran obstáculo  a la 
consolidación de la misión constitucional asignada  por el estado en beneficio de la sociedad y el 
interés común. 
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Si la decisión de conciencia se define como : “Aquel deber imperativo e inexcusable que obliga 
al sujeto a realizar o abstenerse de un comportamiento jurídicamente exigido, para evitar con ello 
una lesión irreversible a su dignidad y personalidad” (JERICÒ, 2007. p. 269); es preciso que el 
operador judicial  tenga claro  que no toda motivación que llevo a una persona a actuar contrario 
a  la norma puede catalogarse como ejercicio de su derecho a la libertad de conciencia y que este 
tipo de conductas no pueden analizarse   desde la misma perspectiva dentro de la teoría del delito 
produciendo las mismas consecuencias jurídicas, ya que aquí es fundamental analizar la función 
que ese ciudadano desempeña en la sociedad,  si este se encuentra o no al servicio del estado y 
cual es el papel que el mismo desarrolla; desde esta perspectiva encontraremos que las soluciones 
de política criminal nunca serán iguales para todos los ciudadanos, pues para un ciudadano que 
no ostenta frente al estado una relación de sujeción especial  su actuar podrá considerarse 
ajustado a derecho y por tanto justificado y exento de pena, mientras que para un militar o un 
servidor del estado, este mismo derecho será lo que sirva de fundamento para reprocharle su 
conducta  y sancionarlo, lo que en últimas implica la renuncia al mismo, aunque esta renuncia no 
sea voluntaria. 
 
Así las cosas, se podrá  concluir que en casi todas las ocasiones  para un militar el ejercicio de su 
derecho a la libertad de conciencia, no podrá plantearse siquiera como un estado de necesidad o 
el ejercicio de un derecho para ser exonerado de responsabilidad en la comisión de una conducta 
delictiva en el ámbito del código castrense, lo anterior en razón a su calidad de servidor público, 
su relación de sujeción con el estado y la función o mejor “rol” que desempeña en la sociedad; 
para nosotros tal y como lo explicaremos en posteriores capítulos, la única solución jurídica 
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viable a aplicar en el caso de que un militar justifique su conducta “delictiva” conforme a los 
delitos típicamente militares, en el ejercicio de su derecho a objetar de conciencia,  es que se 
construya en debida forma los elementos para predicar que el obrar típico tuvo origen en el 
legítimo ejercicio de un derecho, ubicando la causal de ausencia de responsabilidad dentro del 
estadio de la antijuridicidad en la estructura dogmática del delito, como en adelante se expondrá. 
  
 
9.3 LA OBJECION DE CONCIENCIA Y LA DOGMATICA PENAL DE LA  LEY 1407 DE 
2010 O CODIGO PENAL MILITAR. 
 
 
El nuevo código penal militar o ley 1407 de 2010, en un afán del legislador colombiano por 
actualizar el régimen penal a las modernas tendencias mundiales, adopto un sistema acusatorio 
mixto, bajo una predominante influencia de la dogmática penal acogida por la escuela finalista 
liderada por Hans Welsen, incorporando instituciones propias del funcionalismo,  al respecto 
relacionamos de manera muy breve los aspectos generales de los conceptos de tipicidad, 
antijuridicidad y culpabilidad, acogidas por nuestro actual código penal militar, para 
posteriormente indicar porque a nuestro criterio la objeción se conciencia puede considerarse 
como causal excusable de responsabilidad penal, desde el ámbito de los tipos penales 
estrictamente militares.  
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a. LA CONDUCTA HUMANA. 
 
En la dogmática penal de la escuela finalista acogida por nuestro actual estatuto castrense, la 
acción se considera como un comportamiento humano dirigido en búsqueda de un resultado fina, 
por eso es, un acontecer “final”, no solamente “causal”. La finalidad o el carácter final de la 
acción  se basa en que el hombre, gracias a su saber causal, puede prever, dentro de ciertos 
limites, las consecuencias posibles de su actividad, ponerse, por tanto, fines diversos y dirigir su 
actividad, conforme a su plan, a la consecución de esos fines. En virtud de su saber causal previo 
puede dirigir los distintos actos de su actividad, de tal modo que oriente el acontecer causal 
externo a un fin  y así lo sobre determine finalmente, la actividad final es un obrar orientado 
conscientemente desde el fin, mientras que el acontecer causal no ésta dirigido desde el fin, sino 
que es  la resultante causal   de los componentes causales existentes en cada caso. Por eso la 
finalidad es –dicho en forma grafica- “vidente”, la causalidad, “ciega”, como lo señaló WELSEN 
(1970) 
 
En consecuencia podemos concluir señalando, que la acción es un acontecer que modifica el 
mundo exterior  y que es dirigido voluntariamente por un ser humano  hacia la obtención de un 
fin propuesto, se dice que la acción es vidente porque cuando el ser humano actúa, ya ha 
anticipado el fin de su acto, y esto no sucede solo en el ámbito de los delitos, es algo que sucede 
de manera rutinaria  y a todo momento en el acontecer humano; por ejemplo cuando se dirige la 
voluntad a conducir un vehículo, se ha fijado el fin de la conducta cuyo objeto puede ser dar un 
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paseo, el transporte, el recoger a otra persona, etc. El fin permite que mi voluntad me lleve a la 
realización de la conducta. 
  
Así mismo, WELSEN, en el tema de la acción considero que entre la fijación del fin y su 
realización, había  varias etapas a recorrer, las cuales podían  concretarse en una fase interna y 
otra externa (1964), fases que son expuestas  de manera sencilla por el Maestro Nodier Agudelo 
Betancur (1993)41 en su obra los esquemas del delito, llegando a la conclusión tal y como lo hace 
WELSEN que la finalidad implica voluntad, por tanto en ese actuar, el sujeto conoce y quiere lo 
querido, razón que explica la ubicación del dolo y la culpa en los elementos subjetivos del tipo 
penal y no en la culpabilidad como lo sostenía la escuela causalista. 
 
                                                            
41Fase interna de realización; esta ocurre en la esfera del pensamiento comprendiendo a su vez: a. La anticipación 
mental del fin  que no es más que proponerse una meta. Por ejemplo, Pedro quiere matar a Diego. Este fin está  
“propuesto” en el tiempo, en un tiempo que no existe todavía y que la conciencia lo concibe recorriendo el tiempo 
hacia adelante:  b. Determinación de los medios. A partir de ese fin, retrospectivamente, se determinan los medios 
para alcanzar el objetivo propuesto. Es esto lo que hace el hombre con base en su saber causal: veneno, cuchillo, 
agua, lazo, garrote, revólver, etc. Todos  estos factores causales se le presentan como aptos para alcanzar su fin, 
sobre la base del conocimiento de la potencialidad  causal que de estos elementos tiene. Aquí se nota el papel de  
que juega la conciencia en el proceso del acontecer humano, que es  acontecer final. Lo anterior ocurre solo en la 
mente, pues la imaginación es la única que tiene libertad de  movimientos en la intuición del tiempo…A lo anterior es 
a lo que se refiere WELZEN  cuando dice que la “finalidad es vidente”. Para mayor  claridad podríamos afirmar que 
“la acción final del hombre es vidente” o sea está connotada porque se realiza con base en la facultad que tiene el 
hombre de saltar por encima del curso del tiempo y anticipar lo venidero, “poniendo en mira” algo, con base en su 
saber causal. Dicho en otra forma: finalidad es dirección de la voluntad hacia metas propuestas por la conciencia que 
se adelanta en el tiempo;   C. consideraciones de otros posibles efectos de la acción: Una vez se ha propuesto el fin 
y ha pensado en los medios de  realización de la acción y el cómo y el cuándo, “hacia adelante”, considera el hombre 
los posibles efectos concomitantes de su acción, dados los medios elegidos, la forma y la oportunidad de su 
utilización  FASE EXTERNA DE REALIZACIÒN: Recorridos los pasos de la etapa anterior, ( establecimiento del fin, 
elección de medios, consideración de efectos concomitantes), el hombre, poniendo en movimiento los medios 
elegidos, desata el proceso causal, lo pone en marcha conforme el plan establecido en vista del fin deseado, con lo 
que el resultado es el fin, junto con los efectos concomitantes realizados. Denominamos a esta segunda etapa, fase 
externa de realización, pues ocurre en el mundo real; el sujeto actualiza ya su capacidad de dirigir el proceso causal., 
en orden a la configuración de la realidad. La  potencialidad de configuración se hace real sobre el mundo: el apretar 
el gatillo, prenderse el fulminante, la combustión de la pólvora  , la producción de los gases, la expulsión del proyectil 
y el avance en el espacio d con sus movimientos de rotación y traslación, el impacto en la víctima, la caída y la 
muerte de ésta, todos son fenómenos causales, desatados por el sujeto, configuraciones de la realidad debidas a su 
mano …Todo lo anterior  nos explica pues, el alcance de lo apuntado en un principio con WELZEN  de que la 
“finalidad  es “vidente”, la causalidad es “ciega”. 
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Por tanto, como los tipos penales describen conductas, el tipo siempre implicara un aspecto 
objetivo y subjetivo (entre estos el dolo y la culpa), ya que la acción típica solo se puede 
establecer  a partir de la consideración  del contenido de la  voluntad del sujeto agente.  
 
b. LA TIPICIDAD. 
 
Al consagrar normativamente el concepto de dolo y culpa dentro de la legislación penal 
castrense, se estableció una concepción finalista de las modalidades de la conducta punible, tal y 
como lo establecen los artículos 24 y 25 de la Ley 1407 de 2010 o nuevo código penal militar42, 
así las cosas, el uniformado que infrinja la ley penal debe no solo conocer los hechos 
constitutivos de infracción penal, sino además dirigir inequívocamente su voluntad a la 
realización u omisión de una conducta típica, correspondiendo en su generalidad los delitos de 
función, o típicamente militares, a conductas descritas bajo la modalidad dolosa, registrándose 
entre ellas los delitos de desobediencia, insubordinación, ataque, deserción, abandono de servicio 
o de puesto, centinela, sabotaje, cobardía,  revelación de secreto, entre otros. 
 
El artículo 39 de la ley 522 de 1999 o Código Penal Militar, establecía que solo se sancionan los 
hechos punibles dolosos, a menos que la propia ley establezca expresamente sanciones para 
conductas culposas o preterintencionales, determinando como formas de culpabilidad el dolo, la 
                                                            
42 El nuevo código penal militar, establece respecto del dolo y la culpa, lo siguiente: 
“Artículo 24. Dolo. La conducta es dolosa cuando el agente conoce los hechos constitutivos de la infracción penal y 
quiere su realización, o cuando ella ha sido prevista como probable y la producción del resultado se deja librada al 
azar. 
Artículo 25. Culpa. La conducta es culposa cuando el resultado típico es producto de la infracción al deber objetivo de 
cuidado y el agente debió haberlo previsto por ser previsible, o habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo.” 
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culpa y la preterintención, bajo una clara concepción clásica del derecho penal, definiendo que la 
conducta es culposa cuando el agente ejecuta el hecho punible por falta de previsión del resultado 
previsible o cuando habiéndolo previsto confió en poderlo evitar (ARTICULO 42), por incurrir 
en un comportamiento negligente, imprudente, imperito o violatorio de reglamentos . 
 
No obstante lo anterior,  en virtud de que el artículo 23 de la ley 599 de 2000 o Código Penal, que 
señala que la conducta es culposa cuando el resultado típico es producto de la infracción al deber 
de cuidado y el agente debió haberlo previsto por ser previsible, o habiéndolo previsto, confió en 
poder evitarlo, se introdujo una nueva concepción del delito culposo dentro del ámbito del 
derecho penal Colombiano, criterio recogido por la Ley 1407 de 2010 o Nuevo Código Penal 
Militar, que la cataloga, no como una forma de culpabilidad, sino como una modalidad de la 
conducta punible43, siendo la culpa parte estructural del tipo penal respectivo, lo que significa, 
que será atribuible en la modalidad culposa un resultado dañino concreto que a pesar de no ser 
querido por el agente, en contraposición al dolo, sea producto o consecuencia de la inobservancia 
al deber objetivo de cuidado, es decir, cuando con su comportamiento el agente ha creado un 
peligro para el objeto de la acción no abarcado por el riesgo permitido (teoría de la imputación 
objetiva) (CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA PENAL, 2003).     
 
En el delito imprudente  lo importante no reside en actos de voluntariedad del sujeto agente, 
superando así aquellas tendencias ontológicas que enlazaban acción y resultado con exclusivo 
                                                            
43 Los artículos 21 de la Ley 599 de 2000 y 23 de la Ley 1407 de 2010, tienen idéntica redacción, determinando 
frente a las modalidades de la conducta punible, lo siguiente: “La conducta es dolosa, culposa o preterintencional. La 
culpa y la preterintención solo son punibles en los casos expresamente señalados en la ley.” 
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apoyo en las conocidas teorías de la causalidad44, sino en el desvalor de la acción por él realizada, 
en inobservancia del deber de cuidado, siempre y cuando el resultado típico se encuentre ligado 
por un nexo de causalidad o determinación con la acción, es decir, el desvalor del resultado, que 
estuvo en condiciones de conocer y prever el sujeto activo.   
 
Por lo tanto, como en el delito imprudente la reprochabilidad penal por culpa se ubica en la 
tipicidad, más concretamente en la acción, el administrador de justicia debe interactuar con el 
concepto de riesgo permitido, con la invariable constatación de los elementos subjetivos que lo 
acompañan, como son los de conocer el riesgo y cuidado debido, adicionando el desvalor de 
resultado o el daño propiamente ocasionado. 
 
A diferencia de lo que ocurre en la modalidad dolosa de la conducta punible, en la que existe una 
relación entre intención o voluntad dirigida a un fin y un resultado típico, en la modalidad 
culposa no hay una relación intencional, es decir, la conducta no está orientada o dirigida a un 
predeterminado fin o resultado típico, lo que se presenta es un acto voluntario con 
desconocimiento del deber de cuidado, que ocasiona con base en un nexo de causalidad un 
resultado dañoso que el sujeto agente pudo conocer y prever (CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA, 2010). 
 
Los componentes objetivos o normativos del tipo culposo son: un sujeto activo, que puede ser 
indeterminado o calificado; la acción extra típica, constituida por la infracción al deber objetivo 
                                                            
44 Como corresponde a la teoría de la equivalencia, conditio sine qua non, causalidad adecuada, relevancia típica. 
LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA COMO CAUSAL DE AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD EN LA 
JURISDICCIÓN PENAL MILITAR.                    105 
 
de cuidado; la realización de un resultado lesivo y relevante, descrito en la norma penal imputada 
y la relación de causalidad o nexo de determinación, que corresponde al vínculo que debe existir 
entre la transgresión al deber objetivo de cuidado y el resultado típico. 
 
Concepción de la que no puede apartarse la justicia castrense, puesto que pese a que corresponde 
a una jurisdicción especializada,  de ninguna manera puede por ello desconocer los parámetros 
constitucionales y los principios del derecho penal que irradian a la jurisdicción ordinaria, en ese 
sentido el Tribunal Superior Militar, con ponencia del TC. CAMILO ANDRES SUAREZ 
ALDANA,  señaló que dentro de la investigación penal castrense, tratándose de delitos culposos 
lo que  ha de verificarse es si el presunto comportamiento imprudente puede ser entendido como 
una dejación de la esfera de control, esto es, si el proceder generó el resultado lesivo, o si a 
contrario se obró con prudencia, presupuesto para afirmar que de todas maneras se habría 
producido el resultado lesivo (TRIBUNAL SUPERIOR MILITAR, 2010), postura que 
igualmente ha sido adoptada en otras oportunidades por el Tribunal Superior Militar, como el 
proferido en providencia radicada bajo el número 152638, con Ponencia del TC. Fabio Enrique 
Araque Vargas45. 
                                                            
45 En aquella oportunidad el Tribunal Superior Militar, sostuvo: “(…) Para encontrar la respuesta, conveniente resulta 
señalar que en la sociedad actual, se acepta poner en riesgo determinados bienes, siempre y cuando se encuentren 
dentro de límites fijados, y si la conducta está dentro de ellos, se predica que tal comportamiento está dentro del 
riesgo permitido, también, para abordar el concepto de la causalidad. El estudio del derecho penal, en su desarrollo 
ha enfrentado discusiones sobre el tratamiento de aquellos delitos que implican la omisión, o aquellos resultados 
típicos obtenidos de la no ejecución de determinada conducta; y la problemática constituida en cuando se podía 
señalar que aquella omisión estaba causalmente unida al resultado. 
 (…) 
Y por último, a grandes rasgos, apareció iv) La teoría de la imputación objetiva, donde pasa por teorías naturalistas 
de causalidad para llegar a teorías normativas de causalidad, y es así, que hoy en la moderna teoría del delito se 
señala que la simple causalidad no basta para la imputación jurídica del resultado.” 
Ahora bien, es claro que en la relación de los hombres y los bienes en sociedad implica asumir determinados 
riesgos, de lo contrario, la interacción social sería imposible. Esos riesgos a que nos referimos, la doctrina ha 
buscado sus fuentes para determinar cuándo son permitidos y cuándo se han incrementado, desbordado o 
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c. LA ANTIJURIDICIDAD 
 
En lo que se refiere a la antijuridicidad definida en el artículo  17  del estatuto castrense como la 
lesión  o puesta en peligro, sin justa causa, del bien jurídicamente tutelado. Podemos advertir  que 
nuestro sistema penal militar prescribe que se elevan a la  categoría de delitos  conductas que 
afectan los valores que la sociedad considera importantes para el cumplimiento de la misión 
constitucional asignada a las fuerzas militares, proveyéndolas de sanción, no obstante, es 
importante aclarar que en nuestro sistema no se exige que haya un daño efectivo a estos, basta 
con que se ponga en riesgo su integridad para que se pueda hablar de conducta contraria al 
derecho y por tanto  susceptible de castigo (WELZEL, 1970)46. Según esto, la acción humana 
puede ser valorada en si misma, sin consideración a su resultado si no según su sentido, y a esto 
                                                                                                                                                                                                
sencillamente son riesgos no permitidos. Para ello, se acude i) al ordenamiento  jurídico, ii) la costumbre o las reglas 
de la vida y iii) a un juicio comparativo entre la conducta del hombre medio y el sujeto agente. 
Así las cosas, y adentrándonos en la valoración de la situación fáctica frente a los anteriores presupuestos, tenemos 
en primer término, que el ordenamiento jurídico no puede contener todas las hipótesis de riesgo no permitido y luego 
entrar a prohibir cada una de ellas, respecto de la prohibición de estacionar un vehículo en la vía pública es una 
restricción sólo en determinados lugares, y no es menos cierto que dicha prohibición busca salvaguardar la 
movilidad o el flujo vehicular, no se puede entender que el fin de protección de tal norma prohibitiva es la 
salvaguarda del patrimonio económico o la protección de los bienes de la administración. Es decir, si el resultado 
producido no es de aquellos que trataba de evitar la norma de cuidado, no le es imputable a quien ha originado el  
riesgo jurídicamente desaprobado. 
Los problemas de la tipicidad frente al contenido causal, fue encontrando, en el marco de la teoría de la imputación 
objetiva, un instrumento conocido como el fin de protección de la norma, para con él, superar las teorías de la 
casualidad adecuada, así lo precisó la Doctrina: 
“…Ante la falta de resultados prácticos de la “teoría de la causalidad relevante” de Mezguer, el mejor criterio era el 
del “fin de protección de la norma”, especialmente en el ámbito del delito imprudente (…) este criterio resulta con 
claridad que el problema del tipo no era un problema causal, sino una cuestión relacionada con la interpretación 
teleológica de los tipos penales y la determinación de su alcance….” “…Acude a un punto de vista práctico, el topos 
de la “previsibilidad objetiva” facilitaba la imputación versarista de resultados. Es decir, era un criterio demasiado 
extenso, elástico o indefinido que encerraba el peligro de que su utilización por parte de la jurisprudencia conducía o 
podía conducir a que se imputara todo resultado que tuviera su origen en una conducta ilícita…” 
46 Al respecto, el finalismo refiere lo siguiente:“…La misión del derecho penal consiste en la protección de los valores 
elementales de conciencia, de carácter ético social, por esto la misión más profunda del derecho penal es de 
naturaleza ético-social y de carácter positivo. Al prescribir o castigar la inobservancia  efectiva de los valores 
fundamentales de la conciencia jurídica revela, en la forma más concluyente a disposición del estado, la vigencia 
inquebrantable de estos valores positivos de acto junto con dar forma al juicio ético-social de los ciudadanos y 
fortalecer su conciencia de permanente fidelidad jurídica…”  
 
LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA COMO CAUSAL DE AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD EN LA 
JURISDICCIÓN PENAL MILITAR.                    107 
 
se le denominara valor de acto, o también  puede ser valorada según sus logros, y  a esto se le 
denominara valor de resultado (AGUDELO, 1993). 
 
Frente a estos aspectos debemos referirnos al hecho de que la mayoría de las conductas 
tipificadas en los tipos penales militares no exigen un resultado efectivo en lo que respecta a la 
violación del bien jurídico tutelado, basta con que se ponga en peligro, entre otros la disciplina, el 
honor, el servicio para que se considere que el infractor  debe ser objeto de sanción, podríamos 
entonces concluir que nuestro sistema convalida enfáticamente el desvalor de acción, tal y como 
ha sido reconocido jurisprudencialmente por el Tribunal Penal Militar (2009)47.   
 
En este sentido, habrá que señalar que dentro de las causales de ausencia de responsabilidad 
contenidas en el artículo 33 del Código Penal Militar, se establece la de obrar en legítimo 
ejercicio de un derecho, de una actividad licita o de un cargo público, causal de justificación de la 
conducta punible que puede servir de referente como fundamento para que se reconozca en  el 
                                                            
47 “(…) Frente a la postura de la impugnante y los argumentos esbozados en el recurso, encuentra la Sala necesario 
efectuar la siguiente precisión. Se ha de recordar a la impugnante que si bien es cierto la norma penal en Colombia, 
se inspira en postulados de normas objetivas de valoración y subjetivas de determinación, no lo es menos que 
prevalecen o identifican nuestro sistema las normas objetivas de valoración, a partir de las cuales debe el funcionario 
judicial penal militar determinar lo valioso o disvalioso de la conducta, de cara al bien jurídico tutelado. Esto es, al 
componerse el injusto de los tipos objetivo y subjetivo,  no basta por sí solo el desvalor de acción expresado en el 
tipo objetivo, para formular un juicio de responsabilidad, sino que se requiere la verificación de la afectación del  bien 
jurídico tutelado, esto es, el desvalor de resultado.   
Sabido que el desvalor de acción es apenas cofundamentador del injusto, razón por la cual los motivos o 
circunstancias meramente fácticas constituyen la tipicidad objetiva, es por lo que mal se hace al considerar, en el 
caso en estudio, que el solo reconocimiento médico legal, es el presupuesto suficiente para demostrar la 
responsabilidad del procesado a título de dolo, como erradamente lo concibe la Agencia Fiscal. Ha reiterado la Sala 
que la mera realización de la conducta, entendida si se quiere, en su concepción ontológica, o por supuesto jurídica, 
por sí sola no es presupuesto suficiente para formular un juicio de imputación, menos aún,  juicio de responsabilidad. 
Es necesario verificar la presencia del dolo y a partir de allí, consecuentemente la afectación del bien jurídico.   
Un estudio desapasionado de la prueba obrante, permite inferir que en efecto, el procesado acudió al sitio de los 
hechos en ejercicio de su función y que su accionar no correspondió al ánimo, conciencia y voluntad de lesionar, de 
atentar contra la integridad personal de J. C, sino de  evitar males mayores, ante la discusión, con vocación de riña, 
que se presentaba entre J y G.  
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ámbito militar la objeción de conciencia como causal de ausencia de responsabilidad, discusión 
que será objeto del capítulo precedente. 
  
d. LA CULPABILIDAD 
 
Por último y en lo que al tema de la culpabilidad se refiere, nuestro sistema no es explicito en 
indicar su concepto y elementos,  el artículo 18   de la normatividad castrense, indica: “…Sólo se 
podrán imponer penas por conductas realizadas con culpabilidad. Queda erradicada toda forma de 
responsabilidad objetiva…” 
 
Para la dogmática finalista la culpabilidad es puro juicio de reproche, juicio que se compone de 
los siguientes elementos: imputabilidad, conciencia actual o  potencial de la antijuridicidad  y 
exigibilidad de otra conducta; es decir, culpabilidad es el reproche que se le hace al sujeto 
imputable, que ha obrado de  manera típicamente dolosa o culposa y con antijuridicidad; tal 
reproche se le hace al individuo porque no se comporto conforme al derecho habiéndolo podido 
respetar (AGUDELO, 1993). 
 
Al respecto  el derecho penal militar ha adoptado el criterio de que la culpabilidad es un juicio de 
reproche, por su carácter jurídico con relación al acto cometido y respecto del cual ya se ha 
referido su naturaleza antijurídica (TRIBUNAL SUPERIOR MILITAR, 2008)48.  
                                                            
48 “Proscripción de la responsabilidad” La culpabilidad de la que tratamos es de carácter jurídico, no sólo ético. Está 
en relación con las normas legales, y las escalas a emplearse para los efectos de su medición son, asimismo, de 
naturaleza jurídica. De modo que el juicio de desvalor en qué consiste la culpabilidad, y que se formula en relación al 
acto anti jurídico cometido, es autónomo en relación a otros juicios de desvalor que pueden pronunciarse; por 
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10. LA OBJECIÒN DE CONCIENCIA COMO CAUSAL DE EXONERACION DE 






Antes de llegar al presente capitulo, se ha  analizado la figura de la objeción de conciencia  de 
manera independiente, su evolución legal y jurisprudencial, ubicamos al lector en algunos 
conceptos básicos propios de la carrera militar como  como lo fueron  la institución castrense, la 
función militar, el servicio y la carrera militar, conceptos castrenses como las relaciones 
especiales de sujeción y la obediencia debida frente a la objeción de conciencia y finalmente 
                                                                                                                                                                                                
ejemplo, desde una perspectiva moral. De ahí que la afirmación de la preponderancia del principio “no hay pena sin 
culpabilidad”, en nuestro derecho penal, implica ni una confusión entre el derecho y la moral, ni una sobrestimación 
de la culpabilidad en detrimento de la lesión del bien jurídico.  
El juicio de reproche que se formula contra el sujeto activo de la conducta, es en razón del acto cometido, y respecto 
al cual ya se ha afirmado su naturaleza antijurídica. Los juristas han sostenido, teniendo en cuenta esta peculiaridad, 
que nuestro derecho penal es un derecho de acciones o de acto y que, por lo tanto, también la culpabilidad es una 
culpabilidad referida a comportamientos, mas no a la manera de ser del agente. De otro lado, no es de admitir la 
denominada “culpabilidad del carácter” o “culpabilidad por conducta de la vida”, en la que el juicio de reproche se 
formularía con ocasión de la realización de una acción; pero, en base a la total personalidad del agente. Sin 
embargo, hay que recordar que la determinación del grado de culpabilidad no sólo se hará teniendo en cuenta el acto 
antijurídico aislado, sino también considerando las circunstancias de hecho y personales en que actuó. 
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expusimos de manera muy breve la dogmática penal sobre la cual se asienta el código penal 
castrense.   
 
Conforme a lo anterior procedemos a realizar un análisis de la objeción de conciencia  sustentada  
en el hecho de ostentar la categoría de derecho fundamental y  los bienes jurídicos protegidos por 
el derecho penal militar. 
 
 




Antes de continuar en nuestro análisis desde la estructura dogmática del delito, para poder 
concluir si la objeción de conciencia puede excusar de responsabilidad penal al militar que la 
invoca, tenemos que hacer varias precisiones: 
 
1. Los delitos militares que atentan contra la disciplina (la insubordinación, la 
desobediencia, los ataques y amenazas), el servicio ( el abandono del comando y del puesto, 
el abandono del servicio, la deserción, del centinela, la libertad indebida de  prisioneros de  
guerra, la omisión de abastecimiento) y el honor (la cobardía, el comercio con el enemigo, 
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injuria y calumnia) no admiten la modalidad culposa, es decir, el sujeto agente debe conocer 
y querer la realización de la conducta punible. 
 
2. Todos los delitos  que atentan contra la disciplina, el servicio y el honor son delitos de 
función, es decir, cualquier conducta de las consagradas en los títulos que protegen estos 
bienes jurídicos afectan directamente la función constitucional asignada a las fuerzas 
militares, ya sea porque impiden el ejercicio  de la misión o porque desestabilizan la 
estructura de la organización castrense. 
 
3. La mayor parte de los  delitos  que atentan contra la disciplina, el servicio y el honor son 
tipos penales de peligro, es decir, que para imputar la comisión de un hecho no se requiere un 
resultado atribuible con consecuencias latentes y visibles para la institución castrense, basta 
con que se haya puesto en peligro el bien jurídico tutelado para considerar consumada la 
conducta. 
 
4. la objeción de conciencia es un derecho fundamental de carácter individual. 
 
5. La carrera militar es una profesión de vida que vela por la realización de los intereses 
generales y el bien común; el militar no solo es el representante del estado ante la 
comunidad, sino también garante del cumplimiento de las disposiciones legales tendientes a 
garantizar la existencia del estado y la estabilidad de la población. 
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6. La objeción de conciencia no existe como causal legal eximente de prestación del 
servicio, sin embargo, a nivel jurisprudencial la Corte Constitucional le otorgo tal categoría 
conforme a la sentencia C-728 de 2009. 
 
7. El código penal militar actual, ley 1407 de 2010, no diferencia las causales de 
exoneración de responsabilidad penal conforme a la parte de la estructura del delito que 
afecten, es decir,  no las cataloga conforme excluyan la tipicidad, la antijuridicidad o la 
culpabilidad como si lo hacía el anterior régimen penal castrense  ley 522 de 1999, que en 
sus artículos  34 y 35 las clasificaba como causales de justificación y causales de 
inculpabilidad; ahora todas fueron agrupadas y definidas técnicamente, bajo la expresión 
“ausencia de responsabilidad”, las cuales se encuentran contenidas en el artículo 33 de la 
actual normatividad. 
 
8. La objeción de conciencia de reconocerse como casual de  exoneración de 
responsabilidad  genérica de exclusión o ausencia de responsabilidad penal, solo podría 
ubicarse en el numeral 5 del artículo 33 que Indica esta exento de responsabilidad quien obre 
el legitimo ejercicio de un derecho, ya que aunque algunos autores consideran también 
podría ubicarse dentro del  llamado estado de necesidad, en nuestro criterio dicha apreciación 
no es acertada, ya que la necesidad obedece a una  conducta que se realiza porque no se tenía 
una opción diferente de actuar, por el contrario, el ejercicio de un derecho legitima al agente 
a actuar contrario a la norma ya que existe un derecho que le permite comportarse de esa 
manera. 
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10.3  LA OBJECION DE CONSCIENCIA COMO CASUAL DE ATIPICIDAD EN EL 
DERECHO PENAL MILITAR. 
 
 
Si partimos del hecho de que nuestra dogmática se surte de los fundamentos filosóficos de la 
escuela finalista, en la cual se considera que toda acción humana esta orientada desde sus inicios 
por un fin, y que ese fin, es el que nos permite señalar  que el dolo y la culpa son elementos 
subjetivos del tipo, es preciso concluir, que cuando un militar, por ejemplo se abstiene a cumplir 
una orden de bombardear un objetivo militar  establecido previamente y bajo la orden legitima de 
un superior, por que su conciencia  le advierte sobre la muerte de seres humanos que aunque 
“enemigos” no  pierden su condición de humanidad, tendríamos que  decir, que su conducta en 
principio es dolosa, primero porque el delito de desobediencia no admite la figura de la culpa, y 
segundo, porque cuando el militar decide contravenir la orden militar impartida, en este caso al 
“no bombardear” el objetivo militar indicado en una orden de operaciones, se esta anteponiendo 
el fin “no obedecer la orden impartida”, es decir, conoce que debe cumplir la orden militar 
impartida pero voluntariamente decide no apretar el gatillo para entregar armamento en el 
objetivo militar, lo que implica una acción final a titulo doloso, porque conocía que como militar 
debía cumplir la orden y  voluntariamente se abstuvo de hacerlo. 
 
Si la conciencia e intima convicción del miembro de la fuerza pública le advierte que debe 
abstenerse de cumplir una orden militar emitida por su superior, por ser manifiestamente 
contraria a la Constitución o la Ley, no puede señalarse que el subalterno ha incurrido en tipos 
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penales contra la disciplina, como puede corresponder a los delitos de desobediencia o 
insubordinación, sino que por el contrario se señalará que ha actuado conforme a derecho, puesto 
que a pesar de hallarse compelido como militar a obedecer las ordenes por mandato 
Constitucional y legal, dicha obediencia no puede ser absoluta o ciega, sino que ante ordenes 
ostensiblemente irregulares, ilegales o arbitrarias, le esta dada la facultad de apartarse de la 
misma, conforme lo establecido por la Corte Constitucional en  Sentencia  C-431 del 6 de mayo 
de 2004, con ponencia del Dr. MARCO GERARDO MONROY CABRA, sin señalar por escrito 
las razones para ello, como se explicó en capitulo anterior en el que se analizó la obediencia 
debida frente a la objeción de conciencia. 
 
Situación en la que por interpretación constitucional se permite al uniformado oponerse a la 
orden superior cuando esta contraviene manifiestamente la constitución y la ley, constituyendo en 
la comunidad militar lo que podría llamarse una “conciencia jurídica”; que a diferencia de la 
conciencia individual no proviene del interior del individuo sino del exterior impuesta en forma 
de norma jurídica,  a través de la cual el uniformado puede desobedecer la orden militar sin 
incurrir en delito alguno, por cuanto actúa amparado bajo la convicción intima, personal, absoluta 
y  sincera de que acatarla contraviene el ordenamiento jurídico. 
 
En este evento, no podría hablarse propiamente del ejercicio del derecho a objetar de conciencia 
como argumento para establecer la ausencia de responsabilidad por parte del uniformado, sino 
que por el contrario, se estaría frente a una conducta atípica, por cuanto de presentarse una orden 
ilegal, la misma se desnaturaliza al adolecer de uno de sus elementos fundamentales, que 
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corresponde a la legitimidad de la cual debe estar investida para ser ejecutable,  exigiendo los 
tipos penales contra la disciplina, como la desobediencia o la  insubordinación, para su 
configuración normativa el incumplimiento a una “orden legítima del servicio”. 
 
 
10.4  LA OBJECION DE CONCIENCIA COMO CASUAL DE JUSTIFICACIÓN EN EL 
DERECHO PENAL MILITAR. 
 
 
Ya hemos dicho que la mayoría de los delitos estrictamente militares no exigen la concreción de 
un resultado dañino para considerar realizada la conducta, basta con la simple puesta en peligro 
del bien jurídico protegido para considerar la conducta contraria a derecho y por tanto 
sancionable. 
 
También nos hemos referido a la especialísima connotación que tienen los bienes jurídicos que se 
pretenden proteger a través del código penal militar, los cuales no solo van dirigidos a proteger a 
la institución castrense, si no que buscan garantizar el cumplimiento de la función constitucional 
atribuida a las fuerzas militares. 
 
Lo anterior nos permite concluir, en nuestro criterio, que la objeción de conciencia puede ser 
planteada por el militar como una causal de justificación en algunos tipos penales de función, 
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teniendo en cuenta la manera en que fue incorporado el uniformado y atendiendo las siguientes 
razones fundamentales: 
 
1. La imposición por parte del estado al objetor para incorporarse a las filas, como ocurría en 
Colombia con el servicio militar obligatorio, cuyo marco legal no establece como excepción 
razones de conciencia, lo que implica el desconocimiento del ciudadano por parte del estado, 
como individuo dotado de aspectos particulares que lo diferencias, definen y caracterizan del 
resto de sus semejantes, para obligarlo a adoptar una forma de vida contraria a sus 
convicciones, por lo que la incorporación forzosa al estamento castrense, implica la 
imposición de formas, procedimientos, acciones, estructuras y políticas que rigen la 
institución y que pueden resultar contrarias a convicciones profundas de un individuo en 
particular. 
 
2. La relación especial de sujeción que se adquiere con el estado como servidor público, solo 
puede darse en relación con un acto de la voluntariedad del ciudadano y no con la mera 
imposición arbitraria por parte del estado,  de obligaciones que exceden las atribuidas a la 
generalidad de la sociedad. 
 
3. El compromiso que se adquiere con la comunidad como garante de las funciones asignadas 
constitucionalmente, se da en virtud de la aceptación voluntaria de responsabilidades de 
salvaguarda y no en virtud exclusiva del principio de solidaridad. 
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4. La situación de perturbación del orden público que afronta nuestro país y que le permitió al 
actual Gobierno reconocer políticamente la existencia de un conflicto de carácter no 
internacional (LEY 1448, 2011), tal y como ya lo habían hecho otras instituciones del estado, 
entre ellas la Corte Constitucional (CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA PENAL, 
2003)49, no le permite al estado en desarrollo de postulados de Derecho Internacional 
Humanitario, vincular a las hostilidades a integrantes de la sociedad civil que no desean 
participar de ellas. 
 
5. Las convicciones de carácter religioso, moral o ético que determinen la imposibilidad del 
ciudadano en cumplir con la obligación constitucional de prestar el servicio militar, deben 
ser profundas, serias, públicas y personales, por lo que no puede ser alegada por una 
comunidad en general, sino que deben ser evaluadas en cada caso particular, a fin de 
corroborar si las mismas tienen la suficiente entidad para excluir del servicio militar a quien 
las alega.   
 
Conforme a lo anterior, si bien es cierto que en cuanto al militar que voluntariamente ha 
adquirido dicha calidad  prácticamente el derecho a objetar de conciencia le esta vetado, puesto 
que como miembro del estado  no podrá abstenerse de cumplir con las responsabilidades 
asumidas libremente, no puede señalarse la misma condición respecto de quien ha sido 
incorporado de manera obligatoria, puesto que en la medida de que registre convicciones serias, 
profundas, publicas y permanentes que discrepan de los de la institución castrense, su actuar 
                                                            
49 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, sala de casación penal; Proceso ° 29753, Magistrado ponente JOSÉ 
LEONIDAS BUSTOS MARTÍNEZ, Aprobada mediante  acta No.16; Bogotá, D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil 
diez (2010). 
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típico puede ser justificado en determinados casos, tratándose de delitos de función, para ello se 
deberá demostrar por parte del uniformado, lo siguiente: 
 
1. Que la persona que lo invoca demuestre, que ingreso a ejercer la profesión militar en 
cumplimiento de una obligación constitucional (servicio militar obligatorio), bajo coacción 
(negativa del retiro o llamamiento de reservas),  por miedo insuperable o engaño. 
 
2. Que registra con anterioridad a la fecha de incorporación convicciones profundas, serias, 
públicas y permanentes que efectivamente riñan con las normas militares de conducta, 
procedimientos, usos y formas de la institución castrense, debiendo tener presente que no 
toda cosmovisión ética, moral o religiosa riñe con la milicia, debiéndose determinar si la 
posición del objetor se encuentra respaldada por la doctrina, fundamento o creencia que dice 
practicar. 
 
3. Que en su específico caso, el estado no cumplió con su deber de informarle que podía ejercer 
su derecho a objeta y que este derecho realmente se sobrepone al cumplimiento de la ley por 
representar para si, la perdida de su dignidad como ser humano. 
 
4. Haber hecho públicas con anterioridad a la comisión del delito, de cualquier forma,  su 
postura religiosa, ética o moral que contraviniera los postulados castrenses. En nuestro punto 
de vista consideramos tal y como lo expresamos cuando hablamos de las características del 
derecho a objetar de conciencia, que el individuo que pretenda hacerlo valer como ejercicio 
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de un derecho debe haberlo expresado ex antes de que se haya presentado la situación 
delictual que pretende justificar, puesto que si se enlista por ejemplo a prestar el servicio 
militar y posteriormente descubre que no es de su gusto y conforme a esto decide abandonar 
el servicio, el ejercicio del derecho no podrá justificarlo en el silencio que guardo, ya que 
demostrará con esta actitud que la convicción que dice tener para no prestar el servicio no 
obedece a una decisión de conciencia como tal.  
 
5. Que  respecto del militar que pretende excusar la no realización de lo ordenado por razones 
de conciencia  no recaiga de manera exclusiva y en calidad de garante la obligación de 
realizar  la conducta impuesta por la ley. 
 
6. Que el seguimiento o cumplimiento de las convicciones que tenga el objetor,  no produzca la 
vulneración de derechos a terceros, la producción de daños a las personas o el ejercicio de 
actos violentos sobre las personas o las cosas. 
 
Resulta necesario señalar que no en todos los delitos de función podrá predicarse el ejercicio del 
derecho a la objeción de conciencia como causal de justificación, sino que esta se encuentra 
condicionada a la comisión de delitos “militares” cuando el tipo penal exija el cumplimiento de 
ordenes que afecten la esfera intima de las personas, pero nunca cuando estos prohíban 
comportamientos contrarios a la función militar relacionada con la defensa de la soberanía, la 
independencia, la integridad territorial o el orden constitucional (CONSTITUCION POLÍTICA 
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DE COLOMBIA, Art.217) o cuando involucran actos de violencia o de incumplimiento de 
funciones de protección, reserva o comando. 
 
En este sentido tenemos que frente a delitos como la desobediencia,  la deserción o la cobardía 
puede predicarse el ejercicio del derecho a objetar de conciencia como causal de justificación, 
puesto que los tipos penales implican el cumplimiento de ordenes que en determinados casos 
pueden afectar la conciencia de algunas personas, como por ejemplo en el delito de desobediencia 
cuando el subalterno se niega a cumplir la orden impuesta por ser contraria a sus creencias, en el 
delito de deserción cuando el objetor se evade del servicio por que permanecer en él contraviene 
sus convicciones o en el delito de cobardía cuando el objetor antepone su intima opinión de la 
vida como valor supremo y evita enfrentar a su enemigo. 
 
Cosa contraria sucede en delitos igualmente de función, contenidos en el código penal  militar, 
pero cuya descripción no implica el cumplimiento de ordenes sino de funciones o 
responsabilidades, como por ejemplo cuando se trata del delito de insubordinación, ataque, 
amenazas, abandono del puesto, centinela, inutilización voluntaria, entre otros, porque lo que 
proscribe son conductas contrarias a las responsabilidades del militar, es el caso de la 
insubordinación en donde no solo se quebranta una orden militar sino que se hace por las vías de 
hecho; en el ataque al superior o subalterno y las amenazas donde se ejecuta sobre otro militar 
actos de violencia; en el abandono del puesto o centinela en donde se proscribe dormir, consumir 
sustancias alucinógenas o apartarse del puesto, conductas de las cuales no puede predicarse de 
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ninguna corresponder a convicciones intimas y que no reúnen los requisitos anotados 
anteriormente para que respecto de ellas pueda predicarse la objeción de conciencia.   
 
Finalmente resulta necesario señalar que como ser humano, el militar puede  adquirir o modificar 
sus convicciones, creencias u opiniones  en el transcurso de su vida, por lo que en caso de que 
luego de incorporado adopte nuevas posturas personales que contraríen por razones de conciencia 
el ejercicio de sus funciones y responsabilidades como militar, de permanecer en ella 
voluntariamente no podrá alegar posteriormente que desobedeció una orden por que iba en contra 
de sus convicciones, puesto que el ejercicio de la actividad militar resulta en beneficio del interés 
general, y no puede so pretexto de que se respete su derecho permanecer en la institución armada 
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El derecho a objetar de conciencia tiene su génesis y desarrollo indiscutible dentro del estado 
social y democrático de derecho, como fruto del principio a la dignidad humana, en donde el 
individuo no es visto por el estado como un medio, sino como un fin en si mismo y por 
consiguiente no puede ser objeto de acciones que violenten su condición de ser humano digno de 
respeto y protección. 
 
Servir a la comunidad; promover la prosperidad general; garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación 
ciudadana; defender la independencia nacional y la integridad territorial y asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo, como fines del estado solo pueden hacerse 
efectivos en la medida de que éste cuente con una fuerza pública solidad, disciplinada, capacitada 
y efectiva, institución que igualmente tiene su asidero en la Constitución Política Colombiana. 
 
El derecho a objetar de conciencia como garante del fuero interno de cada individuo, deviene del 
derecho fundamental a la libertad de conciencia y es expresión del derecho a la libertad; el cual 
no solo se encuentra consagrado y protegido dentro del marco constitucional colombiano, sino 
que haya asidero en el  marco del derecho universal y continental de los derechos humanos, 
donde es avalado y protegido por diferentes instrumentos internacionales que lo dotan de 
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características como ser individual, personalísimo, diferenciador y subjetivo que lo particularizan 
y definen. 
 
No obstante a que la Constitución Colombiana de 1886 determinaba en su artículo 36 la libertad 
de conciencia, culto y religión, la enunciación del derecho fundamental fue letra muerta durante 
mas de un siglo en razón a la inclinación religiosa del estado en favor de la iglesia católica 
romana, situación que fue transformándose paulatinamente con la expedición de la Carta Política 
de 1991, en donde nuevamente se consagró como derecho fundamental en su artículo 18, sin que 
hasta la fecha se haya registrado en Colombia un desarrollo legal en el ejercicio del derecho a 
objetar de conciencia, pese a las iniciativas legislativas presentadas ante el Congreso de la 
República, una de las cuales cursa actualmente mediante el proyecto de ley No. 066 de 2010, que 
busca reconocer el derecho fundamental del objetor exclusivamente en lo relacionado con el 
servicio militar obligatorio sin ahondar en otras materias. 
 
Luego de promulgada la Carta Política de 1991, durante casi veinte años la jurisprudencia 
constitucional colombiana rechazó amparar a objetores de conciencia frente a la prestación del 
servicio militar, dando prelación al deber ciudadano frente al derecho fundamental, teniendo 
como sustento de su posición la carencia de legislación que regulara su ejercicio,  situación que 
inició a modificarse con el salvamento de voto registrado por cuatro magistrados liderados por el 
doctor Fabio Morón Díaz, quienes en sentencia C-511 de 1994, abogan por el predominio de la 
libertad de conciencia sobre el deber de prestar el servicio militar, cuando existan convicciones 
sinceras; posición que fue constituyéndose en mayoritaria, hasta que mediante sentencia C-728 de 
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2009, se modificó el precedente judicial, reconociendo que la libertad de conciencia, culto o 
religión no se encontraba supeditada a la reglamentación legal que se expidiera para regular su 
ejercicio y que podía constituirse como causal para exonerar al ciudadano de prestar el servicio 
militar, hecho que finalmente se declaro con sentencia de tutela T-018 del 2012, en donde no solo 
se reconoce la objeción de conciencia frente a la prestación del servicio militar, sino que además 
se ordena al ministerio de defensa reconocer su existencia  y adoptar medidas para su adecuado 
ejercicio. 
 
La justicia penal militar viene siendo decantada y su margen de competencia ha sido delimitado 
por la copiosa jurisprudencia, especialmente constitucional, que en matera de fuero penal militar 
han expedido las altas cortes, correspondiéndole en especial la investigación y juzgamiento de 
delitos denominados de “función” o “típicamente militares”, cuyo finalidad se encuentra dirigida 
a la protección de bienes jurídicos de contenido castrense, como corresponde a la disciplina, el 
servicio, el honor y la seguridad de la fuerza pública. Codificación normativa que constituye un 
elemento de relación de sujeción especial del militar frente al estado, por la cual, el uniformado 
no solo adquiere los deberes y compromisos que se demanda de cualquier ciudadano, sino que 
además, se le imponen funciones y responsabilidades  de mayor exigencia, demandables solo al 
uniformado por su condición de miembro de la fuerza pública, y en dicha virtud, representante y 
garante de los fines del estado, lo que deviene en la limitación del  ejercicio de algunos derechos 
fundamentales, entre los que se encuentra el derecho a objetar de conciencia, en desarrollo del 
principio de responsabilidad, de prelación del interés general sobre el particular y de solidaridad. 
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Pese a que la figura de la obediencia debida consagrada en el artículo 91 de la Carta Política 
Colombiana, determina que la responsabilidad de toda orden militar recae en el superior que la 
emitió y no en el inferior que la cumple, su desarrollo constitucional, especialmente el obtenido 
en sentencia C-431 de 2004, determinó que la obediencia militar no puede ser absoluta ni ciega, 
estableciendo por primera vez dentro del marco del estamento castrense, condiciones de 
conciencia para apartarse del cumplimiento de una orden militar sin incurrir en delito alguno, 
cuando la orden contraviene de manera evidente postulados de orden constitucional y en especial 
derechos fundamentales, pronunciamiento que sienta las bases para señalar la posibilidad de 
concretar a la objeción de conciencia al interior del derecho penal militar como eximente de 
responsabilidad, pero en este específico caso, por no superar el estadio de la tipicidad en cuanto 
la orden militar para que adquiera dicha calidad debe ser legítima y si contraviene abiertamente 
postulados constitucionales y legales se desnaturaliza, lo que determina su insuficiencia para ser 
exigible frente al subalterno. 
 
El ejercicio del derecho a la libertad de conciencia, culto o religión, puede ser causal de 
justificación al interior de la jurisdicción castrense por encontrarse establecida legalmente como 
causal de ausencia de responsabilidad por el artículo 33-5 del código penal militar, el obrar en 
legítimo ejercicio de un derecho; pero solo puede ser predicable frente a delitos de función, 
cuando el tipo penal exija el cumplimiento de ordenes que afectan la esfera intima de las 
personas, pero no cuando describan comportamientos contrarios a la función militar propiamente 
dicha o cuando involucran actos de violencia o de incumplimiento de funciones de protección, 
reserva o comando,  por lo que solo se podrán invocar la objeción de conciencia como causal de 
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justificación de la conducta punible militar en determinados eventos y bajo el cumplimiento de 
específicos requisitos en los delitos de desobediencia, deserción o cobardía.  
 
El ejercicio legítimo del derecho a objetar de conciencia solo puede ser invocado por el  
uniformado que ha sido incorporado obligatoriamente al servicio o que permanece en el mismo 
contra su voluntad, cuando se reúnen específicos requisitos, como el de registrar convicciones 
profundas y serias  contrarias a las establecidas por el estamento castrense; no haber sido 
informado del derecho a objetar de conciencia frente a su incorporación a filas; haber  hecho 
públicas con anterioridad a la comisión del delito su postura ética, moral o religiosa que 
contraviene postulados castrenses;  No haber vulnerado los derechos ajenos o  producido daños a 
personas o cosas en procura de preservar  sus convicciones y que sobre el objetor no recaiga de 
manera exclusiva y en calidad de garante la obligación de realizar la conducta impuesta por la 
ley. 
 
Finalmente es importante advertir que resulta trascendental que  el ejercicio de este derecho se 
reglamente legalmente, a fin de que se establezcan criterios objetivos que permitan identificar 
claramente al verdadero objetor de conciencia y evitar que permee a individuos que pretendan 
utilizarla como instrumento para evitar inadecuadamente el cumplimiento de deberes de 
contenido constitucional y legal, puesto que debe reconocerse que pese a tratarse de un derecho 
fundamental, el mismo no resulta absoluto y por lo  tanto puede ser limitado por el legislador, sin 
que ello implique, la creación de requisitos o cargas probatorias que dificulten el acceso al 
ciudadano que la invoca, sin embargo, su aplicación debe ceñirse a criterios de  proporcionalidad 
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y razonabilidad que la  materialicen, en donde debe evaluarse el beneficio personal otorgado y el 
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